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señor Ministro las mismas se declaran satisfac- 
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1) TEXTO DE LA CITACION 
«Montevideo, 2 de junio de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria el próximo viernes 4, a la hora 16, a 
fin de recibir de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 119 de la Constitución, al señor Ministro de 
Defensa Nacional a efectos de que informe con relación 
al discurso pronunciado el día 17 pasado por el señor 
Comandante en Jefe del Ejército Gral. Fernán Amado, 
en el acto de conmemoración del 18 de mayo, día del 
Ejército Nacional. 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Car- 
valho, Cid, Couriel, Chiesa, Gandini, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, Mas- 
cheroni, Millor, Pais, Quarneti, Ricaldoni, Santoro, Sar- 
thou, Segovia y Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Cuerpo, 
Lic. Hugo Fernández Faingold y los señores Senadores Brez- 
zo, Dalmás, Hierro López, Michelini y Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 23 minutos) 


-El Senado se reúne en el día de hoy en sesión extraordina- 
ria para tratar una moción que establece lo siguiente: «De acuer- 
do al artículo 119 de la Constitución de la República y el 
artículo 69, literal h), del Reglamento del Cuerpo, solicito la 
presencia en Sala del señor Ministro de Defensa Nacional, con 
el fin de solicitarle informes con relación al discurso pronun- 
ciado el día 17 pasado por el señor Comandante en Jefe del 
Ejército, Teniente General Fernán Amado, en el acto de con- 
memoración del 18 de mayo, Día del Ejército Nacional». Fir- 
ma esta moción y, por lo tanto, es el Miembro Interpelante, el 
señor Senador Carvalho. 


Antes de dar la palabra al señor Miembro Interpelante, de- 
bemos tratar un asunto relacionado con la integración del Cuer- 


po. 


3) SOLICITUDES DE LICENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Carlos Julio Pereyra solicita li- 
cencia desde el 4 al 7 de los corrientes.» 


-Léase. 

(Se lee:) 

«Montevideo, 4 de junio de 1999. 

Señor 

Presidente del Senado 

Don Luis Bernardo Pozzolo 

Presente. 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia hasta el día 7 del 
corriente por razones de salud. Adjunto certificado mé- 
dico, y ruego se convoque a mi suplente. 

Sin más, lo saludo atentamente. 

Carlos Julio Pereyra. Senador.» 

-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consecuencia, queda convocado para integrar el Cuerpo 
el señor Senador Mascheroni, quien ya ha prestado el juramen- 
to de estilo por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita 
a ingresar al Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Mascheroni.) 

-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Hierro López solicita licencia por 
el día de la fecha.» 


-Léase. 


(Se lee:) 
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«Montevideo, 4 de junio de 1999. 


Sr. Presidente del Senado 
Luis Bernardo Pozzolo 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito al señor Presidente se me 
otorgue licencia por el día de hoy y se convoque al 
suplente respectivo. 


Saludo a usted atentamente. 
Luis Hierro López. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 
4) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


«La doctora Reta, los doctores Scavarelli, Rodríguez, 
Bluth, Correa Freitas, Bastón, Opertti y Bado, los con- 
tadores Zerbino y Davrieux, el señor Hackenbruch y el 
señor Representante Nacional Bertolini comunican que, 
por esta vez, no aceptan la convocatoria de que han 
sido objeto.» 


-Corresponde convocar al señor Senador Quarneti quien ya 
ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontrara 
en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Quarneti.) 


5) ALCANCE DE LOS CONCEPTOS EXPRESADOS 
POR EL SEÑOR COMANDANTE EN JEFE DEL 
EJERCITO, TENIENTE GENERAL FERNAN AMA- 
DO, EN EL DISCURSO QUE PRONUNCIARA EL 
DIA 17 DE MAYO DE 1999 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entrando al tema central y único 
de esta convocatoria extraordinaria, corresponde dar la palabra 
al Miembro Interpelante, señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Disculpe, señor Presidente ¿el se- 
ñor Ministro se encuentra en Antesala? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta al llegar, señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Por razones de cortesía, señor Pre- 
sidente, creo que correspondería esperarlo. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, señor Senador. Acla- 
ro, además, que el señor Ministro estuvo mucho antes de la 
hora para la que fue convocado. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Defensa Nacional.) 


-Teniendo el Cuerpo el placer de tener en Sala al señor 
Ministro de Defensa Nacional y asesores, tiene la palabra el 
señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Como se comprenderá, señor Pre- 
sidente, la exposición que me propongo realizar hoy tendrá 
necesariamente cierta extensión. Sin embargo, es mi propósito 
ser lo más breve y sintético posible al introducirme en la com- 
plejidad de los temas involucrados, por lo que me adelanto a 
señalar que no concederé interrupciones en el curso de esta 
exposición, para así poder mantener mejor el hilo de mi razo- 
namiento y concluirlo en un lapso razonable. 


Señor Presidente: aunque pueda parecer obvio, deseo acla- 
rar que lo que pretendo ejercer es la facultad de contralor que 
el Constituyente ha otorgado al Poder Legislativo y que, en mi 
opinión, éste debe ejercer en casos como el presente, cuando 
se trata de asuntos de gran trascendencia y que han alcanzado 
particular resonancia pública. El Parlamento no sólo legisla, 
aunque es claro que una gran parte de la opinión pública no 
comprende bien esto, conviene aclarar que la facultad de fisca- 
lizar y de controlar al Poder Ejecutivo, tiene tanta jerarquía y 
relevancia como la de legislar. Entre los mecanismos que la 
Constitución pone en manos de los Legisladores está, precisa- 
mente, el que utilizo hoy: llamado a Sala al señor Ministro de 
Defensa Nacional con fines de fiscalización. 


Se trata, entonces, de la fiscalización del Poder Ejecutivo a 
través del llamado a Sala de un señor Ministro, porque el 
Presidente de la República no puede ser objeto de un contralor 
o de una fiscalización específica si no es por la vía del juicio 
político. Sin embargo, es claro que lo que se está fiscalizando, 
desde el punto de vista político, es la actividad del Poder Eje- 
cutivo, ejercido por el Presidente de la República actuando 
con el Ministro o Ministros respectivos. Debe entenderse, en- 
tonces -y así me interesa que quede particularmente claro en 
este caso- que esta interpelación se dirige a examinar la con- 
ducta del Poder Ejecutivo; es decir, no solamente la conducta 
del señor Ministro, sino también, y particularmente, la del titu- 
lar del Poder Ejecutivo, el señor Presidente de la República. 
En definitiva, lo que aquí está comprometido y en juego, es la 
responsabilidad política del Poder Ejecutivo, la que recae fun- 
damentalmente en el señor Presidente de la República. 


Por supuesto, señor Presidente, esta interpelación no puede 
y no debe verse como un acto de crítica, enjuiciamiento o 
enfrentamiento con las Fuerzas Armadas. Deseo que quede 
bien claro, que nadie se confunda, que no venimos a discutir 
problemas disciplinarios de las Fuerzas Armadas; nada más 
lejos de nuestro ánimo. Por el contrario, venimos a apreciar 
políticamente actitudes del Poder Ejecutivo, pues el Presidente 
de la República en acuerdo con el señor Ministro de Defensa 
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Nacional es quien ejerce el mando superior de las Fuerzas 
Armadas con las atribuciones y responsabilidades consiguien- 
tes. No es a las Fuerzas Armadas a las que estamos pidiendo 
explicaciones, sino a un Ministro integrante del Poder Ejecuti- 
vo, porque las necesitamos para cumplir mejor nuestras obliga- 
ciones como parlamentarios. Si las solicitamos a través de este 
procedimiento y en forma pública, es porque consideramos 
que es el más adecuado para obtener la necesaria clarificación 
de ciertas actitudes políticas y los criterios en que se funda la 
acción de Gobierno en temas que estimamos de gran relevan- 
cia institucional. 


Me voy a referir, señor Presidente, al discurso del señor 
Comandante en Jefe del Ejército en el acto celebratorio del 
Día del Ejército Nacional. Este discurso contiene pronuncia- 
mientos de carácter político, lo que en mi opinión está expre- 
samente vedado a los militares en actividad y, aun, a los mili- 
tares en retiro, dentro de un cierto plazo. La relevancia de este 
hecho se agrava porque esas declaraciones no fueron realiza- 
das a título personal sino en nombre del Ejército, de quien el 
Comandante, en forma expresa, dijo asumir representación, y 
por las características del acto en que el mismo fue realizado: 
el acto oficial más importante de los que se realizan en la 
órbita de las Fuerzas Armadas, en presencia del mando supe- 
rior, es decir, del Presidente y del Ministro de Defensa Nacio- 
nal, así como de otros altos dignatarios del Estado, de sus 
subordinados, oficiales, tropa, numeroso público y una masiva 
concurrencia de medios de prensa. Necesariamente, este dis- 
curso obtendría la mayor repercusión pública. Además, fue 
realizado en el marco de la mayor relevancia institucional, en 
un año electoral pocos días después de celebradas las eleccio- 
nes internas y a pocos meses de las elecciones nacionales. 
Quiere decir que fue pronunciado en un momento de especial 
sensibilidad para la ciudadanía, que ha comenzado a realizar y 
se apresta a culminar en octubre y noviembre el más trascen- 
dente ejercicio de la soberanía popular. 


El Nuevo Espacio ha creído importante reclamar una clari- 
ficación política de la actitud del Poder Ejecutivo o mando 
superior de las Fuerzas Armadas. Ante este hecho, y especial- 
mente ante el contenido de una parte muy significativa de ese 
discurso, que provocó la mayor repercusión pública. 


A veces nos cuesta repetir cosas que a estas alturas de la 
evolución democrática del país deberían estar internalizadas y 
ser parte de los reflejos naturales, tanto de los civiles como de 
los militares. Es cierto que un proceso de autoritarismo de 
trece años de duración como el que vivimos nunca puede cul- 
minar abruptamente, de un día para el otro. Es más, nunca lo 
pretendimos, porque sabemos que los cambios culturales son 
lentos y durante aquellos años se cultivaron desde el poder 
valores que no eran precisamente los que sustenta una socie- 
dad democrática. Estamos convencidos que hoy, a catorce años 
del retorno a la institucionalidad democrática, el sistema políti- 
co no puede mirar con indiferencia este tipo de hechos y las 
consecuencias que producen en nuestra sociedad y -por qué no 
decirlo- sobre la propia imagen de nuestro país. 
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Si venimos hoy aquí a plantear este llamado a Sala es por- 
que estamos convencidos que cualquiera sea el resultado de la 
clarificación política que pretendemos, haremos una contribu- 
ción encaminada a que este tipo de situaciones que hace años 
debieron dejar de producirse cesen definitivamente. 


Tengo el firme propósito, señor Presidente, de que esta 
sesión transcurra por el cauce reflexivo y sereno de intercam- 
bio de ideas y argumentos, como corresponde al solemne ám- 
bito de este Senado. 


Señor Presidente: me propongo demostrar, en primer lugar, 
que el mensaje del señor Comandante en Jefe del Ejército 
contiene manifestaciones de carácter político; en segundo tér- 
mino, que la constitución y las leyes vigentes prohíben a los 
militares en actividad realizar este tipo de manifestaciones; 
tercero, que el Poder Ejecutivo ha hecho celosa y rigurosa 
aplicación en muchos casos de estas disposiciones legales y en 
muchos otros, también en situaciones recientes; y, por último, 
me propongo pedir al señor Ministro que explique cuál ha sido 
la actitud del Poder Ejecutivo en este caso así como los funda- 
mentos que lo explican. 


Antes de entrar a un análisis del párrafo del discurso en que 
se centra mi preocupación, quiero dejar claro también que ese 
mensaje contiene otras referencia de carácter claramente polí- 
tico. Por lo tanto, estas afirmaciones como tales, también son 
cuestionables. 


Por razones de tiempo y de importancia, por la repercu- 
sión que ha provocado, me centraré exclusivamente en el pá- 
rrafo en que se alude directamente, sin eufemismo alguno, a 
cuestiones de carácter político que son centrales en una socie- 
dad democrática: la libertad de información, el ejercicio de esa 
libertad por parte de los medios, las garantías que nuestro sis- 
tema judicial ofrece a las víctimas de delitos cometidos por 
medio de la prensa. Sobre estos temas, señor Presidente, no 
estamos dispuestos a dejar pasar nada por alto. Creemos que 
sería un grave error ver hechos de esta naturaleza con indife- 
rencia y, por nuestra parte, no estamos dispuestos a hacerlo. 
Partimos de la base de que cuando se critica la forma en que se 
reconoce y se ejerce un derecho en nuestra sociedad, se está 
realizando un acto claramente político, aunque no tenga carác- 
ter partidario, porque se están vertiendo opiniones y manifesta- 
ciones sobre la forma en que nuestra sociedad debería jerar- 
quizar normas y valores. No creo necesario extenderme para 
demostrar en esta Sala que la plena libertad para comunicar y 
recibir información, ya sea por los ciudadanos, por grupos o 
por asociaciones de cualquier tipo, es un requisito básico de 
una sociedad democrática. En las sociedades de masa del pre- 
sente esa libertad requiere, necesariamente, de los medios de 
comunicación a los que se asigna la función de informar y de 
crear opinión, contribuyendo por esa vía, a la formación de 
una democracia vigorosa. 


Quiero recordar que el consenso acerca de que esto es tan 
importante nos llevó, hace algunas semanas, a que se planteara 
en esta Sala un debate acerca de las condiciones del ejercicio 
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de la libertad de prensa y de la situación de los periodistas en 
un país iberoamericano, concretamente, en Cuba. El Senado, 
convencido de la importancia sustancial de este tema para todo 
avance hacia la democracia le dedicó a la consideración de ese 
tema, con mi acuerdo y participación activa, varias horas, sin 
perjuicio de lo cual, sin que yo entienda muy bien por qué, el 
tema fue trasladado finalmente al cajón de una Comisión. 


Lo que estoy diciendo, por supuesto, no implica que los 
medios se comporten necesariamente en forma correcta, que 
no obedezcan a intereses determinados y que a veces no se 
sometan a las necesidades de lucro propia de toda empresa o, 
incluso, a la competencia sensacionalista por la primicia. Sin 
embargo, de lo que sí estoy seguro es de que prohibiendo, 
limitando y acotando la libertad de expresión no se solucionan 
los problemas que la prensa pueda estar planteando a nuestras 
sociedades. Estoy convencido de que todos los experimentos 
en este sentido, empezando por el fascismo y siguiendo por el 
régimen comunista, por el régimen franquista y por las dicta- 
duras militares, han fracasado y lo seguirán haciendo, como 
todos los que insistan en el empeño inútil de cercenar una 
libertad que ha acompañado la historia misma de Occidente. 


Sin embargo, señor Presidente, hemos tenido que oír que el 
señor Comandante en Jefe del Ejército estima que una libertad 
de información compulsiva e irrestricta sumada a un humanita- 
rismo permisivo han coartado el legítimo derecho al llamado a 
responsabilidad cuando de responder por los dichos y la ética 
se trata. Además, ha agregado que existen medios de comuni- 
cación que frecuentemente se hacen eco de fuentes interesadas, 
sin rostro ni responsabilidad ni honor, cuyas medias verdades 
y calumnias debe esperarse que se consuman en su propia 
falsedad, a falta de posibilidades de un justo castigo. 


No llego a inferir de las palabras del Jerarca si lo que está 
postulando es modificar la Constitución o lo que pretende es 
que se aumenten las limitaciones de la ley vigente para el 
ejercicio de la libertad de prensa. 


Lo que sí infiero claramente, señor Presidente, porque no 
hay otra interpretación lógica de estos dichos, es que se hace 
una crítica de la normativa constitucional y legal, ya que se 
entiende, aparentemente, que por su carácter de irrestricta da 
lugar a una práctica compulsiva y que esta crítica se extiende a 
algunos medios de comunicación que no serían cuidadosos de 
la selección de sus fuentes, que se hacen eco de medias verda- 
des y calumnias, sin que haya posibilidades de un justo casti- 


go. 


Lo más grave que se infiere de estas palabras, sin lugar a 
dudas, es una crítica al Poder Judicial, porque éste, en demo- 
cracia, es el único legalmente habilitado para aplicar un justo 
castigo. Se supone que este Poder -deduzco- impregnado de un 
humanitarismo permisivo tampoco cumple con sus responsabi- 
lidades constitucionales y legales. Podría pensarse, señor Pre- 
sidente, que este solo hecho hace innecesario entrar a un análi- 
sis más detallado de los contenidos, y que lo que he dicho es 
suficiente para considerar que, como tales, estas declaraciones 
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exorbitan el marco legal y, por ende, este hecho debería produ- 
cir determinadas consecuencias jurídicas. 


No comparto esta opinión, señor Presidente, ya que hay 
que entrar al análisis del contenido, porque de él surge la rele- 
vancia del episodio y la necesidad de apreciar la conducta del 
Poder Ejecutivo ante estos hechos. 


Señor Presidente: no voy a entrar en la defensa de los me- 
dios, porque éstos se defienden a sí mismos. Pero sí quiero 
decir, y muy claramente, que aunque la irresponsabilidad, el 
sensacionalismo o la búsqueda del lucro pueda llevarlos, en 
éste o en cualquier otro país, a cometer errores o injusticias, 
sin la presencia de los medios no hay democracia. 


Aquí se emiten, como vimos, juicios sobre nuestro sistema 
constitucional de libertad de comunicación. Y se critica acer- 
bamente a otro Poder del Estado, hecho realmente inusitado si 
se piensa que la crítica proviene de quien dice hablar en nom- 
bre de las Fuerzas Armadas, precisamente encargada por man- 
dato constitucional de defender a las instituciones y no de 
criticarlas. Entonces, aquí sí es imprescindible detenerse todo 
lo que sea necesario, porque nos estamos refiriendo a princi- 
pios y valores que son esenciales en una sociedad democrática. 
Cuando se habla de libertad de prensa en el Uruguay, señor 
Presidente, es bueno tener presente que se está hablando de 
una libertad garantizada por una disposición constitucional cuyo 
texto ha acompañado, prácticamente sin modificaciones, toda 
la vida de esta República, porque ya nuestra primera Constitu- 
ción de 1830 tenía un texto muy semejante al que hoy luce; no 
se aludía al emisor o a cualquier otra forma de divulgación, 
como se agregó posteriormente, pero el texto esencialmente es 
el mismo. 


Nuestro maestro, Justino Jiménez de Aréchaga, nos enseñó 
que los antecedentes de esa primera Carta constitucional están 
en normas que nos llegaron a regir incluso antes de que estu- 
viéramos constituidos en un Estado independiente. Los funda- 
mentos del artículo 29 están en la ley aprobada por la Junta de 
Representantes de la Provincia Oriental en 1826 y por la pro- 
pia Asamblea Constituyente en 1829, la que a su vez reconoce 
como fuentes más remotas el conjunto de disposiciones que se 
dictaron durante el período revolucionario y yo diría, incluso, 
las Instrucciones del Año XIII, cuando se referían a garantizar 
la libertad civil y religiosa en toda su extensión imaginable. Y 
mi maestro Jiménez de Aréchaga me enseñó que todas estas 
normas encuentran su fundamento en las proclamaciones de 
derechos de la revolución norteamericana, en la Constitución 
del Estado de Virginia, en la famosa Primera Enmienda que 
ordenó que el Congreso no dictará ninguna ley que restrinja la 
libertad de palabra o de prensa, así como en la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, for- 
mulada por la Convención francesa en agosto de 1789, en las 
leyes de las Cortes de Cádiz, que redactaron la Constitución 
española de 1812. También me enseñó que «recalcar la impor- 
tancia de la libertad de prensa en la vida de una sociedad es 
cosa redundante». Me enseñó «la verdad ya antigua de la cual 
hizo caudal entre nosotros Carlos María Ramírez, según la 
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cual la libertad de pensamiento puede ser considerada un dere- 
cho individual y un derecho social y luego, si encierra dificul- 
tades el establecimiento de la responsabilidad y de la sanción 
de los culpables de la transgresión de esa libertad, nunca se 
puede, por esas dificultades, llegar a desconocerla». 


También el profesor Aníbal Barbagelata, mi maestro, me 
enseñó en los ya lejanos años en los que transité por la Facul- 
tad de Derecho, que «la libertad de comunicación del pensa- 
miento es una libertad esencial, es un derecho fundamental del 
individuo que condiciona la existencia de los modernos Esta- 
dos democráticos». También me enseñó, aludiendo a los regí- 
menes en que sólo hay una verdad oficial, «la atención y el 
cuidado que hay que tener para no realizar la defensa de los 
principios democráticos mediante agravio de los derechos que 
son las bases de esos mismos sistemas». Me enseñó que «el 
régimen democrático es un régimen de persuasión, es un régi- 
men que confía en el poder de convicción de la razón y que, 
por lo mismo, el mejor principio para defenderlo no es privan- 
do, a la manera totalitaria, de la posibilidad de recibir ideas y 
opiniones, sino alcanzándolo mediante la aplicación de los pro- 
pios principios de la democracia». 


Esta doctrina constitucional, edificada sobre normas que 
nos acompañan desde antes que fuéramos una nación indepen- 
diente, es parte esencial de nuestro consenso político y está 
incorporada no sólo a la conducta y al programa de todos 
nuestros partidos con representación parlamentaria, sino que 
también es contenido básico de la proyección internacional del 
Uruguay. 


Quiero hacer referencia a un episodio de naturaleza inter- 
nacional del que nuestro país fue protagonista hace apenas un 
año y medio. Los señores Senadores recordarán que en ocasión 
de la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de Iberoaméri- 
ca, realizada en Venezuela, en Isla Margarita, el señor Presi- 
dente Caldera intentó promover la aprobación de una declara- 
ción sobre libertad de comunicación, incluyendo el concepto 
de que la libertad de comunicación debe referirse a una infor- 
mación veraz. Recordarán también la actitud de nuestro go- 
bierno, acompañado -creo yo- por toda nuestra opinión pública 
y todo nuestro sistema político para rechazar esa definición, 
porque como muy bien dijo nuestra Cancillería en aquel mo- 
mento, a través de su portavoz, su Director de Asuntos Políti- 
cos, es una expresión que no resulta suficientemente clara y 
feliz, una terminología que complica, que no asegura la liber- 
tad de prensa, reiterando el compromiso ineludible de nuestro 
gobierno con las libertades de expresión, información y opi- 
nión, las que deben ser ejercidas con la mayor amplitud posi- 
ble, sin restricciones ni censuras. Recordarán también los se- 
ñores Senadores el éxito de esa posición internacional del go- 
bierno uruguayo en el caso, encabezando la oposición de todos 
los demás países miembros del MERCOSUR, que condujo fi- 
nalmente a la resolución de la VIII Cumbre Iberoamericana de 
Presidentes y Jefes de Estado, en la cual se recogió claramente 
el concepto de libertad de comunicación, sin la referencia res- 
trictiva que pretendía introducir quien era entonces el Presi- 
dente de Venezuela. 
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Esas normas constitucionales, no son solamente normas 
constitucionales de nuestro país; se ajustan también perfecta- 
mente a las obligaciones que surgen de los instrumentos inter- 
nacionales de los que nuestro país es parte, y específicamente 
a los términos de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el Pacto de San José, cuyo artículo 13 consagra la 
más amplia libertad de comunicación. Quiero recordar que nues- 
tro Parlamento aprobó esta Convención y la incorporó como 
ley interna al Derecho uruguayo tan solo 20 días después de 
restablecidas las instituciones democráticas. 


Señor Presidente: sólo una persona poco informada podría 
entender que libertad de comunicación irrestricta suponga irres- 
ponsabilidad irrestricta, porque siempre existirá la posibilidad 
de reclamar ulteriormente la responsabilidad por los abusos 
cometidos, en vía penal o civil, de acuerdo al sistema general 
establecido por la normativa vigente. Parece, señor Presiden- 
te, que cuando se emiten estas opiniones se ignora que la Ley 
N* 16.099 incluye no sólo el derecho de respuesta de todo el 
que se considere lesionado por informaciones inexactas o agra- 
viantes, sino que tipifica los delitos de comunicación, estable- 
ce que son sujetos del mismo el autor y, eventualmente, el 
responsable del medio, que las empresas propietarias respon- 
den civilmente, que el responsable del medio que no revelare 
el nombre del autor de una nota es sancionado penalmente 
como encubridor, y muy especialmente que los delitos de difa- 
mación e injurias cometidos a través de los medios se castigan 
siempre con pena privativa de libertad, considerándose este 
hecho como un agravante. Pero estos conceptos que hemos 
tenido que oír incurren además en una crítica absolutamente 
improcedente e injusta de nuestro Poder Judicial, al que se 
acusa implícitamente de omiso en el cumplimiento de su deber 
de proteger a los ciudadanos que son víctimas de delitos. Yo 
no comparto esta opinión, señor Presidente, y creo que nuestro 
Poder Judicial ha sido y es un severo custodio de las leyes y 
que, por cierto, las ha aplicado. 


Lo que ocurre -y tal vez es eso lo que está en el origen de 
la crítica que estamos analizando- es que las ha aplicado, inter- 
pretándolas de acuerdo con la filosofía que inspira nuestro 
sistema de democracia liberal, dentro del cual la libertad de 
comunicación y de crítica, aun con excesos inevitables, resulta 
básica e insoslayable. 


En nuestro país, la doctrina de la Suprema Corte de Justicia 
es muy clara. Me limitaré a señalar únicamente dos sentencias, 
porque entiendo que en ellas la doctrina queda definida con 
toda precisión. En la primera de esas sentencias, la Suprema 
Corte de Justicia dijo que «sin libertad de los medios de comu- 
nicación, sin que sea posible buscar, recibir y difundir infor- 
mación para que todas las personas estén en situación de for- 
marse su propio criterio, no puede existir pluralidad de ideas y, 
consecuentemente, el derecho irrestricto de cada uno a pensar 
como lo considere mejor». Dijo luego que «la libertad de ex- 
presión es uno de los derechos esenciales para fortalecer la 
democracia, y que la libertad de prensa, más que un derecho 
individual del ciudadano, es una institución indispensable del 
estado democrático». 
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En un recurso de casación contra una sentencia, confirma- 
toria, de un Tribunal que había condenado a una empresa pe- 
riodística, a su Redactor Responsable y a su Director al pago 
de una gruesa indemnización, la Suprema Corte de Justicia, al 
confirmar esa sentencia de primer grado con costas y costos, 
dijo lo siguiente: «El artículo 29 de la Constitución consagra 
un derecho a la comunicación del pensamiento en forma libre 
y sin previa censura, pero con eventuales responsabilidades 
ulteriores. El ejercicio del derecho a la libertad de pensamien- 
to y de expresión no puede estar sujeto a previa censura, sino a 
responsabilidades ulteriores expresamente fijadas por la ley y 
las que sean necesarias para asegurar el respeto a los derechos. 
Pero esta afirmación no significa, en ningún caso y de ningún 
modo, irresponsabilidad irrestricta de la prensa, pues cabe even- 
tualmente la obligación ulterior por los abusos que se cometie- 
ren a través de ella. La actividad del comunicador está impres- 
cindiblemente sometida a su responsabilidad por los abusos, se 
trate de la que procede en vía civil o de la que se cumple a 
través de vía penal y de acuerdo al sistema general establecido 
por la normativa vigente». Es por eso, señor Presidente, que la 
Suprema Corte de Justicia afirmó que «esas publicaciones se 
hicieron con el fin de mancillar el honor de quien reclamaba, 
sin que mediara interés social alguno, y que esa constatación 
hace correcta la imputación de abuso» que había establecido el 
Tribunal. Por esos fundamentos, rechazó el recurso de casa- 
ción y mantuvo la condena a que me he referido anteriormente. 


Parece olvidarse, cuando se habla en ciertas instancias de 
nuestro régimen constitucional y legal de libertad de prensa, 
que nuestra ley de prensa es mucho más rigurosa, por cierto, 
que las que rigen en otros Estados democráticos, en la medida 
en que la ley en nuestro país incluye la posibilidad de prisión 
para los periodistas, hecho que en las sociedades democráticas 
más avanzadas no ocurre, ya que los abusos de derecho a 
través de la prensa se sancionan únicamente por medio de 
reparaciones civiles. Por ello, señor Presidente, estamos con- 
vencidos de la necesidad de modificar nuestro sistema legal, 
no para retroceder, sino para avanzar hacia la autorregulación 
a través de códigos de ética, complementados con una regula- 
ción adecuada del derecho de respuesta y la imprescindible 
reparación civil de los daños causados por el abuso. 


Por supuesto, quiero recordar que estas normas constitucio- 
nales y legales, y estos criterios de la Jurisprudencia en el 
Uruguay, no se quedan en el papel ni mucho menos. En este 
país, señor Presidente, el propietario de un periódico y su se- 
cretario de redacción fueron procesados, estuvieron presos va- 
rias semanas y eludieron, por poco, una larga prisión, ya que 
dos magistrados votaron a favor y tres se pronunciaron por 
revisar el proceso. En este país se dictan sentencias condenato- 
rias como la que reseñé más arriba, como la que recayó hace 
poco sobre un sindicalista del Banco de Previsión Social o la 
que se dictó poco después contra un periodista de un semana- 
rio, con relación a afirmaciones que tenían que ver con una 
licitación en OSE. 


En estas apreciaciones sobre la situación de la prensa en 
nuestro país, el Nuevo Espacio cree que no está solo. Entiende 
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que hay otros partidos políticos y, en ese sentido, quiero desta- 
car especialmente aquí el contenido del Programa de Gobierno 
del partido político que hoy nos gobierna, llamado «Programa 
2000 - El Uruguay entre todos», cuando acertadamente, en mi 
opinión, coincidiendo con los conceptos que acabo de expre- 
sar, señaló que «la legislación nacional sobre delitos de difa- 
mación cometidos por medio de la prensa ha permitido progre- 
sos porque se han ventilado y castigado excesos. Pero tampoco 
ese derecho es perfecto, ya que a veces ayuda al difamador 
mediante una publicidad adicional. Es preciso desarrollar un 
gran debate ético al respecto y lograr que los consensos que se 
alcancen se traduzcan en normas morales de aplicación volun- 
taria y capaces de erigirse en un fuerte sustento de la democra- 
cia. En la medida en que ello no ocurra, se alimentará una 
pugna latente entre el medio político y el periodístico, que 
puede ser ambiente fértil para que aparezcan amenazas al régi- 
men democrático». 


En ese sentido, señor Presidente, el discurso a que nos 
estamos refiriendo contuvo apreciaciones políticas sobre el fun- 
cionamiento de un Poder del Estado, y ya por ese solo hecho 
es inaceptable, pero además fueron absolutamente erróneas e 
injustas. El contenido del discurso es ese y no me detendré 
más en él. 


Ahora, necesariamente, debo abarcar el segundo punto, que 
se refiere al contenido de nuestro sistema constitucional y le- 
gal, así como al conjunto de nuestro sistema normativo con 
relación a las posibilidades de que integrantes de las Fuerzas 
Armadas realicen y formulen en público este tipo de manifes- 
taciones. Desde el punto de vista normativo, las Fuerzas Arma- 
das son una repartición centralizada del Ministerio de Defensa 
Nacional, integrante del Poder Ejecutivo en cuya cúspide se 
encuentra el Presidente de la República actuando con el Minis- 
tro, Ministros respectivos o con el Consejo de Ministros. 


Señor Presidente: a las Fuerzas Armadas le está confiado, 
por la Constitución y por la ley, el cometido fundamental de 
defender el honor, la independencia, la paz de la República y 
la integridad de su territorio, de su Constitución y de sus 
leyes, debiendo siempre actuar bajo el mando superior del 
Presidente de la República, en acuerdo con el Ministro res- 
pectivo, de conformidad con lo que establece el inciso segun- 
do del artículo 168 de la Constitución. Acabo de leer textual- 
mente el artículo 2* del Decreto-Ley Orgánico de las Fuerzas 
Armadas. Es a esas Fuerzas Armadas jerarquizadas, verticali- 
zadas, sujetas a la autoridad de un poder civil representante de 
la soberanía nacional, a las que se les ha asignado el monopo- 
lio del poder bélico, el monopolio de una fuerza que represen- 
ta un poder de coerción absoluta, que los demás ciudadanos 
tenemos totalmente vedado. 


Nuestra Constitución, señor Presidente, en ninguna parte se 
refiere a las Fuerzas Armadas como entidad independiente o 
autónoma. Permanentemente las subordina al Presidente de la 
República, es decir, al Poder Ejecutivo, pero también al Poder 
Legislativo, en tanto que se necesita venia para determinados 
ascensos, la salida de tropas del país o para aumentar el núme- 
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ro de efectivos. Es decir que en función de esa misión supe- 
rior, las Fuerzas Armadas están al servicio del Estado demo- 
crático, o sea, al servicio de la comunidad nacional, jurídica- 
mente organizada. Precisamente porque están al servicio del 
Estado, que representa a todos los ciudadanos, es que los mili- 
tares están jurídicamente inhibidos -no sólo por nuestra Cons- 
titución y por nuestras leyes, sino por la Constitución y las 
leyes de todos los Estados democráticos- de realizar actos po- 
líticos, de efectuar manifestaciones o dar opinión en público 
sobre temas políticos, de participar en debates políticos y de 
tomar partido en controversias que tengan dicho carácter. 


Estamos hablando de un principio básico que orienta la 
conducta de las Fuerzas Armadas en todas las sociedades de- 
mocráticas, donde a nadie se le ocurre que éstas tengan un 
espacio político para manifestarse. Estas normas que son co- 
munes a todos los Estados de derecho no son caprichosas, no 
responden a un prejuicio o a un afán diminutorio, sino a acatar 
un requisito esencial para que las Fuerzas Armadas estén en 
condiciones de cumplir con su alto deber, que es la defensa de 
la soberanía, la independencia de la República y la defensa del 
orden constitucional. Si se convierten en actores de un debate 
político, si empiezan a dar o quitar razón a planteamientos, 
que serían legítimos si provinieran de ciudadanos o partidos, 
comienzan a deslegitimarse para el cumplimiento de lo que es 
su misión esencial. Las Fuerzas Armadas, señor Presidente, 
son cuerpos profesionales subordinados a la Constitución y a 
la ley y, como tales, siempre deberán aceptar el pronuncia- 
miento popular que, en definitiva, en democracia será el único 
que finalmente laude sobre cualquier tipo de controversia. 


En todos los Estados democráticos se impide a las Fuerzas 
Armadas participar en controversias políticas, para eliminar de 
raíz toda presunción de que, al hacerlo, pudieran estar tratando 
de influir sobre decisiones políticas que deberán tomar los 
demás ciudadanos. Inevitablemente, señor Presidente, lo haya 
querido o no su autor, declaraciones políticas de un alto jerar- 
ca militar en un año electoral, en medio de campañas políticas 
ya iniciadas, siempre podrán ser leídas por los ciudadanos, en 
clave de estímulo o desestímulo, en apoyo a ciertas opciones, 
según coincidan o se aparten del contenido de esas declaracio- 
nes. 


Me propongo demostrar, señor Presidente, que estos prin- 
cipios generales del universo democrático en todo el mundo, 
han sido recogidos con todo rigor por nuestro ordenamiento 
jurídico. Trataré de hacerlo lo más brevemente posible. 


En primer lugar, existe una norma constitucional específica 
dirigida, según Gros Espiell, «a asegurar la prescindencia polí- 
tica de determinados funcionarios» o, según Jiménez de Aré- 
chaga, «a establecer una severa contención en la actividad po- 
lítica de un conjunto de gobernantes y funcionarios». Se trata 
del artículo 77 de la Constitución que, en lo pertinente, esta- 
blece que los militares en actividad, cualquiera sea su grado, 
deberán abstenerse de distintos comportamientos y, especial- 
mente y en general -para simplificar- de ejecutar cualquier otro 
acto público o privado de carácter político, salvo el voto. 
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Señor Presidente: la evolución de nuestro régimen institu- 
cional permite apreciar una gradual constitucionalización de 
las normas relacionadas con el sufragio, en un proceso que se 
inicia en 1917, se consolida en 1934 y culmina en 1966. Ad- 
quieren de ese modo la máxima jerarquía normativa, disposi- 
ciones que constituyen garantías que se han considerado fun- 
damentales. Se establece con carácter general y absoluto la 
prohibición, a los titulares de ciertos cargos y funciones, de 
ejecutar cualquier acto público o privado de carácter político, 
con una única excepción: el voto. La prohibición del numeral 
4%) del artículo 77 es la más amplia -en cuanto a su alcance- 
que establece nuestra Constitución, puesto que los proscribe 
del ejercicio de cualquier actividad política. 


Existe un completo ajuste entre la letra clara de ese nume- 
ral 49) y la intención de quienes lo proyectaron en la Asamblea 
Constituyente de 1934. Los funcionarios comprendidos en el 
numeral 4”) del artículo 77 no pueden hacer política -se dijo en 
esa ocasión- ni en el sentido restringido del término ni en el 
sentido amplio, expresándolo en forma muy lacónica y muy 
tajante, en aquel entonces, el distinguido Constituyente y re- 
presentante de la Unión Cívica, profesor Secco Illa. Esos fun- 
cionarios no pueden hacer política en ningún sentido. La ex- 
presión «acto de carácter político» debe entenderse en sentido 
amplio, sin que importe la forma y la materia del acto, sino el 
fin al que está dirigido. 


Estos conceptos, señor Presidente, han sido recogidos muy 
claramente por las normas orgánicas que regulan las conductas 
de los militares con relación a las actividades políticas. Las 
disposiciones legales específicamente relacionadas con la or- 
ganización y el funcionamiento de las Fuerzas Armadas, como 
el Decreto-Ley Orgánico del 21 de febrero de 1957, N* 14.157, 
modificado por la Ley N” 15.808, de 7 de abril de 1986, con- 
tiene normas muy precisas. En su artículo 57, define el Estado 
Militar como el Estatuto jurídico que define los especiales 
deberes, obligaciones y derechos del personal militar. Y segui- 
damente, en el literal h) del artículo 61, establece que el Esta- 
do Militar impone, entre otras obligaciones fundamentales, la 
abstención de toda actividad política, excepto el sufragio, con- 
forme a la Constitución. 


Parece claro que el concepto prohibitivo de la actividad 
política es aquí el más amplio y el más comprensivo posible, 
porque tan sólo dos artículos después el Decreto-Ley Orgánico 
vuelve a referirse al tema para señalar de nuevo que el Estado 
Militar es incompatible con el ejercicio de las actividades polí- 
ticas, de conformidad con el inciso 4%) del artículo 77 de la 
Constitución, y que el militar que desee postularse para cargos 
electivos deberá cesar o renunciar a su cargo con tres meses de 
antelación al acto electoral. Vale decir que cuando el artículo 
61 señala como obligación fundamental que surge del Estado 
Militar la abstención de toda actividad política, está refiriéndo- 
se -lo deduzco- a algo aún más amplio y más riguroso que a la 
clarísima prohibición del artículo 77 de la Constitución. En 
caso contrario, señor Presidente, si se tratara de una simple 
reiteración de lo dispuesto por el artículo 61, la norma del 
artículo 63 carecería de sentido y, aplicando un criterio ele- 


4 de Junio de 1999 


mental que también me enseñaron en la Facultad de Derecho, 
cuando se trata de interpretar dos normas sobre la misma mate- 
ria, incluidas en la misma ley, debe preferirse aquella interpre- 
tación que permita armonizar ambas, en lugar de suponer que 
una de esas dos normas ha sido puesta como la simple reitera- 
ción de la otra y carece de sentido propio. Por otra parte, esta 
interpretación que adelanto acerca de la rigurosidad con que la 
legislación militar prohíbe las incursiones políticas, se refuerza 
por el hecho de que ese mismo Decreto Ley mantiene la inhibi- 
ción de toda actividad política, salvo el sufragio, hasta cuatro 
años después de que un militar haya pasado a situación de 
retiro, según el artículo 182. Obsérvese la importancia que las 
leyes que regulan la organización militar asignan a la absten- 
ción de toda actividad política: la extienden a alguien que ya 
está retirado, que ya no ocupa ningún cargo, que mucho menos 
tiene mando de tropas y que, por consiguiente, está despojado 
de la más remota posibilidad de influir sobre comportamientos 
electorales desde ninguna posición preeminente, como dijeron 
los Constituyentes de 1934. Sin embargo, la prohibición se 
mantiene. Y a mi entender -naturalmente modesto, señor Presi- 
dente- esto sólo se puede explicar partiendo del principio que 
antes expusiera: la actividad política de los militares, la mani- 
festación pública de opiniones políticas por parte de los milita- 
res, su intervención directa o indirecta en controversias políti- 
cas, es considerada algo tan pernicioso para las instituciones 
democráticas y para la unidad y la disciplina de las Fuerzas 
Armadas, que la ley ha querido alejar hasta la más remota 
posibilidad de que pueda ocurrir. Por eso extendió la prohibi- 
ción absoluta de toda clase de actividad política, incluso a los 
retirados recientes, seguramente porque se estimó que ellos 
podrían conservar algún vínculo, alguna relación, alguna in- 
fluencia -directa o indirecta- sobre sus antiguos camaradas que 
permanecen en actividad. 


Señor Presidente: estas normas han sido recogidas, natural- 
mente, por una sentencia de la Corte Electoral, a la cual me 
referiré enseguida. 


Veremos de inmediato casos recientes que demuestran que 
estas normas son de aplicación estricta para el Poder Ejecuti- 
vo, por lo menos en el caso de quienes realizan actos o formu- 
lan determinadas declaraciones -o declaraciones que van en un 
determinado sentido- lo que parece demostrar que el Poder 
Ejecutivo considera imprescindible recurrir a ellas para asegu- 
rar el correcto funcionamiento de las Fuerzas Armadas y pre- 
servarlas de que instale en su seno toda controversia política, 
aun por la vía de simples manifestaciones de Oficiales que ya 
se encuentran en situación de retiro. 


De lo que se trata, entonces -y para eso estamos aquí- es de 
conocer los criterios aplicados, para juzgar si los mismos son 
coherentes y adecuados a la normativa vigente y, en especial, si 
el Poder Ejecutivo entiende que se aplican solamente a los mili- 
tares en retiro, o comprenden también declaraciones políticas 
formuladas por Oficiales en actividad y de la máxima jerarquía. 


Señor Presidente: me voy a remontar algunos años atrás, a 
un episodio que en su momento concitó ya la atención de este 
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Senado y dio lugar a una interpelación llevada a cabo brillante- 
mente por el señor Senador Carlos Julio Pereyra. Me refiero a 
lo que ocurrió en 1988, cuando el señor Capitán de Navío 
Gastón Silbermann firmó una cuaderneta de apoyo a la inter- 
posición del recurso de referéndum contra la Ley de Caduci- 
dad de la Pretensión Punitiva del Estado. De manera fulminan- 
te recibió una sanción de arresto riguroso por 50 días, y tam- 
bién de manera fulminante el Poder Ejecutivo de la época se 
dirigió a la Corte Electoral para denunciar el hecho de esa 
firma, señalando que, salvo votar, los militares en actividad no 
pueden ejecutar ningún acto público o privado de carácter po- 
lítico, y que es una verdad de evidencia que la firma del recur- 
so es un acto político en el sentido natural y obvio. El Capitán 
de Navío Gastón Silbermann, como consecuencia de esta san- 
ción y del destino que posteriormente le asignaran -conocido 
popularmente como «la bolsa»- tuvo finalmente que pedir el 
retiro. Además, fue juzgado por la Corte Electoral. 


Sobre la base de estos razonamientos y criterios, la Corte 
Electoral, en Sentencia N* 24.942, de 17 de enero de 1990, 
declaró que el Capitán de Navío Gastón Silbermann había vio- 
lado la prohibición contenida en el numeral 4%) del artículo 77 
y que había incurrido en una conducta delictiva por haber sus- 
crito la solicitud de someter a referéndum determinados artícu- 
los de la Ley N” 15.848. La Corte Electoral juzgó que esta 
firma constituía un acto de carácter político y público. Sin 
duda, este es un aspecto importante de ese fallo, porque de- 
muestra la actitud y el rigor con que se han juzgado conductas 
de este tipo. 


Posteriormente, señor Presidente, el tiempo siguió transcu- 
rriendo y continuaron manifestándose y formulándose diversas 
declaraciones políticas de diferentes militares. Específicamen- 
te, me quiero referir a algunos que ya se encontraban en situa- 
ción de retiro, aunque podría comentar acerca de muchas otras 
declaraciones. En mayo de 1996 ocurrió algo interesante e 
importante que trascendió a la prensa y llegó a la opinión 
pública, situación que concitó mucha atención de nuestra ciu- 
dadanía e incluso en otros países. Un Capitán de Navío en 
situación de retiro, señor Jorge Tróccoli, envió una carta a un 
órgano de prensa en la que efectuaba una serie de reflexiones 
sobre los episodios de enfrentamiento que había habido en 
nuestro país años atrás, sobre la participación de las Fuerzas 
Armadas en esos hechos, sobre su participación personal y 
sobre multitud de acontecimientos los que, sin duda, represen- 
taban directamente manifestaciones públicas y políticas. En 
ese caso, señor Presidente, consultado sobre la posibilidad de 
que se adoptaran medidas disciplinarias contra ese Oficial reti- 
rado, quien ejercía en ese momento la Comandancia en Jefe de 
la Armada consideró -según manifestaciones de la prensa que 
no fueron desmentidas- que eso no iba a suceder porque se 
trataba de reflexiones personales frente a un hecho que le llegó 
directamente. Dijo, además, que el derecho a expresarse está 
implícito en la democracia y en el estilo de vida que todos 
queremos. 


El tiempo siguió transcurriendo hasta el 30 de mayo de 
1997, en que otro Oficial en situación de retiro -en este caso 
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perteneciente al Ejército- no sé en qué medida alentado por la 
interpretación que había recaído sobre las manifestaciones del 
Capitán de Navío Tróccoli, tuvo la idea de enviar una carta al 
Obispo Galimberti y permitir que se publicara en un periódico 
de Montevideo. Entre otras cosas, en esa misiva el Coronel 
Agosto decía, específicamente, que debíamos aceptar la gene- 
rosa oferta del Obispo Galimberti para intentar, a través de la 
cristiana solidaridad, comenzar a superar la fragmentación so- 
cial, las angustias y las incertidumbres. Agregaba, además, que 
era necesario incorporar a todos nuestros muertos, de un lado y 
de otro, a la historia colectiva uruguaya. La suerte que corrió 
el Coronel Agosto fue distinta, porque sus declaraciones susci- 
taron, aparentemente, un gran disgusto en altas esferas. Se soli- 
citaron sanciones severísimas y, en definitiva, lo que ocurrió 
fue que por el hecho de haber expresado esta opinión y trasmi- 
tirla a la prensa, este Coronel retirado recibió por escrito una 
amonestación del señor Ministro de Defensa Nacional. En rea- 
lidad, fue sancionado por apoyar, sin consultar, la propuesta de 
Monseñor Pablo Galimberti para esclarecer el destino final de 
los desaparecidos. 


En una fecha aún más cercana, en julio del año pasado, en 
el seno de una Comisión Investigadora de la Cámara de Repre- 
sentantes, otro Oficial retirado, en este caso un ex Comandante 
de la Flota de Mar de la Armada y ex Director de Inteligencia, 
el Contraalmirante retirado Eladio Moll, formuló determinadas 
manifestaciones con relación a otra de las personas que se 
encontraba participando en la sesión de esa Comisión. Concre- 
tamente, aludió a supuestas instrucciones que en su época se 
habían recibido en este país para proceder de determinada ma- 
nera, lo que suscitó amplia repercusión pública y una sensible 
preocupación en esferas del Poder Ejecutivo. Esto se agudizó 
mucho más cuando este Contraalmirante retirado, en una entre- 
vista de prensa, reiteró esas manifestaciones y mencionó la 
posibilidad de buscar alguna solución al tema de los desapare- 
cidos, la que calificó de «solución a la uruguaya». Según infor- 
mó la prensa, «el Contraalmirante (R) Moll está instalado des- 
de el día miércoles en las Dependencias que el Servicio de 
Instalaciones Navales tiene en el predio de la Escuela Naval de 
Carrasco, para cumplir un arresto a rigor por 15 días que le 
impuso el señor Ministro de Defensa Nacional, previa consulta 
al señor Presidente de la República, doctor Julio María San- 
guinetti». La prensa manifestó -hasta ahora no tengo noticias 
de que esto haya sido desmentido- que este Contraalmirante 
retirado cometió una falta grave por la que, además, sería so- 
metido a un Tribunal de Honor. 


Es así que llegamos, señor Presidente, al episodio concreto 
que nos trae hoy a esta Sala. Me refiero a las declaraciones del 
señor Comandante en Jefe del Ejército en ocasión del acto 
celebratorio del Día del Ejército. Las palabras por él pronun- 
ciadas tuvieron un contenido altamente político y, según regis- 
tra la prensa -creo que lo haya hecho bien ya que no tengo 
noticias de que esta información haya sido desmentida- a poco 
de culminada esta declaración, el señor Ministro de Defensa 
Nacional dijo: «Personalmente, considero que la libertad de 
prensa, como está encarada, como está legalmente establecida 
en nuestro país, así la debemos mantener, salvo que el Poder 
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Legislativo disponga una nueva modificación». Posteriormente 
agregó que la opinión que acababa de verterse no era la suya; 
«probablemente es la opinión del General Amado únicamente, 
no sé si es la opinión del Ejército». Estas palabras están reco- 
gidas de un ejemplar del diario «El Observador» del 18 de 
mayo pasado. Y ahora el tiempo transcurre más rápido, ya que 
sólo dos días después el semanario «Búsqueda» informó a la 
opinión pública -y no fue desmentido- que el señor Presidente 
respaldó las manifestaciones del Comandante en Jefe del Ejér- 
cito en el discurso pronunciado el lunes 17. Es más: se dijo 
también que el señor Presidente consideró «fenomenales» las 
palabras del señor Comandante en Jefe del Ejército y que cree 
que reflejaron el sentir del Ejército. Y las fuentes -ya no el 
señor Presidente- habrían agregado que la libertad de informa- 
ción no es más que otra de las tantas libertades a las que la 
sociedad restringe con leyes. 


Un día después, el viernes 21 de mayo, otro integrante del 
Poder Ejecutivo, el señor Ministro del Interior, escribano Gui- 
llermo Stirling, creyó necesario manifestar públicamente, ante 
consultas de periodistas del diario «El País»: «Yo creo en la 
libertad de expresión, porque es uno de los pilares de la demo- 
cracia». También dijo que era preferible ahogarse de libertad 
que de represión, recordando que en otras épocas el país había 
vivido limitaciones de aquel derecho, y que todos sabíamos lo 
que eso significaba. Agregó: «Nuestro país ha hecho un ejerci- 
cio pleno de la libertad de expresión en todos los sentidos y es 
un factor que nos enorgullece». 


Las repercusiones continuaron, señor Presidente, porque el 
tema tiene tal significación y carácter político, que también nos 
entera la prensa, días después, que el señor Presidente de la 
Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Representan- 
tes, en ocasión de su visita a una unidad militar, al Cuartel del 
Grupo de Artillería N* 4, se sintió llamado a expresarse públi- 
camente en respaldo a estos dichos y a formular consideracio- 
nes sobre la prensa libre y sobre el desquicio que se puede 
realizar, utilizando a la prensa, para denostar a la gente de 
manera gratuita. Sin duda, son afirmaciones claramente políti- 
cas que el señor Legislador se vio obligado a formular para, de 
alguna manera, expresar su opinión sobre un tema que ya esta- 
ba instalado como debate en el seno del propio Poder Ejecuti- 
vo. 


Frente a esta situación, tengo que confesar que existe -se ha 
extendido- una confusión en la opinión pública, porque hasta 
ahora no hemos conseguido esclarecer qué piensa el mando 
superior de las Fuerzas Armadas -que, como he dicho, es ejer- 
cido por el Presidente de la República actuando con el señor 
Ministro de Defensa Nacional- sobre estos hechos, por qué 
ocurrieron y cuál fue el fundamento. 


Nuestro sector político cree que expresa una necesidad que 
siente la opinión pública. El país necesita una clarificación 
política que sólo puede provenir del Poder Ejecutivo y que voy 
a sintetizar en las siguientes preguntas. Primero: si el señor 
Ministro de Defensa Nacional tenía conocimiento previo del 
contenido del discurso que se proponía pronunciar el señor 
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Comandante en Jefe del Ejército en el acto conmemorativo del 
Día del Ejército Nacional. 


Segundo: si el señor Ministro considera que el señor Co- 
mandante en Jefe del Ejército está habilitado para expresar 
opiniones públicamente sobre la normativa constitucional legal 
en materia de libertad de prensa, sobre el ejercicio de dicha 
libertad por parte de los medios, así como sobre las garantías 
que el Poder Judicial ofrece a quienes se sienten agraviados 
por abusos en el ejercicio de ese derecho. 


Tercero: en caso de respuesta afirmativa a la pregunta ante- 
rior, si el señor Ministro no considera que las manifestaciones 
que sobre estos puntos formuló en aquella ocasión el señor 
Comandante en Jefe del Ejército constituyen violaciones a las 
normas prohibitivas contenidas en la Constitución de la Repú- 
blica y el Decreto-Ley Orgánico de las Fuerzas Armadas. 


Cuarto: si el señor Ministro ha adoptado alguna medida en 
relación con la referida actitud del señor Comandante en Jefe 
del Ejército, y de ser así, en qué consistió. 


En principio, pienso que el Cuerpo podría estimar que con 
las respuestas a estas interrogantes el Miembro Interpelante 
podría darse por satisfecho. Sin embargo, no es así y a conti- 
nuación voy a decir por qué. 


Tengo ya unos cuantos años y, a esta altura de mi vida, he 
aprendido que importa tanto la exterioridad de los hechos como 
las razones más profundas. Estoy convencido de que el Poder 
Ejecutivo ejerce el mando superior de las Fuerzas Armadas, 
que el señor Presidente de la República es el uruguayo que 
mejor conoce y el que está en la mejor posición para saber qué 
ocurre en el interior de las Fuerzas Armadas. Es notorio -como 
lo hemos visto- que es capaz de ejercer su autoridad, cuando 
siente la necesidad de ello, en forma pública y ejemplarizante. 


Tampoco es concebible que una persona, sin duda muy 
inteligente, como el señor Comandante en Jefe del Ejército, 
ignore estos antecedentes y se haya arriesgado a formular este 
tipo de manifestaciones sobre contenidos tan delicados, sin 
previa consulta al señor Presidente de la República. Si así 
hubiera procedido, estamos seguros de que este último ya lo 
hubiera sancionado severamente y que tal sanción hubiese te- 
nido amplia difusión. 


Este razonamiento, que espero puedan compartir todos los 
señores Senadores, me obliga, entonces, a formular dos pre- 
guntas adicionales al señor Ministro. ¿El señor Presidente de 
la República tenía conocimiento previo del discurso que se 
proponía pronunciar el señor Comandante en Jefe del Ejército? 
¿El señor Presidente de la República comparte el contenido de 
las referidas manifestaciones públicas del señor Comandante 
en Jefe del Ejército? 


Señor Ministro: obtener la respuesta a estas dos preguntas 
se convierte en el objetivo central de la clarificación política 
que espera este Senador y que, sin duda, también espera la 
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opinión pública, necesitada de conocer lo que está en el fondo 
de estos hechos. Si esas respuestas fueran negativas, esto es, si 
el señor Presidente de la República no fue consultado previa- 
mente sobre el contenido del discurso, creo que estaríamos 
ante una situación delicada que pondría en cuestión la autori- 
dad y el mando superior que todos creemos que ejerce. Me 
niego a pensar que esta situación pueda representar un retroce- 
so en lo que tiene que ver con la afirmación institucional y la 
sujeción de las Fuerzas Armadas al poder civil. 


Por el contrario, señor Ministro, si como pienso las Fuerzas 
Armadas y el señor Comandante en Jefe del Ejército están 
subordinadas al mando superior y, por lo tanto, el contenido de 
ese discurso era conocido previamente por el señor Presidente 
de la República, lo que cabría preguntarse es cuál fue su moti- 
vación para alentar este tipo de manifestaciones que encierran 
críticas a la tradición nacional y al régimen constitucional so- 
bre libertad de prensa, y que afectan al consenso nacional acer- 
ca de temas tan delicados. 


Este tipo de manifestaciones sólo pueden llevar a introducir 
a las Fuerzas Armadas en el año electoral en controversias 
políticas, de las que únicamente pueden surgir indeseadas con- 
frontaciones que nada bueno podrían aportar al país. 


Señor Ministro: reconozco en usted a un hombre de Dere- 
cho y a un demócrata; espero sus respuestas porque las necesi- 
to para esclarecer esta situación. 


Es cuanto deseaba expresar. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que no va a 
permitir manifestaciones de ningún orden de quienes no co- 
rresponda, tanto en Sala como en la Barra. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: se trata de una cues- 
tión de orden que se me ocurre luego de haber escuchado, con 
mucha atención y respeto, la primera intervención del Miem- 
bro Interpelante. 


Hacemos esta moción de orden en homenaje a quienes den- 
tro de unos días o muchos años, hurgando en las actas parla- 
mentarias, tengan la ocurrencia de buscar los antecedentes de 
esta interpelación y de introducirse en la misma. 


Más allá de los conceptos que vamos a verter cuando nos 
llegue el momento de hacer uso de la palabra y luego de haber 
escuchado al Miembro Interpelante, que interpela en función 
de un discurso pero que se circunscribe a una frase y ubicán- 
donos, evidentemente, en posiciones muy distintas en lo que 
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concierne al discurso en sí mismo, queremos formular moción 
para que en este momento se incorpore a la versión taquigráfi- 
ca de esta sesión, el discurso completo -es decir total y textual- 
del señor Comandante en Jefe del Ejército, pronunciado el día 
17 de mayo. ¿Por qué? Porque en un órgano pluralista como 
este y sobre las mismas expresiones podemos tener diferentes 
conceptos. Creo que esta instancia merece que en la versión 
taquigráfica del Senado figure lo que califico como una pieza 
magistral que, por otra parte, comparto desde la primera a la 
última palabra y que, además, representa -he visto que se ha 
puesto en duda- el sentir de todo el Ejército Nacional, como 
bien se señala. Es el Ejército que hace público, a través de su 
Comandante, cara al frente y con la responsabilidad detrás. No 
es el Comandante ni el Ejército quienes tienen por costumbre 
hablar escudándose en el anonimato. Esta es una pieza que 
hace una recreación de la historia de la patria, porque recrea la 
historia del Ejército, que es anterior a la patria y que ha dado 
origen a ella, y que nos lleva al concepto que compartimos -no 
sé si se explica o no en las escuelas militares- de que sin 
Ejército no ha habido patria y sin patria no hay Ejército. 


Como hay también un homenaje a lo que es el soldado en 
sí, a lo que es el ser oriental, y hay un respeto, desde el princi- 
pio al fin, del orden constitucionalmente establecido y a todos 
los Poderes del Estado; como hay una demostración del civi- 
lismo y del encuadramiento a las normas legales, no del Co- 
mandante en Jefe, sino de nuestro Ejército Nacional -que no 
digo que haya sido la intención, pero que evidentemente no se 
trasunta en la intervención del Miembro Interpelante, que sólo 
se circunscribe a una frase- insisto en mi moción de que se 
incorpore en este momento, la versión textual y completa -que 
desde ya estoy dispuesto a facilitar- del discurso del Coman- 
dante en Jefe a la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción de orden 
que acaba de formular el señor Senador Millor. 


(Se vota:) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto del discurso cuya inclusión fue resuelta por el Cuer- 
po) 


DIA DEL EJERCITO NACIONAL 
MENSAJE DEL SEÑOR COMANDANTE EN JEFE 


El Ejército nació con la Patria. Como en cada 18 de Mayo 
estas 6 palabras constituyen el llamado a la evocación de Las 
Piedras y el alumbramiento de 1811, con Artigas el General en 
Jefe como paradigma y sus hombres como raíces de una estir- 
pe de soldados. 


Seis palabras que significan la veneración del pasado, la 
conciencia del presente y el compromiso del futuro. 


Este año, el fin del siglo y del milenio que llegará en pocos 
meses, aunque mera cifra numérica que no necesariamente mar- 
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ca ni el principio ni el fin de hechos, procesos o épocas históri- 
cas, está siendo la referencia más que recurrente para caracte- 
rizar tiempos que terminan y tiempos que vendrán. 


Y en un entorno de continuos análisis retrospectivos y pro- 
nósticos especulativos de toda índole, acicateados por la in- 
creíble sucesión de hechos, muchos de ellos poco explicables, 
que la actualidad diaria nos presenta, se extiende una voraz 
inquietud por encontrar razón de ser, ubicación y perspectivas 
a los actores en el futuro escenario secular, del mundo, de las 
regiones, de los países y ámbitos, de la que también son presa 
involuntaria los Ejércitos. 


Es así que tal vez más que siempre, resulte oportuno y 
esclarecedor que en su día el Ejército haga público a través de 
su Comandante, cara al frente y con la responsabilidad atrás, 
una breve autovisión de lo que ha sido y lo que ha dado para la 
Nación en sus 188 años y lo que deberá ser y dar en ese futuro 
incierto mientras ella viva. 


Por cierto su historia no es sólo un relato cronológico de 
hechos bélicos. Surgido como primera expresión de la Patria, 
para construirla con las armas en la mano, protagonizó la gesta 
emancipadora y luego la cruzada libertadora que dieron vida a 
la Nación Oriental y fue concebido desde los umbrales mismos 
de la vida institucional como encargado de la defensa de la 
Patria y sostén de las autoridades legítimas y del orden. 


Las batallas, como máxima expresión de la fuerza militar, 
pautaron entonces ese primer tramo de existencia y así conti- 
nuó siendo hasta 1904 mientras el Ejército, como pilar del 
nuevo estado republicano, debió respaldar la consolidación de 
su identidad en el concierto sudamericano y asegurar su unidad 
hasta que las pasiones internas dieran paso a la concordia na- 
cional. 


Pero en todo momento la vida militar formó parte del que- 
hacer cotidiano como una expresión infaltable del ser oriental. 
A principios de este siglo no debía haber familia de raíz uru- 
guaya que no tuviera un militar entre sus miembros o antepasa- 
dos, más allá de la causa a la que hubiera servido. Y ya en sus 
primeras décadas las comunidades del interior sentían como 
propio el Regimiento o el Batallón local, demandando hasta 
hoy su permanencia ante la perspectiva de cualquier traslado. 


A partir de 1905 -salvo el crítico período en que se sumó la 
lucha antisubversiva- la presencia castrense ocupó ininterrum- 
pidamente la escena nacional a través de variadas tareas de 
tiempo de paz para las que la preparación de la Defensa Na- 
cional le otorgaba especial aptitud por su vocación de servicio 
y capacidad operativa, las que se incorporaron definitivamente 
a su quehacer diario. 


Hoy, sin desmedro de su apresto para la misión esencial, la 
participación del Ejército es constantemente requerida por au- 
toridades, instituciones públicas y privadas para variadas ta- 
reas, lo que legitima y motiva su acción, así como en el ámbito 
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internacional goza de un sólido prestigio ganado en numerosas 
misiones cumplidas para el mantenimiento de la paz en el mun- 
do. 


Toda la experiencia del Ejército acumulada en sus casi dos 
siglos de vida, se fue plasmando progresivamente en su doctri- 
na de empleo. Esta no ha sido sin embargo, sólo producto de 
una visión militar unilateral sino que se ha ido conformando en 
la constante relación e intercambio de ideas políticas y milita- 
res con el Mando Superior ejercido desde siempre por las fuer- 
zas políticas tradicionales representando democráticamente la 
voluntad popular. 


No es por tanto la doctrina vigente resultado de una pre- 
ocupación pasajera, ni de una repentina inspiración, ni de una 
esnobista espíritu de imitación, ni aún de una bien intenciona- 
da adaptación de una tendencia dominante. Es la madurada 
acumulación de conceptos fruto de nuestra propia experiencia 
y nuestra auténtica realidad y necesidades; únicos parámetros 
que deben guiar un pensamiento honesto sobre el Ejército y 
que hasta el presente le han determinado misiones, en su ma- 
yoría cumplidas desde décadas y algunas desde siglos. 


Nada fácil ha sido el camino transitado desde Las Piedras 
hasta el presente. Cada época, con sus peculiaridades y desa- 
fíos significó una dura prueba que el Ejército debió sortear, 
dejando -si fue preciso- jirones del poncho, curando heridas y 
olvidando cicatrices, siempre por esa empecinada voluntad de 
seguir hacia adelante, sin mirar atrás, en bien de la Patria. 
Como hacen las Instituciones con nobleza y dignidad. 


No pocas han sido las sorpresas y desencantos, ingratitudes 
e incomprensiones, que los integrantes del Ejército debieron 
sufrir y superar para no debilitar ese espíritu noble de caballe- 
ro andante que estaba presente en cada combate frente a frente, 
en cada duelo al amanecer, en cada palabra dada, en cada 
actitud de una vida que no era concebible sin el honor de por 
medio. 


Un pragmatismo sin alma ni principios fue tomando cuenta 
de todos los órdenes de la vida. 


Y a la luz de la doctrina materialista que subyugó medio 
mundo por setenta años, alcanzó su clímax de violencia y te- 
rrorismo encubierto en Uruguay hace tres décadas, obligando a 
combatirlo en un terreno que la ética militar nunca había ima- 
ginado. 


Derrotado ese materialismo cruel en nuestro país y derrum- 
bado en su propia metrópoli, nuevos conceptos de eficiencia y 
eficacia y relación costo - beneficio condicionan de otra forma 
la vida de los hombres, de los países y aún de los Ejércitos, 
asimilándose muchas veces cualquier fin a un producto, inclu- 
so la Defensa Nacional. 


Al mismo tiempo una libertad de información compulsiva e 
irrestricta, a la vez que un humanitarismo permisivo han coar- 
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tado el legítimo derecho al llamado a responsabilidad cuando 
de responder por los dichos y la ética se trata. Es así que 
frecuentemente algunos medios de comunicación hacen eco a 
fuentes interesadas sin rostro, ni responsabilidad, ni honor, cu- 
yas medias verdades y calumnias, debe esperarse que se consu- 
man en su propia falsedad a falta de posibilidades de un justo 
castigo. 


El incesante y vertiginoso avance de la ciencia y la tecnolo- 
gía han hecho, por otra parte, un lógico impacto en los medios 
bélicos en relación directa con el poderío económico de los 
países. Unido a ello, o tal vez como consecuencia de ello por 
su alcance general particularmente en las comunicaciones, la 
globalización alcanza numerosos campos de la actividad hu- 
mana, desdibujando así la identidad de las naciones y confun- 
diendo la pertenencia de los factores de poder, todo lo que 
hace cada vez más difícil identificar el origen de las amenazas. 


Desenvolviéndose en ese complicado marco de factores, 
muchos de ellos adversos, nada fácil será tampoco el camino 
que impondrá seguramente el siglo XXI al Ejército y en espe- 
cial a sus conductores. 


Nuevas y viejas oposiciones, honestas o interesadas segui- 
rán dificultando o confundiendo el verdadero papel del Ejérci- 
to y su futura acción. 


Esa compleja perspectiva revaloriza sin duda el valor del 
elemento humano. Y es en ese aspecto que siempre aparecerá 
como venturoso el futuro del Ejército. Porque a poco de repa- 
sar su historia surge claramente que nuestra Institución ha sido 
lo que han sido sus hombres. 


Desde aquel 18 de Mayo de 1811 ellos son quienes han 
dado vida, razón de ser y utilidad a los materiales y equipos; a 
las estructuras y procedimientos. Son los hombres los que han 
marcado los rumbos, que han recorrido caminos, que han abierto 
horizontes, que han hecho la diferencia. 


Liderado por personajes preclaros como Artigas y los liber- 
tadores, el Ejército se nutrió del gaucho, hombre típico de 
nuestro campo cuya sola mención suponía tanto la habilidad 
para hacer todo lo que la vida en campaña requería, como el 
coraje para combatir por cualquier causa justa sin poner condi- 
ciones. 


Así, esos hombres fueron acuñando las virtudes que los 
perfilaron como el ideal del ser humano, del ciudadano y del 
soldado, tres facetas inseparables que implican cada una: 


Valorizar al hombre y la familia como núcleo social básico 
e insustituible que refleja la esencia de nuestra especie; 


cultivar el arraigo de esos hombres y familias a esta tierra 
cualquiera haya sido su procedencia ancestral y 


venerar la profesión militar como una forma de servir a la 
Patria, la primera y más abnegada, como un sentimiento, que 


354-C.S. 


por tal hace del Ejército, ante todo, una Institución que tras- 
ciende todo lo pequeño y fugaz de cada momento histórico. 


Hombres como el General en Jefe y los hombres de Las 
Piedras, según su decir «vecinos establecidos, paisanos sueltos 
y soldados veteranos que querían honrarse con el bello título 
de Soldados de la Patria»; los del Exodo, hombres gauchos 
que lo eran todo; «arreando y carneando ganados, asando la 
carne; conduciendo caballadas; vadeando arroyos; construyen- 
do ranchos y ganando batallas». 


Como aquellos soldados que bajo el fuego enemigo presen- 
taron armas ante su jefe caído. 


Hombres grandes de espíritu 

como el Artigas clemente con los vencidos; 

como los caudillos respetuosos en 1830 de la negativa de la 
Asamblea General Constituyente a que pudieran ser represen- 
tantes; 

como los firmantes de la paz «Sin vencidos ni vencedores»; 

como los autores de la declaración de 1986 en aras de la 
pacificación nacional; 

como los caídos en todas las luchas; por la independencia, 
por la unidad; contra la subversión; por la causa de la paz. 


Y como los muertos naturalmente, después de una vida 
dedicada al servicio. 


Hombres como los Soldados de hoy que diariamente prota- 
gonizan hechos conocidos y desconocidos; que se arrojan al 
lago para salvar una vida; que acuden a apagar el fuego; que se 
arremangan para cualquier ayuda que necesite un brazo firme; 
que cumplen con la consigna a toda costa confiados que actúan 
en nombre del derecho. 


Grandes hombres como los que ha dado el Ejército a la 
Patria más allá de la profesión militar: 


-que hemos honrado hoy. 


-Que han sido Presidentes, Ministros, Legisladores, Inten- 
dentes, Jefes de Policía, Directores de Entes y Servicios Des- 
centralizados, Integrantes de Tribunales, Profesionales, Arqui- 
tectos, Atletas y deportistas olímpicos y mundiales, historiado- 
res, poetas y escritores. 


-Hombres sencillos como los cientos de miles de comba- 
tientes que han pasado la mitad de su vida de servicio en la 
Guardia de Prevención, como las decenas de miles de especia- 
listas a los que el Ejército dio un oficio o una profesión y con 
ello sirvieron además a la sociedad, como los casi 20.000 re- 
servistas que han pasado por los liceos militares orientándose a 
las más diversas profesiones y hoy están presentes en forma- 
ción junto con los retirados también voluntarios, en un contin- 
gente de más de 300 hombres, con la única aspiración de se- 
guir sirviendo. 
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Todos ellos unidos por la vocación común de honrarse con 
el bello título de Soldado de la Patria. 


Eso es lo más valioso que el Ejército le ha dado: hombres 
de VALORES. 


VALORES heredados del legado de aquellos hombres de 
LAS PIEDRAS, del EXODO, de SARANDI, de RINCON, de 
BOQUERON y enriquecidos día a día en 188 años de existen- 
cia. 


VALORES DEL HOMBRE: la LIBERTAD, la IGUAL- 
DAD, en especial de oportunidades, el RESPETO POR LA 
VIDA HUMANA, la TOLERANCIA, los DERECHOS y DE- 
BERES, la FAMILIA, la PROPIEDAD, la SEGURIDAD, la 
PAZ. 


VALORES DEL PATRIOTA: la LIBERTAD, INDEPEN- 
DENCIA, la UNIDAD NACIONAL, la DEMOCRACIA, la 
REPUBLICA, el BIENESTAR. 


y 


VALORES DEL SOLDADO: la DISCIPLINA, la SUB- 
ORDINACION, la LEALTAD, el VALOR, la ABNEGACION, 
el SENTIMIENTO DEL DEBER, el CARACTER, el DESIN- 
TERES, el COMPAÑERISMO. 


Sin duda, en el siglo XXI también será el factor humano la 
carta de éxito del Ejército. 


Adquiriendo con su criolla capacidad el conocimiento ne- 
cesario para asimilar el avance de la ciencia y la tecnología 
acorde al momento histórico, para hacer de la Fuerza una orga- 
nización moderna y capaz, compatible con los recursos siem- 
pre insuficientes que la nación pueda asignar a la Defensa 
Nacional. 


Fuerza que deberá ser una base creíble que pueda en prin- 
cipio significar una disuasión y protagonizar una reacción in- 
mediata, para luego absorber las reservas y actuar como orga- 
nización militar convencional, nivel de garantía armada im- 
prescindible con que toda nación debe contar para dar segurl- 
dad a la democracia y a su vida independiente en el concierto 
internacional. 


Pero a la vez el Ejército tendrá que conservar la aptitud 
para el cumplimiento de las demás misiones de servicio a la 
sociedad, que lo han caracterizado a través de toda su existen- 
cia y en especial en el presente siglo que finaliza. 


Estar en condiciones de transformarse en fuerza irregular o 
de enfrentar un eventual agresor terrorista, actuar en beneficio 
de la comunidad en casos de desastres, realizar obras de con- 
veniencia pública, participar en misiones para el mantenimien- 
to de la paz en el mundo, seguirán siendo constantes para el 
empleo flexible del Ejército. 
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Tremendo desafío, gigantesca tarea, que será exitosa por- 
que los VALORES de los hombres continuarán siendo la esen- 
cia de la fuerza moral que seguirá haciendo del Ejército esa 
Institución intemporal y digna, imparcial y justa, abnegada y 
eficiente, indivisible y profesional, que como en 1830 seguirá 
siendo la encargada de la defensa de la Patria y el sostén de las 
autoridades legítimas y del orden; como parte indisoluble de la 
sociedad, a la que a su vez proyecta hombres de provecho, de 
trabajo y de principios, tanto sencillos como merecedores de 
las más altas distinciones, que por tales merecen la vida más 
digna dentro y fuera del cuartel, por la que nunca el Ejército 
dejará de bregar. 


En este 18 de Mayo último del 1900, llegue a todos los 
integrantes del Ejército mi más sincero reconocimiento por ser 
como son, dignos de Artigas, el General en Jefe, y de sus 
hombres gauchos. 


Y llegue también mi mayor confianza en el éxito futuro y 
en que el próximo 18 de Mayo del 2000, en un nuevo milenio, 
en un nuevo siglo, en un nuevo gobierno y con un nuevo Co- 
mandante, como hoy nuevamente todos podremos decir bien 
fuerte: 


VIVA LA PATRIA 
VIVA EL EJERCITO 
INSTITUCION POR SIEMPRE 


EL COMANDANTE EN JEFE DEL EJERCITO 
TENIENTE GENERAL FERNAN D. AMADO 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: tal vez no sea muy 
simpática mi moción de orden, pero lo cierto es que hoy están 
presentes todos los integrantes del Senado y hay una asistencia 
importante en la Barra. Seguramente, vamos a trabajar muchas 
horas en el día de hoy y hay un reglamento que impide fumar 
en Sala. 


Pediría que ese reglamento sea rigurosamente aplicado, por 
lo menos en el día de hoy. Muchas veces somos tolerantes, 
pero este es un día muy especial. Comprendo que una interpe- 
lación genera tensiones, stress, y que muchas veces obliga a 
fumar, pero se lo puede hacer perfectamente en el ambulatorio 
y no en Sala. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa tendrá en cuenta la ob- 
servación del señor Senador Couriel. 


Para referirse al motivo de la convocatoria, la Presidencia 
concede la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional. 
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SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL.- Señor 
Presidente: representa para el compareciente un gran honor 
concurrir al Senado de la República, en cumplimiento de un 
mandato constitucional que regula las relaciones entre el Parla- 
mento y el Poder Ejecutivo. 


Mi condición de integrante de este último Poder del Estado 
en estos dos últimos gobiernos nacionales, no me otorga expe- 
riencia suficiente en el ámbito legislativo como para compare- 
cer en este recinto ante ilustrados interlocutores. Por lo tanto, 
ruego al señor Presidente y a los señores Senadores sepan 
disimular mis carencias en ese sentido. 


La libertad de comunicación del pensamiento está consa- 
grada en el artículo 29 de la Constitución de la República. Este 
principio de libertad alcanza, de acuerdo a dicha disposición, a 
todos los temas posibles que se ofrezcan al raciocinio del hom- 
bre. Dice la Constitución que es enteramente libre en toda 
materia. Esto es, ningún dogma, ninguna creencia ni ninguna 
opinión queda excluida del ámbito de la libertad de comunica- 
ción de los pensamientos. Va a implicar, por lo tanto, desde el 
punto de vista de la materia sobre la cual descansa, tantos 
aspectos como materias se ofrezcan a la opinión, a las creen- 
cias O a las ideas. 


En cuanto a los medios que se consagran en el artículo 29 
de la Constitución a los efectos de la comunicación o expre- 
sión de los pensamientos, asistimos a una consagración amplia 
e inclusiva de los mismos por parte del texto constitucional. 
No hay limitaciones en cuanto a las formas o a los medios de 
transmitir los pensamientos. Se va a amparar la expresión oral 
y la expresión escrita, comprendiendo todas las técnicas mo- 
dernas de comunicación de los pensamientos. La garantía que 
juega en materia de este derecho consiste, según el texto del 
artículo 29, en la prohibición de la previa censura. Queda ex- 
cluida, por lo tanto, la posibilidad de que entre nosotros se 
sostenga como lícita la figura del censor a los efectos de la 
comunicación de los pensamientos. 


En materia de límites de este derecho, en su etapa de expre- 
sión, no existe ningún límite posible al mismo. Solamente apa- 
recen los límites constitucionales recién en una segunda etapa, 
que es la de divulgación, siempre y cuando se efectúe un uso 
abusivo de este derecho. Para que juegue esta limitación en la 
etapa de divulgación o comunicación de los pensamientos, se 
va a requerir, de acuerdo con el texto constitucional, la sanción 
de una ley formal. Las sanciones en los casos de abuso tendrán 
que ser impuestas únicamente por el Poder Judicial, que se 
erige en guardián de esta libertad, de la misma manera que es 
el guardián de los restantes derechos fundamentales. 


La reglamentación legal de la libertad de comunicación del 
pensamiento se encuentra en la Ley N* 16.099, de 3 de no- 
viembre de 1989, llamada «ley de prensa», cuyo artículo 1*, 
«Comunicación del pensamiento y libertad de información», 
establece, además, la libertad de fundar medios de comunica- 
ción. Dicha ley reglamenta el derecho de respuesta en su 
artículo 7%, acordándolo a toda persona física o jurídica de 
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Derecho Público o Privado, que pueda ejercer ante el Juzgado 
competente el derecho a responder a una publicación o a cual- 
quier otro medio de comunicación pública que le haya afecta- 
do por informaciones inexactas O agraviantes, sin perjuicio de 
las penas o responsabilidades civiles a que pueda dar lugar la 
publicación. 


Los artículos siguientes regulan el procedimiento para ejer- 
cer el derecho de respuesta. La citada ley tipifica los delitos 
cometidos a través de los medios de comunicación cuando 
surja de la misma publicación la divulgación de un hecho cali- 
ficado como delito por el Código Penal o por leyes especiales, 
siempre que la infracción quede consumada en los mismos 
medios de divulgación. También tipifica como delito de comu- 
nicación: a) la divulgación a sabiendas de noticias falsas que 
ocasionen una grave alteración a la tranquilidad pública o un 
grave perjuicio a los intereses económicos del Estado o a su 
crédito exterior; y b) la instigación al vilipendio de la Nación, 
del Estado o de sus Poderes. Se establece así la posibilidad de 
la difusión de la sentencia y la fijación de una suma por con- 
cepto de reparación. 


Señor Presidente: debemos referirnos a continuación al nu- 
meral 4”) del artículo 77 de la Constitución de la República. 
La norma señalada, así como el numeral 59), implican un pro- 
ceso de constitucionalización de las disposiciones relativas al 
sufragio, proceso que se inicia en 1917, se consolida en 1934 y 
culmina en la Constitución de 1952. El bien jurídico protegido 
al que apuntan dichas disposiciones es la defensa de la base 
del sufragio y las garantías de su pureza. Estos preceptos pro- 
curan preservar la libertad e independencia del elector, ponién- 
dolo a cubierto de la coacción o simplemente de la influencia 
que sobre él pueda ejercer quien se encuentra ubicado en una 
situación preeminente, sea por la función que le ha sido enco- 
mendada a magistrados, militares en actividad o policías, sea 
por la posibilidad de ejercer presión sobre sus subordinados, 
Directores de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo o del 
Tribunal de Cuentas. 


La Constitución de 1934 transforma la prohibición en deli- 
to, amplía la tipificación, la pena alcanza a un mayor número 
de titulares y asigna competencias para conocer del delito y 
aplicar la pena a la Corte Electoral, sin perjuicio de reservar a 
la Justicia Ordinaria la posibilidad de condenar, si el hecho 
configura, además, un delito común. 


En el numeral 4”) del artículo 77, los titulares de este deno- 
minado «delito electoral», en cuya enumeración se encuentran 
los militares en actividad, no pueden hacer política de ninguna 
especie. Dichos funcionarios están allí para servir los intereses 
del país y no para prevalecerse del cargo y apoyar intereses 
políticos que no se confunden con los intereses nacionales. 
Obsérvese que cuando se alude a actos de carácter político, no 
se repara en la forma ni en la materia del acto, sino en el fin al 
cual está dirigido, en el objeto con que el mismo se persigue. 
La norma tiende a proteger el sufragio y su pureza. En conse- 
cuencia, debe entenderse por acto político, aquel que reviste 
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un carácter proselitista, es decir, aquel dirigido y encaminado a 
la finalidad de ganar partidarios para una fracción, parcialidad, 
partido o doctrina. En este sentido, cabe señalar que la Corte 
Electoral -organismo competente, de acuerdo con la Constitu- 
ción, para entender en delitos electorales, a que se refiere el 
numeral 4” del artículo 77- ha establecido en los distintos con- 
siderandos de la Sentencia N* 24.942, del 17 de enero de 1990, 
que los funcionarios comprendidos en dicha disposición no 
pueden hacer política en ningún sentido, no sólo en el sentido 
restringido del término, como sería el caso del artículo 5% como 
equivalentes a política electoral, sino también en el sentido 
amplio del mismo comprensivo de aspiraciones, tendencias, 
reformas o programas que condicen con el progreso y felicidad 
del país. 


El alcance de la prohibición contenida en el numeral 4” del 
artículo 77 se extiende todavía más con la reforma constitucio- 
nal de 1996. Se incorporan al tipo delictivo de las expresiones 
«autorizar el uso de su nombre», con el cual se pone fin a la 
discusión que sobre ese punto había mantenido la doctrina. 
Queda incriminada, por consiguiente, no sólo la conducta acti- 
va que implique ejercicio por actividad política, sino también 
la actividad permisiva, que de manera indirecta posibilita la 
participación en política de quien está impedido de hacerlo. 


En virtud del texto constitucional resultan, sin duda, recor- 
tados los derechos cívicos de los funcionarios alcanzados por 
la prohibición. Es así que de los atributos inherentes a su con- 
dición de ciudadanos, los más importantes están constituidos 
por el derecho de elegir «jus sufragi» y de ser elector «jus 
honori». Por lo tanto, conservan sólo el primero y limitado 
exclusivamente a la facultad de emitir el sufragio. 


El resto de la actividad política, excepto la que se les impo- 
ne en cumplimiento de las tareas inherentes al cargo que ocu- 
pan, les está vedada. La limitación no constituye una «capitio 
diminuti» que afecta el derecho de igualdad consagrado en el 
artículo 8”. No está decretada en consideración a factores de 
carácter personal que pueden dar mérito a afirmar que existen 
diversas categorías de ciudadanos; responde exclusivamente al 
deseo de evitar el abuso de quienes, en razón del cargo que 
ocupan o a la función que desempeñan, no están precisamente 
en una situación de igualdad respecto a los demás ciudadanos, 
sino en una posición preeminente. 


También esto fue dicho con ejemplar claridad por el doctor 
Secco Illa quien, refiriéndose al actual artículo 77, expresó: 
«Este artículo ha sido llamado con razón, garantías del sufra- 
gio. En este artículo se encaran dos situaciones: la del voto 
individual y la influencia sobre el voto de los demás. Con 
respecto al voto individual, no hay limitación de ningún géne- 
ro. Como garantía de independencia del voto individual, se 
establece el voto secreto y además el voto obligatorio. El se- 
gundo aspecto es diferente». 


Señor Presidente: esto es tan así que entiendo que esta 
misma interpretación debe ser la del doctor Tabaré Vázquez y 
la del señor Senador Korzeniak cuando en su oportunidad soli- 
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citaron por nota una entrevista con quien habla y con los Co- 
mandantes de las tres Armas. En caso contrario, y de ser la 
prohibición interpretada con mayor amplitud, de haberse reali- 
zado la reunión tal como fue solicitada, se hubiera hecho incu- 
rrir a los Comandantes en una violación constitucional. 


A mayor abundamiento, dice el doctor Jiménez de Arécha- 
ga en su obra «La Constitución Nacional»: «La expresión acto 
privado de carácter político debe ser interpretado con cierta 
discreción, porque está fuera de la teoría general de nuestro 
sistema constitucional la posibilidad de que un hombre sea 
sancionado por sus opiniones políticas en cuanto no se traduz- 
can en actos de conducta. Debe ponerse el acento sobre la 
expresión acto, usada por el inciso cuarto que se refiere a 
modos exteriores de manifestar la adhesión a determinado cre- 
do político». 


Según el mismo autor, en cuanto al órgano acusador, «lo 
son cualquiera de las Cámaras, el Poder Ejecutivo y las autori- 
dades nacionales de los partidos políticos. Solamente ellas pue- 
den denunciar ante la Corte Electoral la comisión de uno de 
estos delitos electorales. Por otra parte, el precepto debe ser 
interpretado restrictivamente, desde que constituye una limita- 
ción a un derecho fundamental de los ciudadanos.» 


Señor Presidente: deseo referirme ahora a lo que en este 
trabajo he denominado «el ámbito militar»; ámbito militar que 
tiene sus particularidades, algunas de las cuales paso a detallar 
para su mejor comprensión. 


En el campo castrense rigen, como principios rectores, la 
disciplina, la obediencia y la jerarquía. Para la puesta en prác- 
tica de dichos principios se han aprobado, además de las leyes 
vigentes que reglamentan las Fuerzas Armadas y la Ley Orgá- 
nica de cada una de éstas, un Decreto del Poder Ejecutivo, el 
N* 795/975, de 21 de octubre de 1975, y el Reglamento Gene- 
ral de Disciplina y Servicio Interno, conocido como R 21, que 
establece toda la gama de sanciones para oficiales, clases y 
personal subalterno. De allí extraeremos el numeral 61, literal 
a) como sanción disciplinaria que consiste en la observación. 
La observación es la simple señalización de una incorrección u 
omisión de carácter leve que, sin embargo, el bien del servicio 
exige que sea puesto de manifiesto. Tal sanción puede ser 
verbal o escrita. En el primer caso, no produce ningún efecto 
ulterior y, en el segundo, constituye una circunstancia que que- 
dará documentada en los antecedentes de lo observado para su 
apreciación ulterior, según corresponda. Compete exclusiva- 
mente al superior que hace la observación, determinar el carác- 
ter de verbal o escrita, pero su comunicación se efectuará siem- 
pre en privado. 


La frase aislada pronunciada por el Comandante en Jefe del 
Ejército el 17 de mayo próximo pasado, no constituye un acto 
político en el sentido que dicho término es empleado por el 
Constituyente en el inciso cuarto del artículo 77 de la Constitu- 
ción. En efecto, a nuestro entender dicha frase no es de carác- 
ter proselitista o partidista, sino que constituye una mera opi- 
nión del disertante; es decir, es un juicio o parecer acerca de 
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una circunstancia que acontece en la sociedad. Los referidos 
dichos no constituyen un delito electoral en el sentido del inci- 
so cuarto del artículo 77 de la Constitución de la República. 


Pasaremos ahora a analizar el discurso del Teniente Gene- 
ral Fernán Amado. Fuera de contexto se cuestionan estos pará- 
grafos que voy a leer textualmente: «Un pragmatismo sin alma 
ni principios fue tomando cuenta de todos los órdenes de la 
vida, y a la luz de la doctrina materialista, que subyugó medio 
mundo por setenta años, alcanzó su clímax de violencia y te- 
rrorismo encubierto en Uruguay hace tres décadas, obligando a 
combatirlo en un terreno que la ética militar nunca había ima- 
ginado. Al mismo tiempo una libertad de información compul- 
siva e irrestricta, a la vez que un humanitarismo permisivo han 
coartado el legítimo derecho al llamado a responsabilidad». 
Sigue diciendo: «Es así que frecuentemente algunos medios de 
comunicación hacen eco a fuentes interesadas sin rostro, ni 
responsabilidad, ni honor, cuyas medias verdades y calumnias 
debe esperarse que se consuman en su propia falsedad a falta 
de posibilidades de un justo castigo». Hasta aquí las palabras 
del Teniente General Amado. 


Al respecto, debe señalarse: a) que el discurso señala la 
existencia de una información que puede ser maliciosa e infun- 
dada; b) que allí se señala que existe cierta dificultad para 
responsabilizar a los autores de las informaciones falsas reco- 
gidas por la prensa. 


Todo esto no persigue un fin proselitista, ni tampoco señala 
el anhelo o aspiración de una modificación legislativa, siendo 
un análisis subjetivo del Comandante sobre la realidad nacio- 
nal. Simplemente, emite una opinión acerca de cierta realidad 
social que obstaculiza, a su criterio, el cumplimiento cabal de 
los fines de las Fuerzas Armadas. 


En este sentido, en esta primera parte debo advertir algunas 
conclusiones. La libertad de comunicación del pensamiento es 
un pilar básico de nuestra institucionalidad democrática; las 
restricciones a dicha libertad que pesan sobre los militares en 
actividad, apuntan a proteger la libre emisión del sufragio, y 
las expresiones no revisten el carácter de política proselitista o 
partidista -me refiero a las expresiones del Teniente General 
Amado- sino que constituyen una mera opinión. Por tanto, a 
nuestro entender no se ha configurado delito electoral alguno, 
ni transgresión a la ley de prensa. 


Señor Presidente: en esta parte de mi alocución voy a hacer 
alguna referencia al Ejército Nacional como institución funda- 
cional de la Patria y naturalmente todo su protagonismo en la 
historia de nuestro país. 


El Ejército Nacional es una institución fundacional de la 
Patria y, obviamente, ha protagonizado y acompañado toda la 
maduración política del país desde su nacimiento. Necesaria- 
mente, el sistema político requiere del apoyo del Ejército como 
institución y para ello debe contar con la solidez adecuada que 
la haga duradera en el tiempo, manteniendo la disciplina y 
verticalidad del mando como pilares básicos de una institución 
esencialmente apolítica. 
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No cabe duda que los hechos de la vida civil afectan a la 
profesión militar en lo que hace a la cohesión interna, a la 
verticalidad del mando y, en general, a aquellos aspectos inma- 
teriales que concurren a sostener o elevar la moral militar. La 
reinserción militar en la sociedad -situación que nadie hoy en 
día discute- requiere de la estabilidad militar y de la voluntad 
de la sociedad civil. 


Obviamente, al referirnos a la reinserción de las Fuerzas 
Armadas y a su voluntad democrática, debemos considerar que 
en estos casi quince años de regreso a la institucionalidad, no 
ha existido un solo episodio que hiciera dudar de tal vocación. 
Insistir en arrojar dudas sobre estos temas tan delicados no 
hace otra cosa que enrarecer el ambiente político en perjuicio 
de la propia democracia. 


Múltiples discursos de los más variados actores militares 
despejan cualquier duda respecto del sentimiento republicano 
democrático del Ejército. Tenemos aquí ejemplares de discur- 
sos pronunciados, no sólo por el Teniente General Amado, 
sino también por sus antecesores, Tenientes Generales Mermot 
y Curuchet. De todos modos, me voy a permitir mencionar 
párrafos de lo expresado por el señor General Villar, en su 
carácter de Director de la Escuela Militar, al egresar los nove- 
les Alférez de las promociones de 1996 y de 1997. Paso a leer 
textualmente parte de sus discursos. 


En el primero de ellos expresaba: «Durante cuatro años 
habéis sido educados, instruidos y entrenados para poder inte- 
grar el cuadro de oficiales del Ejército Nacional. Ese día ha 
llegado y ustedes han demostrado estar en condiciones de afron- 
tar tan singular e importante responsabilidad. No obstante, de- 
seo reiterarles en este momento tres conceptos que hemos con- 
siderado básicos durante su formación. Hace escasos minutos 
habéis jurado por vuestro honor respetar y defender la inde- 
pendencia e integridad de la República, su honor, su Constitu- 
ción, sus leyes y sus instituciones democráticas. Que jamás se 
cruce ni siquiera por vuestra mente el romper este juramento; 
nosotros no somos los jueces de la nación, somos sus defenso- 
res y servidores. No olvidéis el contenido de los valores en los 
que hemos insistido durante su último año como Cadetes: sub- 
ordinación, obediencia, responsabilidad y lealtad. Sólo con ellos 
y con la participación de todos en el quehacer diario de nues- 
tro Ejército, sin preconceptos personales o grupales, podremos 
lograr el cumplimiento de los objetivos que nos asignan la 
Constitución y las leyes.» 


Al año siguiente, en el segundo discurso, el General Villar 
manifestó: «Hace escasos minutos habéis jurado por vuestro 
honor respetar y defender la independencia e integridad de la 
República, su honor, su Constitución, sus leyes y sus institu- 
ciones democráticas. En ese juramento encontraréis la luz que 
os deberá guiar a cada momento en vuestra vida profesional y 
cuanto mayores sean las crisis por las que les toque atravesar y 
mayores las dudas que tengáis sobre los roles a cumplir, más 
deberéis de volver a ese juramento, que les recordará qué fue 
lo que juraron respetar y defender bajo su palabra de honor. 
Subordinación, obediencia, lealtad, responsabilidad y honor son 
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los valores principales en los cuales habéis sido educados y 
que cimentan la propia institución, institución a la cual, quie- 
nes hemos seguido la carrera militar por vocación, debemos 
entregar todo sin pedir nada a cambio, dado que la profesión 
militar implica el renunciamiento personal y familiar en bene- 
ficio de los ideales de la Patria y del Ejército. Pero también al 
inculcarles esos valores, los hemos educado para enfrentar sus 
vidas con honor y lealtad, enfrentando los efectos de sus actos, 
sin huir de las responsabilidades que les quepa, con hidalguía 
y diciendo lo que consideren sus verdades de frente, mirando 
los ojos de sus superiores y subalternos sin caer jamás en la 
vileza y mezquindad del rumor o del anónimo, propios en los 
últimos de los cobardes y faltos de honor». 


Hasta aquí las palabras del General Villar. 


Señor Presidente: quiero referirme, aunque sea muy breve- 
mente, a las medidas disciplinarias en el ámbito castrense. Para 
ello, es necesario el conocimiento de cómo se dilucidan, el por 
qué de su aplicación. 


La sanción es un correctivo que procura modificar conduc- 
tas y ajustar las actuaciones y los comportamientos futuros a 
los lineamientos propios del estado militar. Cuando un militar 
alcanza las máximas jerarquías al ser designado por el mando 
superior luego de cuarenta o más años de servicio, en que ha 
dado muestras sobradas de sus valores y méritos, los correcti- 
vos disciplinarios requieren, aparte de texto expreso que pre- 
vean el sancionamiento, situaciones claras de apartamiento de 
la disciplina. 


La apreciación subjetiva efectuada por el Teniente General 
Amado, reflejada en esa frase de difícil comprensión acerca de 
la patología de la libertad de prensa y su juzgamiento, expresa- 
da en el discurso en cuestión, no debe ser analizada fuera de 
contexto, pero tampoco significa ningún reclamo, acción ni 
petición ante las autoridades, ya sean del Poder Ejecutivo, del 
Poder Legislativo o del Poder Judicial, acerca de la situación 
anotada. 


El Ministerio no compartió desde el primer momento la 
apreciación del Teniente General Amado. Ello porque, tratán- 
dose de temas de tan subjetiva interpretación, cualquier refe- 
rencia podría ser mal interpretada, como lo ha sido y, además, 
porque la inserción de comentarios requería de aclaraciones 
para su comprensión en el ámbito en que se expresó. 


Creo oportuno referir a la personalidad del Teniente Gene- 
ral Fernán Amado y a su actividad pública y privada. Ingresó a 
la Escuela Militar el 19 de marzo de 1935, habiendo egresado 
como Alférez de Artillería el 21 de diciembre de 1958, ocu- 
pando el primer lugar de la promoción del Arma. Desarrolló su 
carrera a lo largo de más de cuarenta y tres años, ocupando 
todos los grados del escalafón militar, siempre en los primeros 
lugares de los concursos y las listas de méritos. Ascendió a 
General en 1992 y en 1998, siendo el General más antiguo, fue 
designado Comandante en Jefe del Ejército. Realizó misiones 
en el exterior y fue Intendente de Maldonado. En la actividad 
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privada es actualmente Presidente de la Federación Uruguaya 
de Deportes Ecuestres, Presidente del Tribunal de Disciplina 
del Comité Olímpico Uruguayo, Presidente de la Cooperativa 
de Ahorro y Crédito de los Oficiales de las Fuerzas Armadas y 
Presidente de la Sociedad Uruguaya de Criadores de Caballos 
Deportivos. Esta es sucintamente la trayectoria del Teniente 
General Amado. 


En mi conocimiento de su persona, antes como Subsecreta- 
rio y ahora como Ministro, es mi deber manifestar públicamen- 
te que se trata de un hombre afable y dinámico, de un profesio- 
nal serio y respetuoso de sus deberes y obligaciones y de un 
soldado de la Patria que honra el instituto que representa. 


La institución Ejército Nacional no requiere de mi defensa; 
resultaría un atrevimiento de mi parte efectuar la defensa de 
tan prestigioso componente de la vida nacional. El Ejército 
nació antes que la Patria y con ella creció y se desarrolló. Hoy 
día no existe corriente política que no considere imprescindi- 
ble su presencia en el concierto nacional. Pero en caso de que 
la institución fuera agredida, siempre contará con el respaldo y 
la defensa de este Ministerio, en igual forma que cuando la 
conducta del instituto o de alguno de los integrantes del grado 
que sea dé mérito a una sanción, no duden que cumpliremos 
con nuestro deber aplicando las normas que correspondan. 


El señor Senador Pereyra, al fundamentar su voto afirmati- 
vo al pedido de interpelación, expresó dos conceptos. Uno de 
ellos refería a la violación de la Constitución que, a su juicio, 
se había producido, lo que hemos rebatido en forma contun- 
dente a lo largo de esta exposición. Pero existe un segundo 
aspecto, que paso a leer textualmente: «Hay otro motivo por el 
cual voy a acompañar esta interpelación. Como suele decirse, 
“ya viví una película parecida a esta”, ya que me encontraba en 
el Senado cuando comenzaron a aparecer las declaraciones 
políticas de los militares. Al principio fueron muy tenues, pa- 
recían ingenuas, pero luego se tornaron cada vez más fuertes 
hasta que vino el golpe de Estado. No digo que estemos al 
borde de un golpe de Estado, pero es bueno que cuando em- 
piezan a manifestarse los mismos signos de hace unos años, 
tomemos medidas de contención». 


Entendemos que esta frase, expresada sin ningún funda- 
mento fáctico, constituye una apreciación grave que no pode- 
mos pasar por alto porque la consideramos fuera de lugar e 
infundada, capaz de difundir, en un mundo globalizado, una 
falsa interpretación de la realidad de nuestro país; además, 
vertida tal opinión en un año electoral, puede conducir a una 
alteración de la paz interna que debe rodear los comicios na- 
cionales. 


A continuación, y luego de contestar las interrogantes que 
se me han formulado, voy a responder algunas otras que me ha 
realizado el Miembro Interpelante. 


El Ministro de Defensa Nacional no tenía conocimiento del 
contenido del discurso que iba a pronunciar el Teniente Gene- 
ral Amado. En este punto tengo que decir que no es costumbre 
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de nuestro Ministerio pedir los discursos a los Comandantes en 
Jefe de ninguna de las Armas. 


También tengo que hacer otra precisión. El Teniente Gene- 
ral Amado me ha manifestado que él no dio su discurso al 
señor Presidente de la República para que lo leyera previamen- 
te. 


Reitero que esas eran las preguntas que quedaban por con- 
testar de las interrogantes que nos formulara el Miembro Inter- 
pelante. 


Para finalizar, deseo expresar un sentimiento muy particu- 
lar, y es que la democracia se constituye y sostiene día a día, 
con el sacrificio de todos los ciudadanos, sean ellos políticos, 
magistrados, policías, periodistas, obreros, militares o anóni- 
mos integrantes de la sociedad, que trabajan o no y sufren las 
vicisitudes de esta vida moderna tan particular. Pero existe un 
elemento que, a mi juicio, es la clave o el sostén de todas las 
democracias en el mundo, y no es otro que la tolerancia mutua 
y el respeto de las ideas y de los derechos de los demás que 
rigen en la vida de las comunidades. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: el día 15 de fe- 
brero de 1985, cuando después de 12 años acababan de insta- 
larse en este Palacio Legislativo los representantes electos por 
el pueblo, a la salida de la sesión solemne, quien iba a ser el 
Ministro de Defensa Nacional de la democracia recuperada, el 
doctor Juan Vicente Chiarino, realizó las siguientes manifesta- 
ciones. Dijo que las declaraciones de los jerarcas militares a 
partir del 1% de marzo estarán circunscriptas a los temas y 
asuntos en que puedan y deban opinar y en materia política 
general o en intervenciones que tengan que ver con la temática 
del momento, desde un punto de vista o enfoque político, evi- 
dentemente quedan aparte de su misión y competencias. Desde 
el 1 de marzo las Fuerzas Armadas deberán darse cuenta de 
que su papel ha cambiado para concretarse a los puntos que 
constitucionalmente se les fijan. Naturalmente, señor Presiden- 
te, estaba lejos de mi imaginación que las explicaciones que 
iba a recibir hoy aquí, después de los trascendidos de prensa 
de estos días, se alinearían en la dirección de los conceptos 
que expusiera en aquel momento el doctor Chiarino. 


Para nosotros estos son los únicos criterios válidos con 
respecto al papel del Poder Ejecutivo y de las Fuerzas Arma- 
das en una sociedad democrática. Catorce años después de la 
recuperación de la democracia, no deberíamos estar discutien- 
do estos criterios, sino que tendríamos que estar celebrando 
que se hayan reafirmado definitivamente. Sin embargo, lamen- 
tablemente creo que no es este el caso, ya que las explicacio- 
nes del señor Ministro me resultan insatisfactorias e insuficien- 
tes, aunque naturalmente se las agradezco. 
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En primer lugar, hay una clara tentativa de reducir la im- 
portancia del tema a la naturaleza exclusivamente protectora 
del sufragio del artículo 77. El sufragio se protege de muchas 
maneras y una de ellas es, precisamente, prohibiendo a deter- 
minados funcionarios ejecutar actos de carácter político, públi- 
co o privado. De eso se trata; la interpretación de que esa 
prohibición se relaciona exclusivamente con los procesos elec- 
torales es reduccionista porque hay muchas maneras de influir 
sobre dichos procesos. Esto se puede hacer antes, después, 
mientras se están cumpliendo o unos meses antes de que se 
cumplan. Se puede influir mediante actos directos relacionados 
con ellos o creando climas de opinión y formulando declara- 
ciones políticas que induzcan a pensar a la opinión pública que 
existen actitudes que se comparten y otras que no. 


El Constituyente y el Legislador fueron sabios cuando esta- 
blecieron las normas con carácter absolutamente general. Los 
militares en actividad, los magistrados y algunos otros funcio- 
narios no pueden realizar ningún acto de carácter político en 
ningún sentido por más amplia que sea la interpretación que se 
le quiera dar. Jamás las manifestaciones que estamos analizan- 
do aquí pueden evadir el concepto de expresiones políticas, 
porque se refieren a elementos centrales de nuestra realidad y 
de la organización de nuestro Estado. Además, esa explicación 
se ha sintetizado en el análisis del artículo 77, numeral 49), de 
la Constitución. 


Me hubiera gustado escuchar al señor Ministro comentar 
las disposiciones del Decreto-Ley Orgánico de las Fuerzas Ar- 
madas a las que me referí extensamente en mi exposición ini- 
cial y que creo que debilitan de una manera extraordinaria 
cualquier interpretación reduccionista de la norma contenida 
en el artículo 77, numeral 4”). 


Me hubiera interesado oír al señor Ministro demostrarme 
por qué si el bien jurídico protegido en el artículo 77, numeral 
49), es exclusivamente la libertad del sufragio, el Decreto-Ley 
Orgánico de las Fuerzas Armadas extiende la prohibición de 
realizar cualquier clase de acto político a los militares en retiro 
hasta cuatro años después de haberse desvinculado de la Insti- 
tución. Esas explicaciones, y otras que después analizaremos, 
no las he recibido; y lo lamento. Creo que desde el punto de 
vista lógico, al no haberse referido a este tema, la argumenta- 
ción del Ministro adolece de una gran debilidad. 


El segundo argumento que deduzco de la exposición del 
señor Ministro se refiere al análisis del contenido del discurso. 
Parte del manido argumento del «contexto». Todos sabemos 
que es usual en esta época, cuando se quiere disminuir de 
alguna manera la responsabilidad que surge de conceptos in- 
cluidos en determinadas manifestaciones, aludir al argumento 
de que han sido sacadas de contexto. Previendo que esto se 
podría decir en el debate, porque, reitero, es usual en el medio 
político actualmente, traté de analizar desde todos los contex- 
tos posibles si quien emitía el mensaje podía estar refiriéndose 
a algo distinto de lo que yo interpretaba. Mis conclusiones 
fueron negativas. Ese párrafo no admite dos interpretaciones; 
es una crítica a nuestro sistema constitucional y legal en mate- 
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ria de libertad de comunicación. Es una alusión al humanitaris- 
mo permisivo que coarta la posibilidad de un justo castigo; es 
una crítica al Poder Judicial y a la forma en que éste garantiza 
los derechos de los ciudadanos. No hay otra forma de interpre- 
tarlo. Dentro y fuera del contexto sólo puede querer decir eso; 
no puede querer decir otra cosa. 


Me hubiera gustado que el discurso del señor Ministro con- 
tuviera otros elementos -y por eso considero insuficientes sus 
explicaciones- como, por ejemplo, la defensa de la libertad de 
expresión en la que enmarca -desde mi punto de vista sin nin- 
guna razón- las expresiones de un funcionario de alta jerarquía 
en el Poder Ejecutivo. Realmente me llama la atención, me 
sorprende. Creo que la tesis de que el jerarca del Ejército 
puede expresar su opinión sobre temas políticos en presencia 
del Presidente, el Ministro y las más altas autoridades del Esta- 
do sin comunicarles previamente lo que piensa decir y el hecho 
de que eso no conduzca a nada porque es una simple manifes- 
tación de la libertad de expresión como la de cualquier otro 
ciudadano, es algo francamente innovador. Por supuesto que 
no lo comparto, pero, sin duda, a partir de hoy se incorporará y 
será objeto de análisis en la Cátedra de Derecho Constitucio- 
nal. 


Confieso que hasta este momento -no conozco toda la his- 
toria de mi país, aunque sé mucho de ella y creo que algunos 
aspectos bastante bien- nunca había oído que se sostuviera la 
defensa de la libertad de opinión de un funcionario jerarquiza- 
do al mando superior para explicar que no se haya tomado 
ningún tipo de medida con respecto a sus expresiones. Enton- 
ces, señor Presidente, nos quedan dos dudas básicas que la 
intervención del Ministro no ha aclarado en absoluto. ¿Por qué 
se sancionó antes a todos los oficiales que mencioné? ¿Esas 
declaraciones no representaban ejercicio legítimo de la liber- 
tad de expresión o será que el ejercicio es legítimo o ilegítimo 
según el contenido de las manifestaciones? 


Realmente creo que le hubiera hecho bien a la opinión 
pública y al sistema político entender por qué si el concepto 
sobre libertad de expresión de los jerarcas militares es tan 
amplio, flexible y generoso, se aplica ahora y no se empleó 
antes. Esa explicación me queda pendiente. 


Otro asunto pendiente que tiene consecuencias institucio- 
nales y políticas aún más trascendentes -me alegro de haber 
promovido este debate porque nos vamos enterando de aspec- 
tos sustancialmente importantes para el futuro de nuestro país- 
es el que tiene que ver con la tesis del Poder Ejecutivo. Si este 
discurso con el contenido mencionado está amparado por la 
libertad de expresión del artículo 29, ¿la misma amparará sola- 
mente al Comandante en Jefe del Ejército? Ya hemos visto en 
los hechos que antes no abarcó a oficiales en retiro ni a otros 
en actividad como el Capitán de Navío Silbermann. 


A partir de ahora, ¿cómo interpretarán nuestras Fuerzas 
Armadas ese reconocimiento explícito de que un Comandante 
en Jefe puede ejercer la libertad de expresión? ¿Es sólo él el 
que puede ejercerla? ¿También podrán hacerlo otros militares 
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con o sin mando, en actividad o en retiro? Espero que no se me 
diga que puede expresar la libertad de opinión, que puede 
utilizar la libertad de expresión, y expresarse libremente por- 
que representa la opinión del Ejército. En ese caso, sería peor 
la enmienda que el soneto. ¿Cómo sabe el señor Comandante 
en Jefe que con sus formulaciones políticas está expresando la 
opinión del Ejército? ¿Ha consultado a alguien? ¿Ha delibera- 
do? 


¿Nuestro Ejército delibera para formar una opinión que 
luego expresa el Comandante o bien la opinión es la del Co- 
mandante aunque la misma se impute al Ejército? Ahora bien; 
si al Comandante le reconocemos el derecho de expresar libre- 
mente su opinión ¿no estaremos obligados luego a reconocerle 
libremente ese derecho a otros oficiales, tal vez de rango infe- 
rior, tal vez a los soldados? 


Pienso, señor Presidente, que esto no tiene sentido. Las 
Fuerzas Armadas no funcionan así en un Estado democrático. 
Lo hacen tal como lo expresó el doctor Juan Vicente Chiarino 
el 15 de febrero de 1985 y como lo dice la Constitución y la 
ley, o sea, jerarquizadas y, además, subordinadas al poder ci- 
vil. 


Confieso que me sorprende y me resulta difícil creer que el 
contenido de este tipo de discurso no se consulte, previamente, 
con el señor Ministro y con el señor Presidente de la Repúbli- 
ca. Eso significa que ellos estén, en el acto más importante y 
relevante de las Fuerzas Armadas, escuchando lo que éstas 
tienen que decirles, sea lo que sea y cualquiera sea su conteni- 
do. Al estar amparadas por la libertad de expresión, ¿cómo 
podrían luego sancionarlas o censurar lo que digan? 


Confieso que me resulta difícil razonar en este terreno. 
Venía preparado para otras argumentaciones; para discutir si 
era o no un acto; para discutir si el contenido político podía ser 
tal o cual, pero no para una reivindicación de la libertad de 
expresión de los militares en nuestro marco constitucional. Lo 
expresado, en cierta medida, me llena de sorpresa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria.) 


-También quiero decir que hay un aspecto en la exposición 
del señor Ministro que me llena de dudas e incertidumbre. No 
sé a qué apunta el curso del razonamiento del señor Ministro. 
El hace referencia al Reglamento General de Servicios N* 21 
-Reglamento de Disciplina y Servicios Internos- que tengo so- 
bre mi mesa. El ha leído con especial detenimiento el artículo 
61 que establece como sanción el apercibimiento, que sería la 
simple señalación de una incorrección u omisión de carácter 
leve, verbal o escrita. En el primer caso, no produce ningún 
efecto ulterior, le compete exclusivamente al superior, etcéte- 
ra, y su comunicación se efectuará siempre en privado. Reitero 
que no entiendo qué quiere decir esta referencia en el marco de 
la explicación que nos ha dado el señor Ministro de Defensa 
Nacional. No sé por qué se trajo a colación el artículo 61 del 
Reglamento Orgánico de Disciplina de las Fuerzas Armadas. 
Me gustaría saber si esto alude a que se ha hecho alguna apli- 
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cación de este Reglamento o si se trata de una referencia oca- 
sional. Me pareció notar cierto énfasis en cuanto a la alusión 
de que la comunicación siempre se hará en privado. Reitero 
que también sobre este punto tengo dudas e incertidumbre. 


Por el momento es cuanto tengo que decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Continuan- 
do con la discusión, tiene la palabra el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- A continuación, nos vamos a intro- 
ducir en el tema que hoy genera este llamado a Sala al señor 
Ministro de Defensa Nacional por la exposición que, con moti- 
vo de conmemorarse el Día del Ejército, realizó el señor Co- 
mandante en Jefe, Teniente General Amado. 


Creemos que el desarrollo de este llamado a Sala se ha 
mantenido dentro de una normalidad parlamentaria que debe 
ser resaltada. Además, ha sido encauzado dentro de una orien- 
tación de tipo constitucional y legal que generó el señor Miem- 
bro Interpelante y que fue mantenida en la exposición del se- 
ñor Ministro. Estimamos que las manifestaciones del señor Mi- 
nistro han sido más que satisfactorias para determinar con pre- 
cisión y fundamento que la conducta del señor Comandante en 
Jefe, Teniente General Amado, se mantuvo dentro del ordena- 
miento constitucional y legal que rige en este país. Por otro 
lado, así como formulamos estas expresiones, decimos que el 
Miembro Interpelante mantuvo este llamado a Sala dentro de 
una regulación típicamente legalista. Consideramos que este 
tema ha sido planteado, fundamentalmente por la forma en que 
lo hizo el señor Senador que promovió el llamado a Sala, en 
un tono civilista o, si se quiere, de tipo ciudadano. Cuando se 
trata de determinar si un militar de la jerarquía del Comandan- 
te en Jefe de nuestro Ejército incurrió en un error que le hizo 
aparecer como titular de una desviación legal, de una infrac- 
ción constitucional en el cumplimiento de sus funciones, alcan- 
zando en dicho ejercicio a la realización de un acto político, 
creemos que lo que se debe procurar, de manera fundamental, 
es comprender que estamos realizando el debate de un tema 
que sí es constitucional y legal, que sí está en referencia al 
Poder Ejecutivo y al Ministerio de Defensa Nacional, pero es 
un tema de carácter militar. No utilizo la expresión «militar» 
en cuanto a su condición de demostración de poder, como 
fachada de lo militar en sí mismo, sino por lo propio, por lo 
determinado que debe alcanzar el análisis de asuntos como 
éste. 


Entonces, para ello debemos señalar rápidamente -aquí se 
ha hecho en forma más que generosa y abundante la referencia 
a los textos constitucionales y legales- dónde están ubicadas 
institucionalmente las Fuerzas Armadas, en este caso específi- 
co, el Ejército Nacional. Para ello, debe recordarse el marco 
constitucional y legal respectivo, es decir, el artículo 168 de la 
Constitución, que dice que al Presidente de la República, ac- 
tuando con el Ministro o Ministros respectivos o con el Conse- 
jo de Ministros, le corresponde la conservación del orden y 
tranquilidad en lo interior y la seguridad, en lo exterior, así 
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como el mando superior de todas las Fuerzas Armadas. Tam- 
bién hace referencia a este punto la Ley Orgánica de las Fuer- 
zas Armadas N* 14.157, del 21 de febrero de 1974 . Recorde- 
mos que esta ley fue dictada en la época en que había una 
pausa en lo constitucional y legal en el país y que, por lo tanto, 
fue modificada posteriormente. 


Es así que el artículo 2* de la Ley N* 15.808 de 24 de abril 
de 1986 expresa que «Las Fuerzas Armadas tienen por cometi- 
do fundamental defender el honor, la independencia y la paz 
de la República, la integridad de su territorio, su Constitución 
y sus leyes, debiendo actuar siempre bajo el mando superior 
del Presidente de la República, en acuerdo con el Ministro 
respectivo, de conformidad con lo que establece el artículo 
168, inciso 2", de la Constitución.» 


Por su parte, el artículo 2” de la Ley Orgánica del Ejército, 
N* 15.688, de 20 de noviembre de 1984 expresa que «Su mi- 
sión fundamental consiste en contribuir a dar la seguridad na- 
cional exterior e interior, en el marco de la misión de las 
Fuerzas Armadas, desarrollando su capacidad en función de 
las exigencias previstas.» Más adelante, el artículo 3” señala: 
«Sin detrimento de su misión fundamental, el Ejército Nacio- 
nal podrá apoyar y tomar a su cargo planes de desarrollo que 
le sean asignados realizando obras de conveniencia pública.» 
Este aspecto debe ser remarcado porque aquí estamos mostran- 
do cómo el Ejército Nacional, integrante del Estado y someti- 
do a la comandancia del Presidente de la República actuando 
en acuerdo con el Ministro respectivo, también cumple funcio- 
nes que no son sólo las típicamente militares sino, además, 
otras relativas al desarrollo y a los distintos planes en benefi- 
cio del país. 


El Ejército tiene un conjunto de atribuciones que no son 
tareas exclusivamente militares, sino que están destinadas al 
beneficio de un bien común y del país. Por tal razón, debe ser 
comprendido en esta dimensión y no en la de que se trata de 
una organización militar que desarrolla su función en guerras o 
para defensa militar. Insisto, el Ejército es parte esencial del 
Estado y legalmente -tal como hemos señalado- tiene a su car- 
go funciones que no son típicamente militares. ¿Por qué deci- 
mos esto? Porque queremos mostrar que el Ejército es parte de 
la Nación. Si la Nación es el pueblo jurídicamente organizado, 
repito, el Ejército es parte de ella. Naturalmente, podríamos 
hablar de todas las Fuerzas Armadas, pero tenemos interés en 
señalar de manera específica al Ejército. Es así que éste debe 
ser comprendido en esa condición de integrante de la Nación, 
de ese pueblo organizado jurídicamente en una expresión sen- 
cilla de lo que ella es, pero que tiene validez para poder enten- 
der -en el desarrollo que queremos formular- cuáles son los 
fines y tareas que debe cumplir. 


También queremos dejar en claro que el Decreto N* 574, 
del 24 de julio de 1974 -que está vigente- también regula la 
actividad del Ejército. Precisamente, el artículo 5” del Regla- 
mento Autónomo de Redistribución de Atribuciones y Compe- 
tencias establece que al Ministerio de Defensa Nacional le 
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corresponde lo concerniente a: «La seguridad en lo exterior y 
la cooperación en la conservación y restauración del orden, 
seguridad y tranquilidad en lo interior y lo que se relacione 
con la defensa nacional en materias atribuidas a otros Ministe- 
rios.» Queremos remarcar la expresión «en lo que se relacione 
con la defensa nacional». Es esencial manejar este concepto de 
defensa nacional para comprender la actividad del Ejército y la 
formulación que realizara el 17 de mayo pasado el Comandan- 
te en Jefe del Ejército. Terminamos con esta referencia de tipo 
legal mencionando el artículo 1” de la Ley de Presupuesto 
Nacional de Sueldos, Gastos e Inversiones, N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990 -que, aclaro, generó gran discusión a 
nivel parlamentario- que señala que al Ejército Nacional le 
compete la responsabilidad por el mantenimiento del orden 
público y la atención de los servicios esenciales, cuando así lo 
disponga el Poder Ejecutivo. Es decir que aquí hemos determi- 
nado las funciones esenciales que tiene a su cargo el Ejército 
Nacional a través de una regulación constitucional y legal que 
lo indica como integrante -con tareas específicas- de nuestro 
Estado. 


Por consiguiente, para comprender en su totalidad el dis- 
curso del señor Teniente General Amado no se deben apartar 
párrafos o determinadas partes del mismo, por cuanto creemos 
que lo que él hizo el 17 de mayo lo han hecho, en los últimos 
tiempos, prácticamente todos los Comandantes en Jefe del Ejér- 
cito: han dado una opinión con relación a la situación que se 
está viviendo porque están cumpliendo con la tarea que tienen 
a su cargo, que es el objetivo esencial de la defensa nacional. 
Cabe recordar que esto fue establecido posteriormente al Go- 
bierno de facto en el país porque en aquel momento se modifi- 
có la ley y se privilegió, de manera esencial, lo que tiene que 
ver con la seguridad nacional. Hay que destacar algunos aspec- 
tos, porque aquí estamos ingresando al gran tema relativo a las 
Fuerzas Armadas del Uruguay. El artículo 1% del Decreto-Ley 
N* 14.157, de 21 de febrero de 1974 señaló que las Fuerzas 
Armadas son el núcleo básico de la población, organizado para 
planificar y ejecutar los actos militares que impone la defensa 
nacional. También estableció que su misión fundamental es la 
de dar seguridad nacional en lo exterior e interior. Luego hacía 
referencia a otros fines, y en el artículo 4” del mismo Decreto- 
Ley se decía que la seguridad nacional es el estado según el 
cual el patrimonio nacional en todas sus formas y el proceso de 
desarrollo hacia los objetivos nacionales se encuentra cubierto 
de interferencias o agresiones internas o externas. Aquí estaba 
el numen de aquel proceso militar. Con esta referencia a la 
seguridad nacional se había introducido en nuestro derecho un 
elemento que había sido importado, fundamentalmente de las 
actuaciones cumplidas en Brasil por Couto y Silva, por ciertos 
autores en materia de doctrina geopolítica que sostenían que lo 
fundamental de las Fuerzas Armadas era la seguridad nacional. 
También decían que ésta era un estado, que comprendía al 
patrimonio y todas sus formas y el proceso de desarrollo hacia 
los objetivos nacionales, el que no podría tener interferencias o 
agresiones internas o externas. Se trata de un concepto que fue 
incorporado a nuestra legislación por un Gobierno de facto, 
que constituyó la base de una doctrina y que fue manejado de 
manera esencial en esta Sala cuando se reunía el Consejo de 
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Estado, en un recordado discurso del doctor Aparicio Méndez 
dando el fundamento del golpe de Estado, lo que luego le 
permitió alcanzar, la Presidencia -de hecho- de la República. 
Ese concepto de seguridad nacional fue eliminado. En ese mo- 
mento se establecía que la defensa nacional era uno de los 
medios para lograr la seguridad nacional; ahora no, en el pro- 
ceso democrático se cambió totalmente eso y la defensa nacio- 
nal pasa a ser el elemento esencial a cargo de nuestro Ejército, 
de nuestras Fuerzas Armadas. 


Entonces, cuando el señor Comandante en Jefe del Ejército 
hace referencia -nosotros no vamos a dar lectura a sus expre- 
siones, sino que simplemente vamos a hacer una mención de 
ellas, para encabezarlas- a un derrotado materialismo cruel en 
nuestro país y luego habla de nuevos conceptos de eficiencia y 
eficacia y de la relación costo-beneficio -que condicionan de 
otra forma la vida de los hombres, de los países y aun de los 
Ejércitos, asimilándose muchas veces cualquier fin, incluso la 
Defensa Nacional, a un producto- demuestra que es un militar 
desempeñando una estrategia que está a cargo de las Fuerzas 
Armadas con el objetivo de cumplir con el fin esencial que 
tienen a su cargo, como es la defensa nacional. Es decir que 
esta defensa establecida en la ley, está a cargo -naturalmente- 
del poder político, pero la ejecutan las Fuerzas Armadas. Por 
lo tanto, tiene como fundamento una naturaleza estratégica. 
¿Qué quiere decir esto? Que permanentemente estas Fuerzas 
deben estar apreciando la situación, para determinar los ele- 
mentos que le permitan cumplir con ciertas políticas o actitu- 
des de disuasión o, en su caso, algunas de otro alcance, infor- 
mando al Poder Ejecutivo que es el que, en definitiva -de 
acuerdo con el texto constitucional- decidirá si se lleva adelan- 
te o no tal procedimiento. Entonces, hay que comprender lo 
que significa la defensa nacional para que este episodio se 
regule dentro de esa particularidad. En ese sentido, nos vamos 
a introducir en un tema que ya se ha manejado y que se planteó 
días pasados cuando se solicitó la interpelación y, luego, cuan- 
do se reiteró. ¿Cuál es la naturaleza de nuestras Fuerzas Arma- 
das en este caso y cuál la del Ejército? Podemos preguntarnos 
qué es el Ejército Nacional, ¿es una institución, un órgano? 
Para respondernos, debemos trabajar sobre el elemento defen- 
sa nacional y para eso utilizamos conceptos de una publicación 
que se denomina «Las Fuerzas Armadas en la Administración 
Pública» del doctor Rodolfo C. Barra, donde expone concep- 
tos útiles que nos ayudarán a comprender. Este autor, que no 
es uruguayo, dice que la defensa es una actividad de la Admi- 
nistración Pública, una actividad de prestación de servicios 
administrativos, ya que la defensa es un servicio administrati- 
vo. Es decir que no se lo toma como un servicio público en 
sentido estricto, sino administrativo, que carece de usuarios y 
se dirige al cuerpo social en general. Más adelante continúa 
diciendo que es equivocado calificar a la defensa o administra- 
ción militar como una actividad medial de la Administración 
Pública, y se conocen como actividades mediales aquellas con 
las que el Estado no provee directamente a la realización de 
sus fines, sino que se coloca en situación de poder cumplirlos 
adecuadamente cuando sea necesario desarrollar actividades 
dirigidas directamente a su objetivo. Una actividad medial es 
la que no está directamente vinculada con el fin principal del 
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Estado, el bien común o los fines que están descriptos, en 
nuestro caso, en el Preámbulo de la Constitución. Si bien hace 
referencia a la Constitución argentina, su normativa es similar 
a la nuestra. También se refirió a la acción de proveer bienes- 
tar general, a la seguridad interior, etcétera. La defensa está 
directamente vinculada con el bien común -por eso no es una 
actividad medial sino directa del Estado- a través de la Admi- 
nistración Pública. Dijo que es un fin directo y específico del 
Estado, como vimos, aun en tiempos de paz, ya que también en 
esos tiempos se realizan actividades directamente vinculadas 
con la defensa. La sola presencia o existencia de la institución 
militar es una actividad directamente vinculada con la defensa. 


Aquí tenemos una primera aproximación a un tema que 
también está en permanente discusión: ¿vale la pena tener Fuer- 
zas Armadas? Y con referencia a Uruguay, ¿vale la pena que 
un país pacífico y pequeño territorialmente, sin poder material, 
tenga Fuerzas Armadas? En estos conceptos comienza una re- 
ferencia en cuanto a que con la presencia de la institución 
militar ya se da un elemento que está directamente vinculado a 
los fines del Estado pero, esencialmente, a la defensa del mis- 
mo. A esto los militares lo llaman política de disuasión, que es 
un tema esencial y fundamental en materia de estrategia, en 
materia militar. 


Queremos señalar, entonces, que la defensa nacional es una 
actividad de carácter administrativo, pero no de tipo común, 
como cualquier otra, sino que tiene componentes especiales 
que la particularizan. Para comprender la naturaleza cierta- 
mente administrativa, pero con carácter especial, que tiene la 
actividad militar, corresponde ubicar a las Fuerzas Armadas en 
el Estado y en la realidad constitucional y legal del país. 


Hemos dicho ya que estas Fuerzas forman parte del Estado, 
están sujetas a un ordenamiento jurídico general, pero también 
tienen un ordenamiento específico, tal como recién lo vimos 
cuando se hacía referencia a reglamentos internos, pues se san- 
ciona a los militares. Cuando el señor Ministro y el señor 
Miembro Interpelante leían disposiciones de las Cartas Orgá- 
nicas de las Fuerzas Armadas y de los Reglamentos, indicaban 
muy bien que estas Fuerzas están jerarquizadas pero tienen 
disciplina, son de ordenamiento cerrado, están sujetas a deter- 
minadas normas estrictas. Es decir que sus integrantes desde su 
formación profesional, desde la Escuela, están conformados 
para cumplir determinada actividad dentro de ciertos cánones, 
reglamentaciones y ordenamientos. La disciplina es uno de los 
elementos fundamentales y, por lo tanto, en ese sentido esta- 
mos indicando que la función militar está regida por un dere- 
cho especial, y no excepcional, porque está referido a la defen- 
sa nacional, a la misión específica de las Fuerzas Armadas. 
Entonces, dentro de la aplicación de ese derecho especial de- 
bemos comprender el discurso del Teniente General Amado, 
quien está hablando como Comandante en Jefe del Ejército, en 
cumplimiento de la estrategia del Ejército y en relación a una 
situación de país. Y digo que está bien, perfectamente bien lo 
que allí señaló por cuanto es la opinión especial, técnica, espe- 
cífica del Comandante en Jefe del Ejército frente a una situa- 
ción. Me refiero a los episodios generados por informaciones, 
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a cuando hace referencia a los sin rostro, a que el honor no es 
posible defenderlo. ¿Acaso está en una actitud levantisca, es, 
acaso, el lenguaje aquél que conocimos antes del 73? Tengo 
aquí parte fundamental de ese episodio y no tiene nada que 
ver; puedo leer las referencias de los militares cuando le comu- 
nicaron al entonces Ministro de Defensa, doctor Legnani, cuál 
era la posición de los militares y de las Fuerzas Armadas con 
respecto a aquél Uruguay que se encontraba en situaciones 
conflictivas. Tanto el doctor Legnani como el señor Subsecre- 
tario de Defensa, el recordado profesor Cigliuti, contestaron 
doctrinariamente a esa presencia militar en el país, desborda- 
da, manejando la Constitución, la ley y los conceptos específt- 
cos que hacían referencia al deber de las Fuerzas Armadas. 


También cabe acotar los episodios de los Comunicados 
N* 4 y N* 7, así como tantas circunstancias que se fueron 
dando en ese momento. Eso no tiene absolutamente nada que 
ver con este discurso del Teniente General Amado, que es 
técnico y proviene de un militar que, ante una situación, da su 
opinión militar, en referencia precisa a hechos que él compren- 
de que afectan la defensa nacional. Es decir que afectan uno de 
los objetivos o de los valores esenciales que tiene a su cargo el 
Ejército. Naturalmente que lo hace dentro de la normativa cons- 
titucional y legal y, por eso, creo que ha estado excelentemente 
bien el señor Ministro de Defensa Nacional cuando dijo: «Yo 
no conocí el discurso.» Á eso agrego que no tiene por qué 
conocerlo; lo puede conocer si tiene deseos de hacerlo, pero 
dentro del ordenamiento administrativo, constitucional y legal, 
la actuación de un Comandante en Jefe del Ejército es de tipo 
técnico - militar dentro del cumplimiento de la estrategia que 
tiene a su cargo en la referencia a la defensa nacional. 


Entonces, por tal razón, creemos que no ha habido viola- 
ción de ningún precepto constitucional y legal, ni ataque a 
ninguna disposición que haga referencia a la libertad de opi- 
nión, de prensa y de comunicaciones y a las libertades en 
general. 


Naturalmente, decimos que esto debe ser apreciado en su 
real contenido y dimensión. Es decir que el tema debe ser 
manejado dentro de la terminología que corresponde. Creo que 
es un error el haber ingresado al tema como lo hizo el señor 
Miembro Interpelante, a través de normas de enorme y funda- 
mental valor, pero con un sesgo civilista, o sea, con un sesgo 
cívico, cuando debió ingresar también en el sesgo especial 
para la situación militar, para el Derecho militar. Digo esto 
porque por algo en el país existe un Código Penal Militar y un 
Código de Procedimiento Militar. En el Uruguay hay un Códi- 
go Penal que también comprende a los militares cuando come- 
ten delitos comunes, pero hay uno específico para las situacio- 
nes en las que el militar incurre en faltas o en conductas que 
son merecedoras de sanciones; se trata del Código Penal Mili- 
tar. También hay un Código Penal de Proceso Militar. Si no 
estoy equivocado, en su época o sea cuando procuraba infor- 
marme de alguna manera en el Derecho uruguayo, también 
había un Código de Instrucción Militar. 
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SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Solicito que se prorrogue el tiem- 
po de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-27 en 28. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Agradecemos al Senado y promete- 
mos concluir rápidamente nuestra intervención, ya que lo fun- 
damental de lo que queríamos expresar ya está dicho. 


En el sentido de lo que veníamos diciendo, aquí tengo con- 
ceptos desarrollados de la Defensa Nacional, a cargo de un 
ciudadano de real valor en materia jurídica, el doctor Daniel 
Hugo Martins, quien los manifestó cuando fue Ministro de 
Defensa Nacional. Su concepto de Defensa Nacional procura, 
fundamentalmente, indicar que no es adherir al concepto tradi- 
cional que la defensa nacional es exclusivamente una defensa 
militar. La defensa nacional está y corresponde que la cumplan 
todos los ciudadanos en la paz y en la guerra. Se trata de un 
concepto mucho más amplio, que también lo tienen a su cargo 
los ciudadanos del país. La defensa nacional, reitero, está a 
cargo de los ciudadanos del país y se regula a través de las 
normas constitucionales. En ella interviene el Poder Ejecutivo 
y el Poder Legislativo, que es quien designa todos los años las 
Fuerzas Armadas necesarias y lo relativo a la posibilidad de 
aumentar los efectivos militares por la mayoría absoluta de 
cada Cámara, en cada caso. Es el Poder Legislativo el que 
permite o prohíbe que entren tropas extranjeras en el territorio 
de la República, salvo las que vienen a rendir honores, que son 
autorizadas por el Poder Ejecutivo. También el Poder Legisla- 
tivo es el que niega o concede la salida de Fuerzas Armadas 
nacionales fuera de la República, señalando el tiempo de su 
regreso. A su vez, este Poder interviene en el Presupuesto 
militar y cabe determinar que en el Senado se procede a otor- 
gar las venias a los efectos de que los Oficiales que están en 
condiciones de ascender lo hagan a la condición de Coronel. 


Quiere decir que el concepto de defensa nacional debe ser 
comprendido en su real alcance. Precisamente, en esa com- 
prensión del concepto es que la actitud del señor Comandante 
en Jefe fue totalmente arreglada a Derecho y también lo es la 
del señor Ministro de Defensa Nacional. 


Sin querer agobiar al Senado, queremos expresar que tene- 
mos en nuestro poder discursos de anteriores Comandantes en 
Jefe que también, de aplicarse el criterio que el señor Miembro 
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Interpelante ha incorporado a este debate, hubieran sido mere- 
cedores de una sanción en ese momento. Se trata de expresio- 
nes que deben ser comprendidas dentro del análisis de la situa- 
ción que necesariamente debe hacer un Comandante en Jefe en 
determinadas circunstancias, pero que si se miran con el matiz 
de tipo civilista o estricto, haciendo referencia a lo electoral o 
lo político, al artículo 77 de la Constitución de la República, 
naturalmente que también deberían ser calificados como un 
desborde de carácter político. 


Rápidamente, vamos a recordar que cuando el Teniente 
General Juan M. Rebollo era Comandante en Jefe del Ejército, 
en oportunidad del Día del Ejército Nacional, también un 18 
de mayo, hizo un discurso en el que entre otras cosas decía que 
las Fuerzas Armadas y, en particular el Ejército, tienen entre 
las tareas normales de sus Estados Mayores la de mantener al 
día la apreciación de situación, tarea en la cual, entre otros 
aspectos, se analiza en forma permanente todo aquello que 
puede interferir en el cumplimiento de su misión para, conse- 
cuentemente, adoptar las medidas pertinentes de asesoramiento 
al mando superior o de ejecución, en el ámbito de sus compe- 
tencias. Asimismo, continuó diciendo que las vertiginosas trans- 
formaciones políticas, sociales y económicas que vienen pro- 
duciéndose en los últimos tiempos en el ámbito mundial, tie- 
nen naturalmente consecuencias continentales y regionales de 
diversa índole e intensidad, afectando la vida de la República, 
entre otros aspectos, en su planteo de defensa nacional. 


Podemos decir que también contamos con discursos de Co- 
mandantes de distintos años, que siempre hacen la referencia. 
Vale la pena indicar que el anterior Comandante en Jefe, el 
Teniente General Mermot, cuando se despidió como soldado, 
el 29 de diciembre de 1997, hizo un discurso, en el que expre- 
só que las generaciones jóvenes que no vivieron aquellas acia- 
gas horas, a su juicio, debían saber, por el prestigio y recuerdo 
de quienes fueron elegidos por el voto secreto de los integran- 
tes de las Fuerzas para ocupar los cargos en los Tribunales de 
Honores, que quienes hoy son rehabilitados no fueron juzga- 
dos. Se estaba haciendo referencia a una decisión del Poder 
Ejecutivo que procedió a reacomodar desde el punto de vista 
legal e institucional a un grupo de militares que habían sido 
sancionados en la época del gobierno de facto. 


Entonces, el Teniente General Mermot, haciendo referencia 
a ese episodio recordó que quienes fueron elegidos por el voto 
secreto de los integrantes de la Fuerza para ocupar los cargos 
en los Tribunales de Honor, que quienes en su momento fue- 
ron rehabilitados, no fueron juzgados ni por ideologías ni por 
razones políticas o mera arbitrariedad, sino por no cumplir con 
las reglas básicas del deber militar y de los hombres de bien, 
que pueden sintetizarse en actuar lealmente y de frente, llevan- 
do a confundir como vencidos a quienes no estuvieron a la 
altura moral de sus obligaciones, ya que en las consideraciones 
éticas de la moral militar no existe gracia posible para los 
traidores dentro de la Institución. Con estas palabras, hizo re- 
ferencia a una decisión del Poder Ejecutivo, es decir, del Pre- 
sidente de la República. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-365 


Por lo tanto, es reciente; este señor Teniente General dice 
esto cuando se despide. 


Si se analiza desde el punto de vista civilista -lo llamo así 
para darle un aspecto ciudadano- naturalmente, es un acto de 
total intervención política y de crítica al Poder Ejecutivo. Quiere 
decir, entonces, que todo esto debe ser comprendido como 
corresponde que se entienda y que el discurso del Teniente 
General Amado es una manifestación realizada por quien tiene 
derecho a todos los niveles, y no incurre por tal razón en 
ninguna desviación de función ni de poder, así como en ningún 
acto de tipo político. Por el contrario, simplemente cumple con 
una tarea que le es naturalmente ineludible. 


En consecuencia, creemos que está bien lo que manifestó el 
señor Teniente General Amado. 


Tengo en mis manos el hermoso discurso del ex Ministro 
Brito cuando se hizo cargo del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal. Se trata de un discurso de tesis y cabe recordar que el 
doctor Brito es un profesor distinguido de Derecho Adminis- 
trativo. Haciendo referencia a la mentalidad militar cita a Hun- 
tington que dice que consiste en los valores, actitudes y pers- 
pectivas que son intrínsecos al desempeño de la función militar 
profesional y que son deducibles de la naturaleza de tal fun- 
ción. 


En otras palabras, todo esto debe enmarcarse en estos con- 
ceptos y al hacerlo concluimos en que tanto la conducta del 
Teniente General Amado en su discurso del 17 de mayo como 
la del señor Ministro de Defensa Nacional han sido perfectas. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: me congratulo 
con el clima de naturalidad con que se está desarrollando esta 
interpelación o, dicho técnicamente, este llamado a Sala. 


Voy a tratar de exponer mi posición de una manera breve y 
ordenada. El primer punto que acá se ha discutido es el de si el 
discurso del Teniente General Amado a que se ha hecho refe- 
rencia y se ha publicado significa o no una contradicción o una 
violación del artículo 77 numeral 4%) de la Constitución. En 
términos jurídicos, este ha sido el fondo del asunto. Para situar 
el problema y referirlo brevemente, creo que la discusión ha 
sido acerca de si un discurso puede o no ser un acto político de 
los cuales la Constitución dice que no pueden hacerlo los mili- 
tares, cuando hace referencia a «ejecutar cualquier otro acto 
público o privado de carácter político, salvo el voto». Si se 
entiende que ese discurso fue un acto político, entonces está 
prohibido por el artículo 77 numeral 49); por el contrario, si se 
considera que no es un acto político, no estaría prohibido por 
el artículo mencionado. Creo que este es el planteo elemental y 
casi didáctico del asunto, para poder manejarnos sencillamente 
pero, por supuesto, con algún rigor lógico en la descripción. 
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En principio, me parece claro que el texto de este discurso 
es un acto político, porque no se da ninguna de las otras prohi- 
biciones que se establece en el artículo 77 como, por ejemplo, 
formar parte de comisiones o clubes políticos, suscribir mani- 
fiestos de partidos, autorizar el uso de su nombre. Sí se da el 
tema de la prohibición genérica del acto de carácter político 
público o privado, porque en este caso fue un acto público. 


Brevemente, voy a fundamentar las razones que me hacen 
coincidir con las conclusiones del Miembro Interpelante, señor 
Senador Carvalho. 


En primer lugar, si este discurso no es un acto político 
prohibido, habría que concluir que si lo dijera un juez, no 
estaría prohibido tampoco, porque en el mismo numeral la 
prohibición alcanza a los jueces y a los Directores de Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. Es muy difícil esca- 
parse de esto, por más que se diga que las Fuerzas Armadas 
significan una organización de funcionarios muy especiales y, 
sin duda que lo son, como también lo son los jueces y los 
Directores de los Entes Autónomos. Además, puede haber dis- 
tintas motivaciones por las cuales se incluyó esta prohibición, 
pero también hay que empezar por respetar la euritmia de la 
Constitución, que por alguna razón juntó a todos en el mismo 
numeral. 


Por otra parte, me estoy refiriendo a un argumento que se 
ha hecho para descartar que sea una prohibición, sosteniéndose 
que se trata de meras apreciaciones de situación y que eso es 
parte de la técnica militar. Entonces, si el Comandante en Jefe 
va a una tribuna en una fecha patria y delante de las autorida- 
des dice que apreciando la situación política del Uruguay en- 
tiende que sólo el Frente Amplio merece gobernar este país, 
muchos de los señores Senadores dirían que es una aprecia- 
ción, pero que eso está violando el artículo 77 numeral 49). Sin 
duda, creo que sería una violación gruesísima, porque el Co- 
mandante en Jefe no podría hacer esas afirmaciones. 


Por lo tanto, el hecho de que sea un discurso no lo opone a 
la situación de acto, sigue siendo un dicho. A mi entender, es 
un dicho y lo señalo porque más adelante voy a hacer una 
aclaración de orden personal, no partidaria. 


Pienso que los dichos son conductas y actos políticos. Por 
ejemplo, cuando alguien dice que va a un acto político del 
Frente Amplio, del Partido Nacional o del Partido Colorado 
-nunca he ido, pero algún día de repente paso por uno y obser- 
vo- ¿qué es lo que ve? Obviamente, ve que un señor subido en 
la tribuna se está dirigiendo a quienes lo escuchan mediante un 
discurso. Sin duda, es un acto político. 


Entonces, en estos casos, no hay otra forma que analizar el 
contenido de los discursos para saber si configuran o no un 
acto político. He sostenido públicamente que el Presidente de 
la República, el doctor Sanguinetti, interviene de manera di- 
recta e indirecta en la propaganda de carácter electoral, aunque 
ello está prohibido por el numeral 3%), en el que se incluye 
también a los miembros de la Corte Electoral. Lo mismo ocu- 
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rre cuando él en el exterior o en las Naciones Unidas descarta 
a la izquierda diciendo que no puede ganar porque ello sería 
un caos. Á pesar de que ha encabezado la frase con una expre- 
sión muy diplomática al decir «con todo respeto», luego conti- 
núa manifestando su discurso en ese sentido. Esto se puede 
corroborar en el discurso oficial que tengo en mis manos, que 
me fuera enviado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Pero si también se expresara en estos términos el Presidente de 
la Corte Electoral, estoy seguro que no se aceptaría como algo 
natural. Tal como lo expreso en un documento que escribí y se 
publicó -tal vez nadie lo haya leído totalmente- creo que el 
Presidente de la República, que es un Jefe de Gobierno, puede 
hacer política y hasta ser candidato a Senador; si no me equi- 
voco, lo están promoviendo para que lo sea. Pero una cosa es 
que pueda hacer política porque en nuestro sistema es más Jefe 
de Gobierno que Jefe de Estado y otra es que no nos podemos 
saltear una frase que tiene un sentido claro en la Constitución: 
no puede intervenir de ninguna manera en propaganda política 
de carácter electoral. Estará bien o mal, no lo sé, pero la ver- 
dad es que en nuestro sistema en cuanto al Presidente predomi- 
na más el carácter de Jefe de Gobierno que el de Jefe de 
Estado. 


Seguramente se puso esa prohibición porque también reúne 
la condición de Jefe de Estado. Personalmente -es una convic- 
ción muy fuerte que tengo- siento un rechazo casi visceral a 
hacer denuncias por lo que dicen las personas, salvo cuando 
esto se convierte en una conducta sistemática, en una actitud. 
Según lo expresado en la prensa, en el último viaje, el Presi- 
dente Sanguinetti -me estoy saliendo del tema, pero estoy ma- 
nejando el mismo concepto constitucional, ya que las situacio- 
nes jurídicas son similares- no habló de la izquierda, sino del 
PIT-CNT, diciendo algo así como que estaba infiltrado por 
teorías marxistas. Por lo menos, no habló de partidos políticos. 
Sin embargo, quiero decir -es una posición personal que no sé 
s1 siempre es compartida por los compañeros de mi partido o 
de la fuerza política Encuentro Progresista- que tengo una gran 
resistencia a hacer denuncias por lo que se dice. Cuando se 
dice algo que está mal, sólo lo controvierto, pero esa postura 
no significa que esté diciendo que está de acuerdo con la Cons- 
titución. No tengo dudas de que hay párrafos de este discurso 
que violan este artículo. Es más; en mi opinión -que voy a 
fundamentar en otro punto- el Presidente de la República co- 
nocía lo que iba a decir el Teniente General Amado, lo que le 
da más carácter político al asunto. 


Voy a citar otro ejemplo. Creo que en 1985, una vez resta- 
blecida la democracia, hubo una larga entrevista al General 
Medina en el semanario «Búsqueda», donde hacía una justifi- 
cación del golpe de Estado mucho más clara que ésta que está 
insinuada, como voy a analizar más adelante. Esa justificación 
era muy clara, en un momento en que todo el país intentaba 
decir que lo que se había hecho estaba mal. En ese sentido, el 
Parlamento se dividía entre los que querían castigar penalmen- 
te y los que decían que había que perdonar penalmente. En un 
altísimo porcentaje se rechazaba el golpe de Estado, aunque 
siempre hay un grupo de gente que le gusta, y no sólo en el 
Uruguay. En un famoso acto -el del Obelisco- que no pude 
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contemplar directamente por estar fuera del país, había gente 
de todos los partidos políticos; igualmente, cuando el Parla- 
mento se reunió en 1985 lo hizo para declarar que no quere- 
mos más un golpe de Estado. Entonces, luego del discurso del 
General Medina fue la única vez que discrepé con un compa- 
ñero excepcional que siempre recordaré como una guía de con- 
ducta y de opinión: el doctor Crottogini. El planteó que había 
que hacer una denuncia porque no podía ser que en momentos 
en que todos querían salir de esa etapa, el General Medina 
justificara el golpe de Estado de una manera tajante. Como en 
esa época todavía ejercía la profesión de abogado, me lo plan- 
tearon a mí para que hiciera un escrito sobre esas declaracio- 
nes, pero dije que si averiguábamos lo que hizo durante la 
dictadura, con mucho gusto haría la denuncia, pero no sólo por 
sus dichos, porque realmente lo siento así. Cuando una persona 
dice algo con lo que no estoy de acuerdo y me solivianta, lo 
que hago es contestarle. 


A continuación voy a leer la parte que más me preocupa 
del discurso, la que pudo haber sido hecha para justificar el 
golpe de Estado. Si esto es así, es un retroceso tremendo que a 
esta altura haya manifestaciones públicas en actos patrióticos 
que justifiquen el golpe de Estado. Tal vez no haya querido 
decir eso, ya que es una expresión dudosa, sibilina, y en ese 
caso lo que estoy diciendo no va dirigido al Teniente General 
Amado. El habló del pragmatismo sin alma ni principios y 
sostuvo que la doctrina materialista que subyugó a medio mun- 
do por setenta años -supongo que se refirió a la Unión Soviéti- 
ca y a los Estados de Europa oriental- alcanzó su clímax de 
violencia y terrorismo encubierto en Uruguay hace tres déca- 
das, obligando a combatirlo en un terreno que la ética militar 
nunca había imaginado. Si eso quiere decir que lo que hicieron 
fue ético y está bien, lo rechazo con total firmeza y le diría 
además que se calle la boca. Sin embargo, tal vez haya querido 
decir que no fue ético lo que se hizo, pero que como había una 
situación tan convulsiva, debieron hacerlo. Personalmente creo 
-obviamente no tengo pruebas, ya que no me lo ha dicho el 
Teniente General Amado ni está firmado- que usó una expre- 
sión sibilina premeditadamente, lo que es común en los discur- 
sos de los Comandantes en Jefe, salvo algunos que son muy 
claros. Una vez tuve oportunidad de escuchar, en un aniversa- 
rio de la Armada, un discurso del Comandante en Jefe de ese 
momento, el Contraalmirante Coates, quien no hizo ninguna 
justificación directa o indirectamente, sino que habló del rol de 
la Marina y, con total claridad, sobre la democracia. 


Repito que tal vez haya dicho que se salieron de la época 
en una forma más eufemística, engolada y elegante que la que 
se utilizó cuando se dijo que a las Fuerzas Armadas se le 
habían ido los puntos de referencia. A lo mejor lo que quiso 
decir fue que tuvieron que salirse de la ética porque se trataba 
de una situación muy difícil. En ese caso, no sería una justifi- 
cación del golpe, sino un autorreproche. 


Por mi costumbre jurídica, yo leo un poco más arriba y ahí 
dice que la visión militar no ha sido unilateral, sino que se ha 
ido conformando en la constante relación e intercambio de 
ideas políticas y militares con el mando superior, ejercido des- 
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de siempre por las fuerzas políticas tradicionales que represen- 
tan democráticamente la voluntad popular. Hace referencia des- 
de La Batalla de Las Piedras hasta el momento del discurso. A 
lo mejor no hizo esta interpretación contextual del discurso 
que se hace ahora pero, si no se le escapó, está diciendo que 
los gobiernos de Bordaberry, de Aparicio Méndez y de Grego- 
rio Alvarez fueron representantes democráticos de la voluntad 
popular. Eso hace pensar que hay una leve justificación del 
golpe de Estado, que yo no acepto. 


A mi juicio, la tesis más acertada -aunque no se puede 
probar por escrito ni con confesiones, ya que a nadie se le va a 
pedir una confesión- es la de que la frase fue sibilina. Además, 
pienso -y lo reitero- que era conocida por el Presidente de la 
República, lo que voy a fundamentar. No sé si el señor Minis- 
tro de Defensa Nacional la conocía, ya que por lo que manifes- 
tó -según dice la prensa- inmediatamente después de realizado 
el discurso da la impresión de que no conocía la estructura 
básica del mismo, que no se la habían informado. Eso es posi- 
ble y no lo niego. 


Por otra parte, tengo una duda que ya planteó el señor 
Miembro Interpelante. No encuentro mayor correlación entre 
la lectura de la sanción administrativa de observación que hizo 
en el correr de su exposición con la otra parte de su discurso, a 
no ser que hubiera hecho un fundamento para decir por qué no 
la aplicó. 


Lo dejo planteado como pregunta, porque me parece que 
desde el punto de vista del sistema constitucional, donde el 
señor Ministro es responsable por lo que pase dentro de la 
estructura administrativa que de él depende, es importante sa- 
ber acerca de esta situación. 


De cualquier modo, me voy a referir a otra cosa que me 
parece más importante. Creo que el tema de las Fuerzas Arma- 
das hay que tratarlo con la mayor naturalidad, porque si no es 
así, nunca vamos a llegar a esa idea -creo que todos los parti- 
dos se unieron a ella- de un funcionamiento cabal del Estado 
de Derecho, sin ningún tipo de gérmenes residuales de lo que 
fue la dictadura. Pienso que la gran mayoría de la población y 
de las direcciones partidarias lo creen así. Repito que debemos 
tener naturalidad para lograr que haya una reinserción real de 
las Fuerzas Armadas en la sociedad uruguaya, que no la hay. 
Por el contrario, hay resquemores y dificultad para tratar las 
cosas naturalmente. No me estoy refiriendo a una entrevista 
que hoy citó el señor Ministro y que creo que como argumento 
no lo veo nada efectivo. Obviamente, la presencia de los mili- 
tares nunca puede significar la violación del numeral 4”) del 
artículo 77. El ex Ministro de Defensa Nacional -mencionado 
hace unos minutos por el señor Senador Santoro- doctor Ma- 
riano Brito, concurrió en dos oportunidades a la Comisión de 
Defensa Nacional del Senado acompañado por los tres Coman- 
dantes en Jefe para mostrar que había que hacer un trato natu- 
ral y que la sujeción, administrativamente, es al Poder Ejecuti- 
vo, pero también a todo el poder civil, incluido el Poder Legis- 
lativo. Es obvio que eso no es un acto político, entre otras 
cosas porque la decisión la tomaba el Ministro que, por cierto, 
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con mucha cordialidad consultó a algunos miembros del Poder 
Legislativo. 


Quiero justificar por qué afirmo que en mi opinión -no 
tengo un papel escrito que lo verifique- el Presidente de la 
República conocía el texto del discurso; según expresó la pren- 
sa no sólo lo aprobó, sino que, además, creo que a lo mejor 
hasta lo alentó. ¿Por qué digo esto? Quizás porque le conviene 
políticamente, por una presunción. No tiene nada que ver con 
el numeral 47) del artículo 77, esto es un hecho que le daría un 
carácter político más inequívoco. No conozco personalmente 
al Teniente General Amado, pero sé que es un hombre que 
siempre estuvo cerca de la actividad política. Recuerden el 
episodio cuando el Jefe del Servicio de Información del Ejér- 
cito, General Aguerrondo, fue sancionado por el señor Minis- 
tro de Defensa Nacional, por el Poder Ejecutivo, porque había 
puesto un micrófono en la oficina militar del Teniente General 
Amado. En actuaciones administrativas que tuve oportunidad 
de ver, el General Aguerrondo expresó que lo hizo porque él 
sabía que allí se concretaban reuniones políticas. Debemos acla- 
rar que a estas reuniones asistían predominantemente políticos 
del Partido Colorado. Esto es así, y hablo con naturalidad de 
estas cosas. El General Aguerrondo fue sancionado, aunque 
con una sanción no muy ostentosa; por el contrario, terminó 
yendo creo que como Agregado Militar, a la embajada urugua- 
ya en los Estados Unidos. De cualquier manera, para un Jefe 
del Servicio de Información es una sanción que lo saquen de 
su tarea. Teniendo en cuenta lo que refería el señor Senador 
Santoro con respecto a las costumbres militares, no le pode- 
mos llamar doctrina militar si lo sacaron de un lugar importan- 
te. Personalmente, creo que era verdad lo que dijo el General 
Aguerrondo en el sentido de que allí habían reuniones políti- 
cas, y alguna información tengo al respecto. Por lo tanto, el 
Teniente General Amado es un hombre con propensión a la 
actividad política, lo cual no significa una cosa descalificante 
del espíritu de una persona, pero si estábamos discutiendo ju- 
rídicamente si violentaba o no el texto del numeral 4%) del 
artículo 77, creo que son elementos a tener en cuenta. Quiero 
decir que acá se ha sostenido que la normativa militar, es de- 
cir, el conjunto de normas de la actividad militar, es muy com- 
plejo. En consecuencia, personalmente diría -es una opinión de 
alguien que no es especialista en la materia- que hace falta una 
Ley Orgánica Militar, hay que dictarla de nuevo porque la que 
data de 1974 es un Decreto-Ley hecho en una dictadura militar 
y contiene no solamente las disposiciones que ya se han corre- 
gido, sino una estructura general que hay que rehacer en demo- 
cracia, y esto debe venir del Poder Ejecutivo, por razones na- 
turales, no porque tenga iniciativa privativa, que no la tiene. 
Cualquier Legislador podría presentar un proyecto de ley, pero 
el Poder Ejecutivo tiene un conocimiento más cabal del tema. 
El señor Presidente Sanguinetti lo prometió en su período pre- 
sidencial de 1985 a 1990 y no lo envió, así como tampoco lo 
hizo el señor Presidente Lacalle en su administración, quien 
también lo prometió. Además, conozco la preocupación del 
señor Ministro en cuanto a ajustar algunas cosas, ciertas nor- 
mas con precisión jurídica que faltan, incluso alguna de las que 
leyó el señor Senador Santoro tienen resabios de la doctrina de 
la seguridad nacional, aunque en la práctica se pueda sostener 
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que no ocurre así. Hay una resolución Ministerial que conoz- 
co, por la cual hay ciertos organismos que están encomenda- 
dos para hacerlo. Pero expreso que en esa normativa militar, 
lejos de lo que se ha dicho acá en Sala, por lo que yo sé, el 
militar está en la obligación de mostrarle al superior los discur- 
sos que va a pronunciar. Por la normativa que conozco, reitero, 
-y voy a citar ejemplos- los jefes tienen que mostrarle al man- 
do superior por lo menos la estructura o el resumen de lo que 
van a decir. Me voy a referir al artículo 900 del Reglamento 
General del Servicio N* 21, aprobado por Decreto N* 2261, de 
6 de mayo de 1943 -en ese momento era Presidente el doctor 
Amézaga y, si mal no recuerdo, el Ministro de Defensa Nacio- 
nal era el General Campos- una época cercana a la Ley Orgá- 
nica de las Fuerzas Armadas de 1941, que fue muy buena y 
que luego se desnaturalizó cuando gobernaron los militares 
que hicieron el Decreto Ley de 1974, que nada tiene que ver 
con una buena Ley Orgánica Militar. Por lo que sé -quizás 
pudo haber alguna otra actualización- fue actualizado en 1957. 
Este artículo 900 dice que todo militar que lleve la representa- 
ción oficial del Ejército a cualquier ceremonia o acto público, 
deberá ser designado con la debida anterioridad, elevará al 
superior el texto o el resumen de las ideas centrales que estruc- 
turarán su discurso, a fin de justificar su contenido. Además, se 
agregan ciertos lineamientos, como por ejemplo, que deberá 
mantenerse en el marco del tema, tener parquedad y exactitud 
del concepto, sencillez y claridad en la expresión, circunspec- 
ción en la actitud y en los gestos. No sé si lo han modificado 
nuevamente, porque no conozco todo el Reglamento General 
del Servicio en el estado actual; ni siquiera sé si todavía lleva 
el mismo título. 


Además de esta norma, señor Presidente, sé que en la prác- 
tica es así; de algún modo, los comandantes en jefe lo anun- 
cian, y creo que al señor Presidente de la República se lo 
anunciaron. Si la norma estuviera vigente -hago la aclaración 
porque en materia jurídica tengo mucho cuidado; no es cues- 
tión de tener naturalidad, sino rigor científico- cabe la posibili- 
dad de que se lo haya mostrado; si no lo hizo, hubo un incum- 
plimiento. También puede haberlo habido de parte del señor 
Presidente de la República, o del Ministro, por no haberlo 
observado. Esta conclusión parece ser rigurosamente técnica. 
Repito que esto sería así partiendo de que esta norma, con 
algunas modificaciones introducidas en 1957, estuviera vigen- 
te. Sin embargo, me puedo equivocar, y si me lo demuestran, 
no tengo inconveniente en rectificarme. 


Por tanto, no comparto la idea de que no hay normas que 
establezcan que debe consultarse el texto del discurso cuando 
tiene apreciaciones de este tipo, que no son claras. Las apre- 
ciaciones que leí pueden interpretarse como una justificación 
del golpe de estado o, por el contrario, como un reconocimien- 
to de que ellos se salieron de la ética. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR COURIEL.- Solicito que se prorrogue el término 
de que dispone el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Agradezco al Senado y prometo 
ser breve. 


El razonamiento que hago es que la consulta se debe reali- 
Zar, a menos que se compruebe que no es así. Evidentemente, 
el señor Ministro no va a recordar todas las normas de todos 
los manuales -yo hice referencia al artículo 900- pero de re- 
pente, en el curso de esta sesión puede darnos alguna informa- 
ción y yo no tendría inconveniente en confrontarla. Sin embar- 
go, reitero que si es como yo mencioné, es claro como el agua 
que hay que realizar la consulta. Por lo que conozco, la prácti- 
ca utilizada ha sido la consulta, y cuando ésta no se ha realiza- 
do, se dieron situaciones de tirantez, generándose observacio- 
nes; pero no creo que este sea el caso. 


Como decía hoy, no tengo dudas de que el Teniente Gene- 
ral Amado tiene relaciones políticas muy naturales con el Par- 
tido Colorado, que tiene a la cabeza al titular del Poder Ejecu- 
tivo, aunque según el artículo 168 de la Constitución debería- 
mos hablar del Presidente actuando con el Ministro o con el 
Consejo de Ministros. En la década de 1940 hubo una discu- 
sión al respecto, aunque la letra del artículo 168 es bastante 
clara. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Luis B. Pozzolo.) 


-S1 se estudia el tema con un poco de sutileza, se puede 
observar que varias frases de este discurso -no voy a comentar 
las vinculadas a la prensa o al Poder Judicial, pues han sido 
extensamente analizadas- pueden haber sido dirigidas a la po- 
blación, porque era una fecha patria, pero también había as- 
pectos de la interna militar. En materia militar -este no es un 
fenómeno sólo uruguayo, sino que ocurre en todo el mundo- 
las fuerzas armadas, como toda organización, normalmente es- 
grimen su carácter monolítico hacia afuera. Esto lo ha estudia- 
do muy bien quien para mí fue el mejor politicólogo de este 
siglo, Herman Heller -fallecido hace muchos años y a quien 
todos copian, pero nadie cita- que escribió un excelente libro 
sobre teoría del Estado. En general, en toda organización, sal- 
vo excepciones, existe un fenómeno de adhesión de las perso- 
nas a la organización, y eso se puede dar tanto en un Ministe- 
rio, como en el Banco de la República o en un club deportivo. 
Toda organización genera un vínculo especial con sus inte- 
grantes, lo que hace que naturalmente tienda a cerrarse cuando 
se pueden detectar algunos defectos. Esto no es exclusivo de 
las fuerzas armadas. Según tengo entendido, desde el punto de 
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vista técnico militar no es bueno que existan discrepancias 
internas, porque el principio de la jerarquía está muy acentua- 
do; y debe estarlo, pues ante un conflicto, si no hay funciona- 
miento del mando, un ejército, una marina o una fuerza aérea 
no pueden cumplir su cometido. Por tanto, las fuerzas armadas 
de este país, como las de cualquier otro, suelen intentar demos- 
trar que son monolíticas, aunque nunca lo son. No me refiero a 
alguna discrepancia individual, sino a que habitualmente -esto 
ocurre en todas las organizaciones, sin perjuicio del vínculo 
genérico común que existe- hay grupos; todos saben que exis- 
ten. Personalmente creo que una parte del discurso tuvo esa 
dirección. 


Pienso que este tema hay que manejarlo, pues no creo que 
sea una vergiienza para el país ni para las fuerzas armadas. 
Este fenómeno existe y hay que ver cómo se corrige y cómo se 
restablece el mando. Recuerdo que en la época de la dictadura, 
a pesar de lo férrea que era, había como quinientos centros de 
poder distribuidos por todo el país. Por ejemplo, había prisio- 
nes que eran ordenadas por un capitán en el norte y, de repen- 
te, el comandante en jefe o el Presidente de la República no las 
querían. Naturalmente que eso se reconstruyó y ahora no es 
así. 


Creo que en este discurso hay referencias a estos puntos, 
aunque no tengo una información rigurosa como para poder 
explicitarla en el Senado. En la prensa se dice que dentro de la 
organización fuerzas armadas hay dos logias o, quizás, más. 
Eso se comenta, y creo que hay que decirlo con toda naturali- 
dad. No es bueno que eso se dé pero, ¿qué fuerzas armadas no 
tienen ese problema? Ante una hipótesis de guerra, la ex Unión 
Soviética y Estados Unidos se unieron contra el nazismo, a 
pesar de las diferencias que había entre ellos. Sin embargo, 
una vez terminado el conflicto, la guerra fría duró muchos 
años. Por tanto, ante una agresión exterior, es evidente que 
desaparecen esas divisiones. 


Como dije, en el funcionamiento cotidiano, nuestras fuer- 
zas armadas y las de cualquier otro estado tienen estos proble- 
mas. 


Por otra parte, considero que este discurso tuvo determina- 
da dirección, y aclaro que esta no es una acusación, sino una 
apreciación, como decía el señor Senador Santoro. En el len- 
guaje militar es muy común que se utilice este término. Re- 
cuerdo que cuando el general Seregni y el general Licandro 
estaban presos en la Escuela de Armas y los íbamos a visitar 
con dos amigos inolvidables ya fallecidos -el gran profesor de 
Derecho Procesal, José Arlas, y el estupendo penalista y nove- 
lista Carlos Martínez Moreno- había un capitán -hace un tiem- 
po lo vi y conversé con él- que cuando pasábamos le decía a 
otro oficial: «Enemigos apreciando». Esa era la expresión que 
simbolizaba la presencia de los defensores y que estábamos 


bajo una dictadura, porque estoy haciendo referencia a 1974 ó 
1975. 


De manera que, señor Presidente, para no aburrir más al 
Senado, lo que quiero decir es lo siguiente. 
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Como primera afirmación quiero decir que el discurso im- 
plica un acto político de los que están prohibidos por el nume- 
ral 49) del artículo 77 de la Constitución. En segundo término, 
como ese acto político está en dichos, personalmente no tengo 
propensión a denunciarlos como tales. Me preocupa más que 
pudieran haber sido alentados por el señor Presidente de la 
República, que hace un tiempo largo está participando de una 
manera inteligente y hábil, con una táctica bastante afinada, en 
una especie de propaganda política electoral, indirecta la ma- 
yoría de las veces, aunque en otras oportunidades ha sido di- 
recta, como en las elecciones internas del Foro Batllista; esto 
es obvio. Es claro que en ese caso podría entrarse a discutir si 
la prohibición constitucional refiere a propaganda política en 
las elecciones internas o sólo en las interpartidarias. En este 
último caso son más indirectas, pero se hacen. Me preocuparía 
mucho que hubiera alentado estas expresiones, y esto sería lo 
básico de mi exposición. Sin embargo me queda la duda sobre 
si está vigente -creo que sí- una norma que establece que los 
jefes de todos los servicios deben consultar; si ello es así, ¿qué 
pasó si no lo hicieron? También tengo la incertidumbre en 
cuanto a si hubo una observación -aunque fuera verbal y no 
haya quedado escrita- o algún otro tipo de sanción por este 
discurso. 


Quiero recordar que al general Aguerrondo, cuando colocó 
el micrófono en la oficina del General Amado, se le hizo un 
sumario, más bien una indagación administrativa para ver si 
era sancionado. En aquel momento dijo por qué se había insta- 
lado ese micrófono, aludiendo a que los servicios de informa- 
ción tenían que saber acerca de las reuniones políticas que allí 
se realizaban -información que había recibido de varias perso- 
nas- y la sanción le fue aplicada, no por haber puesto el micró- 
fono, sino por haber omitido informar al superior de una acti- 
tud que se consideraba que tenía algo que ver con la política. 
Recuerdo que eso fue explicado aquí en el Senado por el en- 
tonces Ministro Brito. 


En definitiva, dejo dos interrogantes planteadas que, de 
alguna manera, el señor Miembro Interpelante ya había formu- 
lado. Por otra parte, quiero repetir que me parece bueno que se 
corten este tipo de manifestaciones, porque considero que son 
desbordes que no deben realizarse y que se trata de expresio- 
nes que, en mi opinión, eran conocidas por el señor Presidente 
de la República. No sé si el señor Ministro las conocía; preci- 
samente acaba de decir que no y, siendo así, se violentó una 
norma de tipo administrativo interno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el debate, tiene 
la palabra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Creo, señor Presidente, que el se- 
ñor Ministro de Defensa Nacional, quienes integramos este 
Cuerpo, los distinguidos visitantes que están hoy en la Barra, 
el Teniente General Amado y la mayor parte de las personas 
que sigan este debate estarán en un todo de acuerdo con la 
exposición que el señor Miembro Interpelante hizo relativa a 
la libertad de prensa. Es más; no sé de nadie que estos días la 
haya estado cuestionando. Sin embargo, éste no fue el motivo 
del llamado a Sala. 
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El motivo fue que se entendió que algunas consideraciones 
del Comandante en Jefe del Ejército en su discurso realizado 
el Día del Ejército, tenían un contenido político que está clara- 
mente fuera de lo que la ley habilita a un funcionario militar. 
Cuando se reiteró el llamado a Sala se dijo que se exorbitaron 
claramente las limitaciones que la Constitución y la ley esta- 
blecen para la realización de manifestaciones de los militares 
en actividad. Quiere decir -como lo dijo cierta prensa- que 
estaríamos en presencia de una violación de la Constitución. 
Asimismo se ha hecho referencia, en relación al llamado a 
Sala, al numeral 4”) del artículo 77. Si toda violación de la 
Constitución es, de por sí, un hecho grave, mucho más lo es 
violar dicha disposición, porque ella tipifica delitos electora- 
les. No se trata sólo de la gravedad que implica violar una 
disposición de la Constitución, sino en la particular gravedad 
en la que se está incurriendo por una conducta tipificada en el 
texto constitucional como delito. El artículo 77, numeral 49), 
integra el elenco de los delitos electorales vigentes en nuestro 
país. No es la única disposición que contiene delitos electora- 
les; podemos nombrar, por ejemplo, la Ley de 1924 del Regis- 
tro Cívico, la Ley de Elecciones de 1925, la disposición sobre 
el uso indebido de lemas del año 1939 y está, subsidiariamen- 
te, la disposición del Código Penal cuando dice que fuera de 
los casos contemplados por las distintas leyes, el que impide o 
coarta el ejercicio de los derechos políticos tendrá la pena tal o 
cual. Quiere decir que esa disposición integra un grupo de 
delitos -la diferencia consiste en que éste tiene rango constitu- 
cional- que tienen en común el bien jurídico. ¿Cuál es el bien 
jurídico contra el cual atentan? Atentan contra la libertad polí- 
tica. ¿Qué es la libertad política? Es el ejercicio de los dere- 
chos políticos; es participar en la actividad del Estado. El dere- 
cho político es la potestad del individuo de intervenir en la 
vida constitucional del Estado. ¿Por qué se incrimina esto como 
delito? Porque la participación del ciudadano en la vida públi- 
ca se realiza, precisamente, a través del sufragio cuando hay 
elecciones, o para obtener un recurso de referéndum, o para 
pronunciarse ante un plebiscito o para hacer uso del derecho 
de iniciativa que prescribe la Constitución. Entonces, hay una 
preocupación de liberar ese ejercicio de presiones que puedan 
desnaturalizarlo. 


¿Cuáles son los principios -dicho telegráficamente- que ri- 
gen esto? El principio de libertad de pronunciarse según la 
propia conciencia; el principio de honestidad, que fue el origen 
histórico -como lo dice la doctora Reta en su curso de Derecho 
Penal y lo reitera el doctor Cairoli- impidiendo corrupciones y 
venta de sufragios, y lo que nosotros llamamos el principio de 
igualdad de oportunidades o sinceridad -según Bayardo- para 
que puedan votar todos los que tienen derecho a hacerlo. Los 
delitos electorales incriminan la coerción que impide la liber- 
tad del pronunciamiento, el fraude que afecta la verdad de su 
pronunciamiento y la corrupción que agrede su honestidad. En 
otras palabras, creo -lo dijo muy claramente el señor Ministro 
de Defensa Nacional al inicio de su exposición- que estos son 
los delitos electorales sobre los cuales toda la doctrina nacio- 
nal -al menos, la que nosotros conocemos- está conteste. Se 
trata de los delitos que coartan esas libertades del ciudadano 
cada vez que es llamado a pronunciarse. Tan es así que hay 
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países en los cuales esos delitos están incluidos entre los deli- 
tos contra la personalidad del Estado, porque se entiende que 
lo que se está perturbando es el ejercicio de una obligación del 
ciudadano de pronunciarse, es decir que se está coartando una 
función del Estado. En nuestro país estos se encuentran entre 
los delitos contra la libertad, más específicamente contra la 
libertad política. Esto lo dijo muy bien Jiménez de Aréchaga 
-que ya fue aquí citado- cuando expresó que el artículo 77 es 
una garantía para los ciudadanos llamados a votar. Precisa- 
mente, el señor Miembro Interpelante citó a Jiménez de Aré- 
chaga diciendo que imponía una limitación y una severa con- 
tención a la actividad política de un conjunto de gobernantes y 
funcionarios. Y si la memoria no me es infiel, señor Presiden- 
te, el señor Senador interpelante terminó ahí la cita, pero la 
frase continuaba; ni siquiera había un punto y seguido sino una 
coma. 


Y dice, a continuación, Jiménez de Aréchaga: «un conjunto 
de gobernantes y funcionarios, suponiendo que, de otra manera 
esos gobernantes y funcionarios podrían usar inadecuadamente 
el poder público para influir sobre las decisiones del electora- 
do». Punto. Entonces, el hecho de que haya un punto y aparte 
significa que termina la frase, y esa segunda parte de la frase 
es la clave del pensamiento de quien aquí se ha llamado -y me 
atrevo a decir lo mismo en cuanto a nosotros se refiere- nues- 
tro maestro. Me remito a la obra de Justino Jiménez de Aré- 
chaga «Constitución de 1952», Tomo II, página 72. Esto es en 
cuanto a los delitos electorales que contiene el artículo 77, 
numeral 4”, que son varios. Allí se hace referencia específica- 
mente a los militares y a los policías. En cuanto a esto, Jimé- 
nez de Aréchaga establece en el Tomo I, página 451 de la 
edición del Senado, que se busca prevenir que quienes tienen 
la fuerza pública, puedan valerse de la intimidación para coar- 
tar la libertad de los ciudadanos. Sin duda, este es el sentido de 
la prohibición a militares y policías; aquí no se trata, como se 
ha dicho, de interpretaciones reducidoras, sino que es la inter- 
pretación lisa y llana de lo que establece el artículo 77. Enton- 
ces, reitero, en esta disposición el doctor Jiménez de Arécha- 
ga, cuando se refiere específicamente a militares y policías, 
quiere prevenir a quienes tienen la fuerza pública, que puedan 
valerse de la intimidación para coartar la libertad de los ciuda- 
danos. Sobre este tema se ha dicho, incluso en el primero de 
los dos llamados a Sala, que se refiere a una de las hipótesis de 
la Constitución, en la que se habla de «cualquier acto público o 
privado de carácter político, salvo el voto». 


Tal como manifestó el señor Ministro, Jiménez de Arécha- 
ga, refiriéndose a cualquier acto privado, dice que «debe ser 
interpretado con cierta discreción porque está fuera de la teoría 
general de nuestro sistema constitucional la posibilidad de que 
un hombre sea sancionado por sus opiniones políticas, en cuanto 
no se traduzca en un acto de conducta». Esto tiene un sentido 
restringido e incluso en la hipótesis que menciona el señor 
Miembro Interpelante sobre lo sucedido con el Capitán Silber- 
mann se habla de que la circunstancia de haber firmado una de 
las cuadernetas para reunir las firmas para someter a plebiscito 
la Ley de Caducidad, implicó la invocación de esta disposi- 
ción. En este caso, la Corte Electoral entendió que el hecho de 
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firmar esta cuaderneta estaba incluido en esos actos políticos. 
En mi opinión, esto es cierto, ¿por qué? Porque cuando se va a 
someter a plebiscito, se trata de que el pronunciamiento del 
electorado no esté distorsionado por la presión de actos de 
militares en actividad. Sin embargo, no se dijo que la Corte 
Electoral absolvió al Capitán Silvermann; no le aplicó la pena 
que tienen estos delitos, es decir, la destitución y acumulativa- 
mente la inhabilitación para ocupar, de dos a diez años, cual- 
quier empleo público. Según consta en el Tratado de Jiménez 
de Aréchaga, en este caso la Corte Electoral entendió que ha- 
bía culpa pero no dolo, y es sabido que es un principio general 
que todo delito se incrimina exclusivamente a título doloso, y 
que para que se incrimine a título culposo, la ley lo tiene que 
establecer expresamente. Esto significa que aquí ha funcionado 
una teoría no restringida pero muy delimitada en cuanto a que 
estamos ante un delito electoral ya que, por un lado, lo dice la 
propia Constitución cuando en el siguiente párrafo establece: 
«Será competente para conocer y aplicar las penas de estos 
delitos electorales, la Corte Electoral.» Y este Órgano es com- 
petente porque se trata de delitos electorales; hay una compe- 
tencia privativa de la Corte en los delitos del artículo 77. Tam- 
bién se ha discutido qué sentido tiene el párrafo siguiente cuando 
expresa que se pasarán los antecedentes a la Justicia Ordinaria. 
En este sentido, me place decir que nos plegamos a la posición 
del señor Ministro -interpretación que se ha discutido en nues- 
tra doctrina- de que se pasan a la Justicia Ordinaria para saber si 
se ha cometido algún otro delito además del establecido en el 
artículo 77. Asimismo, se han mencionado las disposiciones de 
la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas, manifestándose que 
las mismas amplían las prohibiciones del artículo 77. Al respec- 
to, el señor Miembro Interpelante mencionó el artículo 61, cuyo 
apartado H) hace referencia a la abstención de toda actividad 
política, excepto el sufragio, conforme a la Constitución. 


Entonces -la cita no es textual- el señor Miembro Interpe- 
lante interpretaba que el único sentido que tiene volver a reca- 
pitular esta disposición es para ampliar la disposición constitu- 
cional. En nuestra opinión, esto no es así. El artículo 61 esta- 
blece el elenco de las obligaciones derivadas del estado mili- 
tar, y entre ellas se alude, reitero, a la abstención de toda 
actividad política, excepto el sufragio, conforme a la Constitu- 
ción. Solamente me limito a lo que establece dicha ley ya que 
no entiendo porqué tenemos que deducir que va más allá de la 
Constitución. 


Por su parte, el artículo 63, que ya fue mencionado, dice 
que el estado militar es incompatible con el ejercicio de acti- 
vidades políticas, de conformidad con el numeral cuarto del 
artículo 77 de la Constitución de la República. Asimismo, lo 
dice el artículo 163 de la Ley Orgánica de las Fuerzas Arma- 
das y agrega que el militar que desee postularse para cargos 
electivos, deberá cesar o renunciar a su cargo con tres meses 
de antelación al acto electoral, como mínimo. Este sí es un 
agregado de la disposición ya que, repito, si un militar quiere 
presentarse como candidato, tiene que renunciar a su cargo por 
lo menos tres meses antes de la elección. Por lo tanto, lo que 
hacen estas disposiciones, a nuestro modo de ver, es reiterar 
las normas constitucionales. 
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Con relación a este tema, el señor Miembro Interpelante se 
ha referido al artículo 182 y ha dicho que esta prohibición 
continúa por cuatro años más. Sin embargo, nosotros interpre- 
tamos esta disposición de una manera diferente porque dice 
que una vez transcurridos cuatro años de pase a situación de 
retiro, el militar quedará liberado de las limitaciones y obli- 
gaciones que le impone el estado militar, establecidas en el 
artículo 61, excepto los literales F) y J). 


Vale decir, señor Presidente, que lo importante es destacar 
que la idea central de los delitos electorales es evitar la intimi- 
dación derivada de la fuerza que detentan. A su vez, al consi- 
derar la expresión «acto político» el sentido que surge del 
llamado a Sala -que aquí se ha reiterado- de darle una interpre- 
tación reduccionista, a nuestro juicio, desvirtúa el objetivo de 
la disposición, barre de un plumazo toda la tradición jurídica 
sobre los alcances de la norma -que viene por lo menos de la 
Constitución de 1917- socava la piedra angular del Derecho 
Penal liberal que exige que cada conducta delictiva sea precisa 
en su descripción, y da a la expresión un sentido incompatible 
con los cometidos del Comandante en Jefe del Ejército. 


Con respecto a este tema, creo que el ejemplo que mencio- 
nó el señor Ministro de Defensa Nacional es pertinente. Cuan- 
do a pedido del doctor Tabaré Vázquez tuvo lugar una entre- 
vista con el señor Ministro de Defensa Nacional y con los 
Comandantes en Jefe de las tres Armas, a la que también con- 
currió el señor Senador Korzeniak -entrevista que, me permito 
agregar, me mereció todo el beneplácito como ciudadano por- 
que, tal como dice el señor Senador Korzeniak, entendemos 
que ese tipo de encuentros se debe dar para profundizar la 
reinserción de las Fuerzas Armadas en el seno de la sociedad, 
proceso en el que se ha avanzado y siempre permanece vigen- 
te- no se me ocurrió entonces pensar que alguien estuviere 
cometiendo un delito. 


Entonces, creemos que aquí no se trata, como decía el se- 
ñor Senador Korzeniak, que si el discurso es un acto político 
está comprendido en la prohibición y si no lo es, no lo está. 
No; la discusión es si los actos políticos en general, en el 
sentido aristotélico del término, están comprendidos en el 
artículo 77, o sólo están incluidos aquellos actos políticos que 
coartan la libertad del sufragante en el sentido que tienen como 
delito electoral. A nuestro juicio, esta última es la interpreta- 
ción correcta. 


Si tomamos el término «acto político» en sentido genérico, 
cuando el Comandante en Jefe del Ejército tiene que tomar 
decisiones sobre, por ejemplo, los reclutamientos de la tropa, o 
el reequipamiento del Ejército o los salarios -temas casi per- 
manentes- no hay dudas que se trata de decisiones políticas. 
¿Qué sentido tendría el cargo del Comandante en Jefe del Ejér- 
cito, si no es el de un acto político en el sentido que se preten- 
de atribuir? 


No olvidemos que es el único portavoz de la Fuerza en lo 
atinente al Ejército como un todo; el Comandante en Jefe ha- 
bla por el Ejército y si otro militar en actividad quiere hacer 
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manifestaciones públicas, deberá atenerse a lo que establece el 
Reglamento General del Servicio N* 21. En su artículo 47 dice 
que se considerarán en términos generales como faltas contra 
la disciplina -esto se establece expresamente en el apartado J)- 
las manifestaciones hechas por militares en actividad en forma 
pública o por cualquier medio, aun con carácter de réplica, 
referente a cuestiones funcionales, sin estar debidamente auto- 
rizadas. 


Quiere decir que el único que puede hablar por el Ejército 
como un todo es, a nuestro modo de ver, su Comandante en 
Jefe. 


Concluyendo ese primer aspecto nos parece muy claro que, 
sea cual fuere el contenido del discurso, nada tiene que ver con 
esa posible intimidación que es el fundamento de los delitos 
electorales previstos en el numeral 4* del artículo 77 de la 
Constitución. 


Se ha dicho que el discurso pronunciado por el Comandan- 
te en Jefe del Ejército ha sido un ataque a la libertad de prensa. 
De alguna manera, nos sentimos un poco cuestionados porque, 
a esta altura, nos parece imprescindible referirnos al discurso 
como un todo y el Miembro Interpelante ha expresado que es 
un recurso muy manido ir al contexto general -no lo ha mani- 
festado con esas palabras pero fue su idea- para diluir lo que 
surge de determinada disposición. Creemos que no es así, que 
el mensaje que el Comandante en Jefe pronuncia en el Día del 
Ejército, que es cuando se tiene que explayar públicamente 
frente a los soldados y a la sociedad en su conjunto sobre el 
papel del Arma, supone una oportunidad tan especial que, como 
se ha dicho acá, su contenido debe ser contemplado en todos 
sus aspectos como partes integrantes de una unidad. 


Lo primero que quisiéramos subrayar es lo que se expresa 
en la introducción del discurso. Allí dice: «acicateados por la 
increíble sucesión de hechos, muchos de ellos poco explica- 
bles, que la actualidad diaria nos presenta, se extiende una 
voraz inquietud por encontrar razón de ser, ubicación y pers- 
pectivas a los actores en el futuro escenario secular, del mun- 
do, de las regiones, de los países y ámbitos, de la que también 
son presa involuntaria los Ejércitos. 


Es así que tal vez más que siempre, resulte oportuno y 
esclarecedor que en su día el Ejército haga público a través de 
su Comandante, cara al frente y con la responsabilidad atrás, 
una breve autovisión de lo que ha sido y lo que ha dado para la 
Nación en sus 188 años y lo que deberá ser y dar en ese futuro 
incierto mientras ella viva». 


Luego, entre esos factores que condicionan la realidad se 
señala: «Nada fácil ha sido el camino transitado desde Las 
Piedras hasta el presente». 


Más adelante continúa: «No pocas han sido las sorpresas y 
desencantos, ingratitudes e incomprensiones, que los integran- 
tes del Ejército debieron sufrir y superar para no debilitar ese 
espíritu noble de caballero andante que estaba presente en cada 
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combate frente a frente, en cada duelo al amanecer, en cada 
palabra dada, en cada actitud de una vida que no era concebi- 
ble sin el honor de por medio». 


Todavía en esta sesión no se ha aludido al tema del honor, 
al que luego nos referiremos. 


Para no perder el hilo de la argumentación, queremos decir 
que en esa autovisión del Ejército y de las condiciones en que 
debe desarrollar su papel, el Comandante en Jefe destaca en el 
discurso tres factores en que se desenvuelve la acción del Arma. 
En primer lugar, establece que los nuevos conceptos de efi- 
ciencia y eficacia que mencionaba el señor Ministro de Defen- 
sa Nacional y la relación costo-beneficio condicionan de otra 
forma la vida de los hombres, de los países y aun de los Ejérci- 
tos, asimilándose muchas veces cualquier fin a un producto, 
incluso la Defensa Nacional. 


A continuación, se hace referencia a la libertad de informa- 
ción, tema al que volveremos y, posteriormente, al incesante y 
vertiginoso avance de la ciencia y la tecnología que, según se 
establece, han hecho un lógico impacto en los medios bélicos. 


Culmina: «Desenvolviéndose en ese complicado marco de 
factores, muchos de ellos adversos, nada fácil será tampoco el 
camino que impondrá seguramente el siglo XXI al Ejército y 
en especial a sus conductores». 


En suma, aquí se habla de los factores dentro de los cuales 
debe desenvolver su acción el Ejército. Entre ellos aparece el 
famoso párrafo en el que no vemos -así lo interpretamos noso- 
tros- el más mínimo ataque a la libertad de prensa; más bien, 
veo lo contrario y voy a decir porqué. Expresa: «Al mismo 
tiempo una libertad de información compulsiva e irrestricta, a 
la vez que un humanitarismo permisivo han coartado el legíti- 
mo derecho al llamado a responsabilidad cuando de responder 
por los dichos y la ética se trata. Es así que frecuentemente 
algunos medios de comunicación hacen eco a fuentes interesa- 
das sin rostro, ni responsabilidad, ni honor, cuyas medias ver- 
dades y calumnias, debe esperarse que se consuman en su pro- 
pia falsedad a falta de posibilidades de un justo castigo». 


Lo que se quiere decir en cuanto a las condiciones en que 
se desenvuelve la acción del Ejército es que se siente coartado 
el derecho del llamado a responsabilidad; no se cuestiona la 
libertad de prensa consagrada en la Constitución, en forma 
trrestricta. Todos coparticipamos, apoyamos y sustentamos esto 
como uno de los pilares del sistema liberal democrático. La 
Constitución habla de libertad de prensa irrestricta, sin necesi- 
dad de previa censura. También establece que la ley hará res- 
ponsable por los abusos que se cometieran. No existe derecho 
sin una responsabilidad. 


¿Cuáles son las responsabilidades a las que puede referirse 
el artículo 29? Seguramente, otros derechos que también tie- 
nen rango constitucional, empezando por el derecho al honor, 
cuya protección está prevista en el artículo 7* de la Constitu- 
ción. Ahí está el famoso problema de cómo se concilia la 
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libertad de expresión con el honor. Todos tenemos derecho a 
ser protegidos en nuestro honor. Entonces, mencionar que la 
libertad de prensa es compulsiva e irrestricta o decir que es 
absoluta y total, no significa atacarla. Es irrestricta porque así 
lo establece la Constitución. 


No olvidemos, como bien señalaba el señor Senador Santo- 
ro, que los militares se expresan en lenguaje castrense. Motiva 
la referencia que se haya coartado el legítimo derecho al lla- 
mado de responsabilidad. 


Creemos que el derecho al honor es el derecho al propio 
decoro, a que no se nos imponga la ejecución de actos que lo 
disminuyan y, además, como sostenía Justino Jiménez de Aré- 
chaga, a que se nos proteja en el caso de que injustamente se 
vulnere o pretenda vulnerar la consideración que se nos tiene, 
a la cual tenemos derecho. 


Nosotros tenemos leyes en la materia, que cumpliendo el 
mandato del artículo 29 de la Constitución regulan los abusos, 
y tenemos una Jurisprudencia que ha establecido criterios para 
determinar, a la luz de la ley, cuándo se incurre en abusos. En 
un trabajo reciente del doctor Montano resume estos criterios: 
en primer lugar, sostiene que si bien no se puede exigir a la 
prensa que sólo informe aquello que tiene absolutamente pro- 
bado, porque no es el Poder Judicial, debe informar aquello 
que sea verdadero o al menos verosímil. 


Al respecto, nosotros entendemos que la celeridad con la 
cual tienen que manejarse las noticias, realmente impide una 
verificación exhaustiva, por lo cual puede existir una razonable 
duda, pero debe tener una apariencia de verosimilitud. 


En segundo término debe difundir sólo aquello que reviste 
un interés público de que sea conocido. Existen actos de la 
vida privada de una persona que sirven para formarse un juicio 
sobre la idoneidad del afectado para desempeñar una función o 
un cargo público. 


En tercer lugar, debe exponerse la noticia de manera objeti- 
va y serena. Señala que el periodista no debe haber obrado con 
malicia, esto es, con intención de dañar, sabiendo que las ex- 
presiones eran falsas, o con culpa muy grave, es decir, con 
indiferencia total respecto de si eran verdaderas o falsas. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- Formulo moción para que se prorrogue 
el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 
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(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Agradezco al señor Senador Mallo 
y al señor Presidente. 


Todo esto me hace recordar algo que dijo el señor Senador 
Mallo el año pasado en este recinto: el Derecho es lo de más; 
nunca es lo de menos y es el fundamento que inspira esta 
exposición, a la que voy a tratar de poner punto final. 


¿Qué es lo que ha dicho en su discurso el Comandante en 
Jefe? ¿Ha propuesto cambiar las disposiciones que regulan la 
libertad de prensa? ¿Ha sugerido sancionar nuevas leyes? ¿Ha 
incitado a cierta desobediencia? No; simplemente dijo: «debe 
esperarse que se consuman en su falsedad, a falta de posibili- 
dades de un justo castigo». Hasta diría que hay un sentimiento 
dolido de aceptación de una situación y un deseo de remitirse 
al juicio de la historia. 


El señor Senador Santoro ya se ha referido a discursos 
anteriores de otros Comandantes en oportunidades análogas, 
pero sólo voy a mencionar lo que dijo el Teniente General 
Amado el año anterior al conmemorarse el Día del Ejército, el 
18 de mayo de 1998. Concretamente, manifestó: «Hoy también 
existen incomprensiones, calumnias y mentiras. Y aunque la 
institución como tal es y será siempre inmune a todo ello, 
muchos soldados sufren personalmente el oprobio de un juicio 
injusto, interesadamente alimentado por medias verdades y fal- 
sedades absolutas. Fiel al legado de Artigas, el Ejército espera- 
rá en silencio como desde hace 13 años, mirando hacia adelan- 
te, al amparo de los compatriotas verdaderamente orientales, 
que la historia haga justicia con sus fieles servidores». 


No resisto la tentación de repetir estas expresiones, porque 
creo que en ellas está la clave del pensamiento del Teniente 
General Amado: «el Ejército esperará en silencio como desde 
hace 13 años, mirando hacia adelante»...» que la historia haga 
justicia»... Se remite al fallo de la historia. A esta altura cabría 
preguntarse si esa falta de un llamado a responsabilidad que 
siente el Ejército es producto de una paranoia o tiene algún 
fundamento en la realidad. 


Hace dos o tres días, el señor Ministro de Educación y 
Cultura decía muy bien que el militar no está en la misma 
situación que el político o el periodista, que se encuentran en 
una polémica permanente en los medios públicos; es decir, el 
militar no puede salir a contestar cada vez que se lo menciona. 
En aras de la brevedad, no vamos a remitirnos a una larga lista 
de decenas y decenas de titulares -ni hablo ya de los conteni- 
dos- que, en determinada prensa, mencionan reiterada y recu- 
rrentemente al Ejército como una fuerza oscura. Incluso, se ha 
hablado de mafia militar y se le ha dado un sesgo casi conspi- 
racional, cuando hay 14 años de restablecimiento democrático 
que marcan una línea de conducta que se ha mantenido. Y es la 
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línea que sostuvo el Teniente General Amado en su discurso 
de 1998, al decir que es papel del Ejército en la vida institucio- 
nal el sostén de las autoridades legítimas y del orden. Esta 
misma idea se reitera en la conclusiones de ese mismo discurso 
cuando, luego de hacer alusión a las condiciones en que se 
desarrolla la acción del soldado, dice que lo que se debe rei- 
vindicar es la condición humana, los valores del hombre. Eso 
es lo más valioso que el Ejército ha dado: hombres de valores. 
¿Cuáles son los valores del hombre, que menciona en este 
mismo discurso? La libertad, la igualdad -en especial, de opor- 
tunidades- el respeto por la vida, la tolerancia, los derechos y 
deberes, la familia, la propiedad, la seguridad y la paz. Entre 
los valores del patriota, menciona la libertad, la independencia, 
la unidad nacional, la democracia, la República y el bienestar. 


Luego, en la parte final, reitera el concepto expresado el 
año anterior: las Fuerzas Armadas como sostén de las autorida- 
des legítimas y del orden, parte indisoluble de la sociedad, que 
proyecta hombres de provecho, de trabajo y de principios. Y 
termina con un párrafo que me parece muy sugestivo: «Y lle- 
gue también mi mayor confianza en el éxito futuro y en que el 
próximo 18 de Mayo del 2000, en un nuevo milenio, en un 
nuevo siglo, en un nuevo gobierno y con un nuevo Comandan- 
te, como hoy nuevamente todos podremos decir bien fuerte: 
VIVA LA PATRIA. VIVA EL EJÉRCITO. INSTITUCIÓN 
POR SIEMPRE» 


Debo decir, señor Presidente, que mi sensibilidad jurídica, 
más o menos aguzada, y mi sensibilidad democrática no se han 
conmovido en lo más mínimo. Además, creo que es mejor que 
los Comandantes en Jefe digan públicamente lo que sienten los 
soldados, y que no vivan en una República aparte. Me parece 
que es preferible que se haya dicho esto públicamente. No 
debemos olvidar que entre los cometidos del Comandante en 
Jefe del Ejército está el de velar por la moral de sus soldados. 
Lo dice una vieja disposición del Código Militar de 1884, que 
hasta donde me consta nunca ha sido derogada. Me refiero al 
artículo 531, que dice que el Comandante en Jefe debe velar 
por la disciplina y la moral de los soldados. En este sentido, 
creemos que este llamado a los soldados a esperar el juicio de 
la historia no es atacar a la prensa, sino todo lo contrario: es 
levantarles la moral y pedirles que esperen confiados ese juicio 
de la historia. Nosotros casi diríamos que es una obligación del 
Comandante en Jefe hacer esas referencias en sus discursos, 
que están en línea con lo que ha dicho antes y con lo que surge 
de todo ese contexto. 


Quizás sería de orden decir que me resultan satisfactorias 
las explicaciones del señor Ministro. Nosotros creemos que no 
había necesidad de ningún tipo de explicaciones; por eso vota- 
mos en contra de este llamado a Sala. Inclusive, cuando se 
planteó por segunda vez, conocíamos el discurso en toda su 
dimensión. Pensamos que es bueno que se profundice el proce- 
so de reinserción de las Fuerzas Armadas en la sociedad, pero, 
¡cuidado!, no empecemos a dar ni al artículo 77 de la Constitu- 
ción ni a ninguna otra disposición que tipifique conductas de- 
lictivas contornos borrosos, porque de lo contrario nadie va a 
saber definir con precisión a qué se refiere la Constitución 
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cuando habla de actos políticos. En cincuenta años de tradi- 
ción jurídica en nuestro país, en los que han participado los 
más connotados juristas, no conocemos una sola opinión que 
se haya apartado de esta concepción del artículo 77 de la Cons- 
titución, del delito electoral, como aquel que coarta la libertad 
en el sufragio. No son interpretaciones reducidoras. Nada que 
ver con el contenido del discurso. 


Creemos con toda franqueza -y así lo decimos- que aquí se 
ha hecho una tormenta en un vaso de agua, que se ha sobredi- 
mensionado un tema; inclusive, ha habido titulares que habla- 
ron de violación de la Constitución, y de que el Comandante 
en Jefe no podía permanecer un día más en su cargo. 


Queremos decir, señor Presidente, que estamos a años luz 
de ese tipo de interpretaciones tremendistas, que debemos se- 
renar el debate -por supuesto que nadie es dueño de la verdad- 
pero a esta altura sólo nos cabe decir que si de nosotros depen- 
diera, diríamos, lisa y llanamente, que aquí no había necesidad 
de explicaciones. No obstante, puesto que otro fue el criterio 
del Cuerpo y en virtud de que el señor Ministro y sus asesores 
han concurrido y brindado explicaciones que para mí son total- 
mente satisfactorias, nada tengo que agregar. Como muchos 
otros, hemos sufrido en su hora nuestra cuota parte de humilla- 
ción y hoy estamos confiados y seguros del papel que juegan 
las Fuerzas Armadas en el país. Eso es lo que importa y no le 
busquemos la quinta rueda al carro. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Agradezco al señor Senador Bergs- 
tein la atención que ha puesto durante el desarrollo de mi 
discurso. Solamente, deseo hacer referencia a dos de las alu- 
siones que me ha dirigido. 


La primera de ellas refiere al contenido de una cita que 
efectué respecto a un concepto del doctor Jiménez de Arécha- 
ga. Efectivamente, tiene razón, esa cita se redujo a lo que yo 
consideraba, en ese momento, dentro de mi exposición, como 
esencial. Indudablemente, mi intervención incluyó muchas ci- 
tas, y si en cada caso hubiera tenido que leer párrafos comple- 
tos, probablemente la extensión de mi exposición hubiera sido 
mucho mayor. 


SEÑOR MALLO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR CARVALHO.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR MALLO.- Simplemente, para efectuar unas peque- 
ñas acotaciones -a cuenta de mayor cantidad- a las expresiones 
del señor Senador Bergstein. 
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Me sorprende el cambio de posición que ha tenido el Parti- 
do que integra el señor Senador Bergstein porque, con relación 
a la actuación de los militares en política, no me voy a referir 
al doctor Jiménez de Aréchaga, sino a lo que opinaba José 
Batlle y Ordóñez, quien no tenía la misma interpretación que 
el citado señor Senador. 


Además, deseo señalar que me alegra mucho su homilía 
laica en defensa de la libertad para los integrantes del Ejército, 
que quiebra la tradición originaria del Partido que representa 
el señor Senador Bergstein. Cuando Glauco Larre Borges fue a 
visitar al doctor Herrera, lo pasaron a disponibilidad; asimis- 
mo, cuando el Teniente Arturo Roselló le dio su hijo de ahija- 
do al doctor Herrera, lo dieron de baja, así como también a los 
oficiales que habían concurrido al bautismo. Ahora me alegra 
mucho que tengan ese espíritu de libertad. 


Sostengo -porque voté en contra de la interpelación- que 
las relaciones con el Ejército deben ser muy cautelosas. Cuan- 
do se presentó en la Legislatura anterior un proyecto de ley y 
concurrió un Ministro a la Cámara de Representantes para opa- 
car, oscurecer y disminuir la función del Ejército, creando una 
Guardia Nacional, tuve el honor de oponerme -en ello me acom- 
pañó la unanimidad de la Comisión de Constitución de la Cá- 
mara de Representantes- y esa iniciativa se frustró. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Volviendo a lo anterior, quiero de- 
cir que con la misma atención con que el señor Senador Bergs- 
tein siguió esa parte de mi exposición, en la que se incluía una 
cita -al igual que muchas otras que hice, reducida a lo que para 
mí era esencial- seguramente habrá notado también que inme- 
diatamente después señalé que me estaba refiriendo a la evolu- 
ción de nuestro régimen institucional en materia de normas 
relacionadas con el sufragio. Por lo tanto, creo que de alguna 
manera eso excluye toda interpretación que pueda hacerse en 
otro sentido que no sea el correcto. 


Por otro lado, el señor Senador Bergstein también se refirió 
a que yo había mencionado una resolución de la Corte Electo- 
ral, respecto al caso del Capitán de Navío Gastón Silbermann. 
Deseo leer esa resolución, que tengo aquí en mi poder, porque 
cuando hice alusión a esto lo hice muy conscientemente. La 
Corte Electoral falló, y lo hizo declarando que «el acto de 
suscripción de la solicitud de referéndum por parte del Capitán 
de Navío Gastón Silbermann, denunciado en estos obrados, se 
incluye entre los prohibidos por el numeral cuarto del artículo 
77 de la Constitución y encuadra por tanto en la conducta 
delictiva que dicho artículo incrimina». Quiere decir que es un 
fallo, y declara delito la conducta asumida en ese caso por el 
Capitán de Navío Silbermann. Es verdad que luego declaró 
que no se configuraba la culpabilidad por ausencia de inten- 
ción dolosa, pero la declaración de que se había cometido un 
delito, existió. 
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Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción de orden llega- 
da a la Mesa. 


(Se lee:) 


«Mocionamos para que en caso de que el Senado 
quede sin número, se continúe con el tratamiento de 
este asunto en la sesión del martes 8 de junio». Firman 
los señores Senadores Sarthou, Couriel y Carvalho». 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-12 en 30. Negativa. 

SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ITURRIA.- Señor Presidente: el análisis del dis- 
curso del señor Comandante en Jefe del Ejército, a mi enten- 
der, es lo esencial, porque es la cuestión que centra esta inter- 
pelación. Conozco al señor Miembro Interpelante desde hace 
muchos años, sé de su honestidad personal y no tengo dudas 
de que en esto no hay ninguna intención, sino la propia que le 
da el derecho de llamar a un Ministro a Sala. También conoz- 
co al señor Ministro, quien es un hombre de derecho al igual 
que el Miembro Interpelante. Asimismo, en este ámbito y en la 
forma en que se ha discutido el tema, es como deben hacerse 
las cosas, es decir, en la interrelación de los Poderes, frente a 
situaciones que a veces no tienen tanta relación con el episodio 
en sí mismo, sino con antecedentes, con recuerdos, con el pa- 
sado, con fantasmas y con situaciones que naturalmente pertur- 
ban a veces el ánimo o el entendimiento. 


Que el Ejército es una Institución, lo dice el discurso, y 
nosotros creemos que es así. Inclusive, nos remitimos al dic- 
cionario de la Real Academia para ver qué se entendía por 
institución, y vimos que una de las acepciones encaja exacta- 
mente en la figura de las Fuerzas Armadas, cuando dice que es 
institución cada una de las organizaciones fundamentales de un 
Estado, nación o sociedad. 


Muchas veces se ha discutido si deben o no existir Fuerzas 
Armadas, y este tema también se analizó en la primera Cumbre 
de Ministros de Defensa llevada a cabo en 1995 en Williams- 
burg, convocada por el Ministro de Estados Unidos de aquel 
entonces. En dicha oportunidad, cada uno opinó libremente, 
porque no había ámbito de decisión, y fue unánime la opinión 
acerca de su necesidad, por distintas razones, ya sea históricas, 
culturales y prácticas. Asimismo, las naciones del Caribe y de 
Centroamérica agradecieron mucho la presencia de los países 
del Sur, dado su peso específico mayor en temas de esta jerar- 
quía. 
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Esta Institución también fue defendida cuando se habló de 
seguridad colectiva, porque entendemos nosotros -y lo enten- 
dió el Poder Ejecutivo- que la defensa nacional es uno de los 
derechos-deberes que la condición de un Estado soberano tie- 
ne para sí y no puede delegar en nadie. 


Es un poco lo que decía el señor Senador Santoro cuando 
hablaba de la función disuasiva de las Fuerzas Armadas y la 
necesidad de mantener ese conjunto que nace -como bien se 
dice en el discurso- en la primera etapa, cuando aún no estaba 
el Estado, es decir cuando no existían academias militares; por 
supuesto, no existía el Estado organizado como tal, pero sí el 
soldado ciudadano o el ciudadano soldado, como se le quiera 
llamar. En este sentido, es lindo ver, leer o releer la comunica- 
ción que Artigas envió al Paraguay y al, señalar la necesidad 
de constituir Fuerzas Armadas para defender o lograr la inde- 
pendencia nacional en la Banda Oriental, dice: «Proclamé a 
mis paisanos convidándoles a las armas; ellos prevenían mis 
deseos y corrían de todas partes a honrarse con el bello título 
de soldado de la patria, organizándose militarmente en los mis- 
mos puntos en que se hallaban cercados de enemigos, en tér- 
minos que en muy poco tiempo se vio un ejército nuevo, cuya 
sola divisa era la libertad.» Y agrega después: «Permítame 
usted que llame un momento su consideración sobre esta admi- 
rable alarma que simpatizó a la campaña toda y que hará su 
mayor y eterna gloria. No eran los paisanos sueltos ni aquellos 
que debían su existencia a su jornal o sueldo los que sólo se 
movían; vecinos también, establecidos, poseedores de buena 
suerte y de todas las comodidades que ofrece este suelo, eran 
los que se convertían repentinamente en soldados, los que aban- 
donaban sus intereses, sus casas, sus familias, los que iban 
acaso por primera vez a presentar su vida a los riesgos de una 
guerra, los que dejaban, acompañados de un triste llanto, a sus 
mujeres e hijos, en fin, los que sordos a la voz de la naturaleza 
oían sólo la de la patria.» 


Se trata, entonces, de instituciones que han tenido una legí- 
tima aparición tiempo antes del propio Estado oriental. 


Lo mismo sucedió con los Corsarios de Artigas, que consti- 
tuyeron la Armada Nacional en su primera etapa. Una institu- 
ción así, con ese origen, necesita una conducción que es dada 
por todo el sistema jurídico, es decir, la Constitución, la Ley 
Orgánica de las Fuerzas Armadas, las leyes de cada Fuerza, los 
Reglamentos, etcétera. 


Cuando tuve el honor de trabajar junto a las Fuerzas Arma- 
das en el Ministerio de Defensa Nacional, no me gustaba decir 
-como se suele hacer- que esta Institución está sometida al 
poder político; prefería manifestar que lo está al sistema de 
derecho, a la organización jurídica nacional, a la que también 
se deben desde el Presidente de la República hasta el último 
ciudadano, cada uno en el cumplimiento de sus funciones en la 
sociedad. Es claro que han habido episodios de toda naturale- 
za, que generan recuerdos y enfrentamientos. El deber de los 
políticos, de los gobernantes, de los estadistas, es ir conducien- 
do los hechos de manera tal que los aspectos positivos nos 
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unan y todo aquello que nos ha dividido vaya quedando por el 
camino. 


Evidentemente, si se trata de conducir una institución del 
volumen del Ejército, la Armada Nacional o la Fuerza Aérea, 
quien tiene la obligación de hacerlo -utilizando un conjunto de 
medios materiales y de seres humanos- bajo las normas jurídi- 
cas que los regulan y cumpliendo con sus objetivos, su organi- 
zación, su mando y su orientación, está realizando una activi- 
dad que considero es política. No sólo se trata del ámbito de 
las Fuerzas Armadas; lo mismo sucede en una institución cul- 
tural o deportiva, en un gremio o en cualquier lugar en donde 
haya un conjunto numeroso de personas y alguien que tenga la 
facultad jurídica de conducirlos, porque allí también se desa- 
rrollará la actividad política como tal. 


El señor Senador Bergstein me ahorró comentarios al anali- 
zar los artículos 61 y 182 de la Ley Orgánica de las Fuerzas 
Armadas, que claramente establecen las circunstancias en las 
cuales no puede haber actividad político partidaria. Allí se 
establece la posibilidad de que el militar pueda pasar a dispo- 
nibilidad y ejercer la política. Precisamente, en 1958 se dio el 
caso de un Capitán de Navío que solicitó el pase a disponibili- 
dad, se lo demoraron y, como incursionó en política, fue arres- 
tado; finalmente -como siempre sucede- el Derecho prevaleció 
y ese ciudadano ejerció la actividad política. 


Una de las acepciones de «política» es «arte, doctrina u 
opinión referente al gobierno de los Estados», pero también 
hay otra por la que se entiende como el «arte O traza con que 
se conduce un asunto o se emplean los medios para alcanzar 
un fin determinado». Esta última acepción era a la que me 
refería y, naturalmente, un Comandante de una Fuerza como el 
Ejército o la Armada es, en el sentido amplio de la acepción 
política, un referente político. Él tiene que conducir y mante- 
ner una relación con toda una organización a la que, de acuer- 
do con el sistema, se le ha dado la posesión de la fuerza para 
usarla legítimamente. Por lo tanto, el mando superior tiene esa 
otra tarea -que por supuesto no es fácil- de conectarse con los 
agentes políticos y la sociedad civil, haciendo un trabajo de 
unión, de entendimiento y de adaptación. 


Cuando los Ministros de Defensa Nacional -desde 1985 a 
la fecha- tuvieron que sancionar, lo han hecho. Por supuesto 
que no lo han hecho porque el aplicar una sanción suponga 
demostrar poder, sino porque a veces es necesario aplicar el 
derecho y lo que se hace es corregir una actitud o una conduc- 
ta. Y así lo hemos hecho. Debemos decir que ningún caso es 
igual a otro; todos aquellos que tienen conocimientos de Dere- 
cho y lo han practicado, saben que cada caso posee connota- 
ciones propias y depende del momento, de la oportunidad, 
etcétera. Muchas veces, el mando superior discrepa con los 
Comandantes; hay diferencias y también enojos. 


Se habla como si las Fuerzas no estuvieran insertas en la 
sociedad, pero personalmente creo que sí lo están. También es 
cierto que hay timideces comunes y que, a veces, existe falta 
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de diálogo entre unos y otros, porque se trata de profesiones 
distintas, que tienen conformaciones diferentes y, por lo gene- 
ral, las personas se relacionan en virtud de identidades de gus- 
tos, de trabajo, de aptitudes o de edades. Justamente, entre 
civiles y militares no hay mayor entendimiento porque falta 
quien procure el encuentro. 


Recuerdo que un día el doctor Tabaré Vázquez me llamó 
por teléfono para solicitar una entrevista con los Comandantes 
en Jefe. Yo lo recibí en mi despacho, donde por supuesto 
hablamos de política, y luego organicé una reunión con los tres 
Comandantes en ese mismo lugar. Entendí que esta actitud era 
válida porque se trataba del Presidente de un partido político, 
y considero que los partidos políticos son parte esencial en la 
vida de la Nación y están en el sistema orgánico de Derecho. 
Es así que los recibí y luego fui criticado por alguno de los 
correligionarios, pero creí que hacía bien al actuar de esta 
manera. 


Como bien decía el señor Senador Korzeniak, lo que tene- 
mos que hacer es tratar con naturalidad los temas; esa naturali- 
dad reside en saber que existen profesiones distintas, que cada 
uno tiene un rol en la sociedad y que debe cumplirlo. No 
puede negarse que aquello en lo que insisten la Constitución, 
la Ley y el Reglamento es en la prohibición de actividades 
político partidarias, que son distintas que la acción política. No 
olvidemos que toda actividad está conducida. Por ejemplo, el 
Teniente General Amado es Presidente de la Federación Uru- 
guaya de Deportes Ecuestres del Uruguay y allí hará actividad 
política en el sentido de que este tipo de deportes tengan su 
mejor ámbito de desarrollo, que haya deportistas y se logren 
éxitos para el Uruguay, obtenidos por aquellos que compitan 
internacionalmente, al igual que en otras tantas tareas. 


Recuerdo bien que en los años sesenta, época tan conocida 
y una de las tremendas crisis que el Uruguay vivió, había una 
erradicación de la política. Muchos discursos empezaban con 
el ciudadano que subía a la tribuna diciendo: «yo no soy políti- 
co». En esa época murieron varios líderes fundamentales para 
la historia del país, como Herrera, Luis Batlle, Fernández Crespo 
y Nardone, y la falta de esos referentes seguramente influyó 
mucho en la opinión pública, que requiere figuras que conciten 
la atención generalizada y sean una esperanza en la realización 
de los fines comunes. ¿Qué fue lo que pasó? Todo el mundo 
criticaba la acción política, como si «política» fuera una mala 
palabra. Los militares tienen tendencia a eso. Antes, ahora y 
siempre que hablo, digo que la política es una actividad propia 
de los seres humanos en sociedad y la desarrolla todo el mun- 
do, no sólo quienes integran los partidos políticos o los que 
hacen política partidaria. La política es la acción normal de 
una sociedad. Es un término cuyo origen es «polis». 


Las Fuerzas Armadas reciben muchos ataques por esos re- 
cuerdos del pasado y por culpas que, a veces, son ajenas o 
comunes. Si alguna crítica como uruguayo me hago, es que 
somos excesivamente críticos y poco autocríticos. En esa con- 
dición de criticar a los demás, las Fuerzas Armadas muchas 
veces son sometidas a ataques porque hicieron o porque no 
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hicieron, y tienen que guardar silencio. El hecho de que el 
Comandante haga una reflexión o una referencia a los malos 
periodistas no está ofendiendo, porque si somos -como debe- 
ríamos serlo- amplios en la consideración de la libertad de 
prensa, también tenemos que admitir el derecho a hacer juicios 
que pueden ser contrarios a la actitud de un medio, una perso- 
na o un periodista. Es parte del sistema, de la libertad de 
expresión y de la libertad de comunicación. Además, para que 
no haya problemas o enfrentamientos con quienes no pueden 
hablar más que en condiciones muy limitadas -como lo han 
dicho en Sala varios señores Senadores- hay que tratar de no 
ponerlos en la condición de víctimas silenciosas de ataques, 
por hechos que muchas veces no tienen que ver con la razón. 


Recuerdo que fue muy cuestionado, por ejemplo, el episo- 
dio del derrame petrolero del «San Jorge», pero el tiempo y las 
opiniones de los técnicos extranjeros demostraron que había 
habido una impecable acción en beneficio de la comunidad por 
parte de la Armada Nacional y también por fuerzas de tierra. 


Las Fuerzas Armadas en las misiones de paz -insisto mu- 
cho en eso y quizás soy reiterativo y aburrido, pero lo hago 
porque lo vi, lo comprobé y lo escuché por parte de políticos, 
militares y diplomáticos, y lo viví en el lugar de los hechos- 
han hecho una gestión estupenda. Son parte de la misma socie- 
dad; si el Uruguay da buenos arquitectos, químicos, ingenieros 
y políticos, ¿por qué no va a dar buenos militares? Nuestro 
sistema de personal subalterno como voluntario contratado es 
una gran cosa; tan es así que el mundo está ahora tendiendo a 
eliminar el sistema de conscripción. Gracias a la preparación o 
a la manera de ser tan uruguaya de nuestros soldados y oficia- 
les, han constituido una de las presencias internacionales más 
importantes de los últimos años. Pienso que le ha hecho mucho 
bien al Uruguay, ya que lo hizo conocer en un ámbito y en un 
medio donde pueblos más desgraciados que el nuestro están 
intentando encontrar los caminos de la paz y el entendimiento. 


Cuando pude apreciar lo que era Angola, sus posibilidades 
y su situación, me di cuenta más que nunca de que la violencia 
sólo conduce a la destrucción, a la eliminación de toda posibi- 
lidad del ser humano para realizar su futuro. 


Un Comandante en Jefe tiene que decirle algo a su gente. 
Creo que en las expresiones del discurso en cuestión no hay 
más que un comentario que tiene carácter político, pero no 
político partidario, y que no afecta las relaciones del Uruguay 
de hoy entre los militares y el poder político, como no afecta la 
conducción del señor Ministro de Defensa Nacional. Creo que 
ha sido suficientemente explicado y que, en la forma en que ha 
sido tratado en este ámbito, no va a ofender a nadie y sí va a 
significar un esclarecimiento. Por estos motivos, me felicito de 
integrar este Cuerpo, que ha tratado el tema con tanta altura. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR SARTHOU.- Quisiera decir algo más testimonial 
que argumentativo, en la medida en que en el día de hoy he 
compartido las expresiones del Miembro Interpelante, espe- 
cialmente las conclusiones finales, en las que identificaba la 
conducta atribuida a los militares con lo planteado por el doc- 
tor Chiarino, con límites en cuanto a su intervención en aspec- 
tos que tienen que ver con la vida política del país. 


Es cierto que se trata de una interpretación civilista, demo- 
crática, constitucional, pero ¿qué otra interpretación podemos 
hacer? Interpretamos en función de los hechos que nos han 
dolido en nuestro país. Una interpretación no civilista, no cons- 
titucionalista, determinó que el poder político fuera expropia- 
do en un período por las Fuerzas Armadas. Uno lo siente cuan- 
do está analizando el tema, no porque piense que se pueda 
plantear la misma situación, pero sí porque cualquier desvío o 
idea que de alguna manera pueda significar una posibilidad de 
salir del cauce técnico que corresponde a un servicio militar, 
dentro del cuadro constitucional, nos parece riesgoso. Por eso 
empleamos una interpretación civilista, democrática y constitu- 
cionalista al analizar este tema. 


Se nos dice que es una institución y que, inclusive, hizo 
nacer a la patria. Sin embargo, existen otras instituciones. Si 
queremos manejarnos sociológicamente, debemos decir que la 
escuela, la Universidad y el sindicalismo son instituciones. Hay 
una pluralidad de instituciones que crearon esta patria. El tema 
es cómo están insertas en el cuadro de una interpretación de- 
mocrática de la sociedad, porque ésta debe empezar por respe- 
tar el texto constitucional y no insuflar concepciones que pue- 
den tener una legitimación desde el punto de vista del pensa- 
miento de cada uno, pero que no responden a la estrictez de 
una interpretación jurídica. 


Consideramos que el Estado tiene sus cometidos. Así como 
la salud, la enseñanza y las obras públicas son cometidos, tam- 
bién lo es la «seguridad en el exterior», y ahí me ciño a la 
terminología de la Constitución. Nosotros hicimos una inter- 
pretación mesiánica del Ejército y de las Fuerzas Armadas, 
que crearon la idea de la seguridad nacional, lo que supuso una 
intervención prácticamente hegemónica y total de cómo debía 
ser el Estado; creemos que la interpretación debe ceñirse a un 
concepto que tenga que ver con el cometido técnico, que es el 
de la seguridad en el exterior. Tenemos una diferencia cuando 
se nos habla de defensa nacional, porque la Constitución habla 
de «seguridad en el exterior» y no de defensa nacional. Esto 
tiene importancia, porque la idea de defensa supone la capaci- 
dad de apreciar los contenidos de cómo se defiende, desde el 
punto de vista del Ejército, cuando los cometidos sobre cómo 
debe ser la seguridad en el exterior son los que pueda tener el 
ministerio civil, en el que está inscripto el servicio técnico del 
Ejército. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria.) 
-Esto que parece de Perogrullo, pero es la realidad, tiene 


suma importancia, porque el concepto de cómo debe operarse 
la seguridad en el exterior lo debe determinar el ministerio 
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civil, ya que en nuestro sistema constitucional no existen más 
que Ministerios, Entes Autónomos, Servicios Descentraliza- 
dos, etcétera. No existe una entidad constitucional Ejército, 
sino que es un servicio técnico de funcionarios que no pueden 
ser distintos -por un principio de igualdad de funcionamiento 
determinado por la Constitución- de los funcionarios educado- 
res del Ministerio de Educación y Cultura o de los médicos del 
Ministerio de Salud Pública, quienes merecen el mismo respe- 
to y la misma condición. El hecho de tener las armas no cam- 
bia ni puede otorgar, en una sociedad democrática, ningún rol 
de privilegio. Se trata de un fenómeno de hecho, no de derecho 
y los medios que tienen los funcionarios para accionar no cam- 
bian su rol en la sociedad, porque entonces, los médicos ten- 
drían la capacidad de no atender a los pacientes. Es decir que 
los medios de poder no alteran la mecánica del rol que los 
funcionarios deben cumplir en la sociedad. 


Esto que sostenemos nos hace negar que las leyes de presu- 
puesto que otorgaron a las Fuerzas Armadas cometidos sobre 
el desarrollo económico, sean realmente constitucionales. En 
el texto constitucional no hay respaldo para otorgarles roles en 
el plano económico. A lo que se refiere el texto constitucional 
es únicamente a la intervención en la seguridad, en los servi- 
cios de seguridad. Sin duda que aportarán al ministerio civil de 
defensa los elementos técnicos correspondientes a ella, porque 
ese es su papel, de la misma manera que los educadores harán 
aportes técnicos de sus disciplinas al Ministerio de Educación 
y Cultura. 


Entendemos que esto es algo muy importante para situar el 
tema, porque tampoco se encuentran en los textos constitucio- 
nales normas que regulen esta situación en forma distinta. El 
artículo 61 en materia de funcionarios se refiere a todos, cual- 
quiera sea su ubicación en el cuadro de Ministerios que tiene 
el Estado. Así, nos planteamos si los términos en que se expre- 
só el señor Comandante en Jefe estaban comprendidos dentro 
de ese rol técnico que le corresponde de acuerdo con la estruc- 
tura de los textos constitucionales. Nos parece que no. Consi- 
deramos que no puede ser el papel de un funcionario de la 
máxima jerarquía el enjuiciar el sistema de libertades de pren- 
sa O determinadas doctrinas filosóficas diciendo, por ejemplo, 
que el materialismo está equivocado. Digo esto porque ese no 
es el cometido propio del militar, que debe opinar sobre los 
temas que tienen que ver con la defensa. Al respecto, me pre- 
gunto si a un jerarca del Ministerio de Salud Pública o del 
Ministerio de Educación y Cultura se le permitiría hacer pro- 
nunciamientos de este tipo en un discurso oficial. Personal- 
mente, creo que no y voy a explicar por qué. No hace mucho 
circuló una nota en materia educativa por la que se prohibía a 
los funcionarios educadores concurrir al Parlamento, en caso 
de ser citados, sin previa autorización del CODICEN. Sin em- 
bargo, no ví que nadie criticara esta medida. Esto significa que 
mientras el funcionario máximo de las Fuerzas Armadas pue- 
de, en un discurso oficial, pronunciarse -sin que nadie sepa lo 
que va a decir- sobre temas nacionales ajenos a su cometido 
técnico, funcionarios pertenecientes a otro Ministerio no pue- 
den venir al Parlamento y hacer declaraciones sin pedir, pre- 
viamente, autorización. No entiendo esta incongruencia. Pen- 
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samos que el artículo 58, que ha sido planteado para otros 
objetivos, alcanza para esta situación ya que establece, en for- 
ma reglada, la manera de actuar del funcionario en relación 
con la función. Este artículo no permite a un funcionario públi- 
co actuar en forma discrecional sobre cualquier tema; debe 
hacerlo de manera reglada, ya que establece que en los lugares 
y horas de trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la 
función, reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo 
de cualquier especie. La expresión «ajena a la función» signifi- 
ca Opinar, por ejemplo, sobre si el humanitarismo es o no 
aceptable o si algunos medios de comunicación respetan los 
principios de la libertad de prensa. Esto es ajeno a la función 
del Comandante en Jefe. Por lo tanto, si una disposición cons- 
titucional prescribe esto para cualquier funcionario de cual- 
quier repartición ¿por qué vamos a permitirlo, como situación 
de excepción o privilegio, para un militar? Aclaremos que el 
texto habla de «fines de proselitismo de cualquier especie», o 
sea que ni siquiera lo hace respecto del fin electoral que se 
manejó en relación al artículo 77. Esto no lo digo yo, sino el 
doctor Jiménez de Aréchaga, quien comentando la disposición 
expresa que el nuevo texto declara ilícito, no sólo el proselitis- 
mo político sino, de una manera mucho más imperiosa que el 
texto anterior, el proselitismo de cualquier naturaleza. Esto es 
un proselitismo de cualquier naturaleza. No vamos a discutir si 
repercute o coarta el acto electoral, pero no cabe duda que 
trata de atraer apoyo para una línea que implica descartar una 
doctrina filosófica. Con respecto al proselitismo voy a citar 
también a Jiménez de Aréchaga, que en la página 206 de «La 
Constitución Nacional» de 1952 expresa que es el celo de 
ganar partidarios para una fracción, parcialidad o doctrina. El 
motivo no tiene por qué ser simplemente electoral, como para 
reducir el alcance del artículo 77 a dicho tema o a una doctri- 
na. El rol del Comandante en Jefe no es procurar, con su 
discurso, un apoyo a una doctrina de interpretación de la reali- 
dad del país o del régimen de libertades. En realidad, no hay 
libertad de expresión; la misma está reglada. Así, reitero, a los 
educadores se les prohíbe incluso venir a declarar a una Comi- 
sión parlamentaria sin previo consentimiento de sus jerarquías. 
Entonces, no hay libertad de expresión sino, repito, libertad 
reglada. Fuera de la función, podemos manejar la disposición 
que habla de libertad de expresión, porque la persona no tiene 
únicamente ese único tiempo de vida. En el período de existen- 
cia que desempeña un papel funcional, tiene una libertad regla- 
da, que es legítima, porque hay un interés del Estado en que 
los servicios funcionen de una determinada manera. Por lo 
tanto, no se está anulando la libertad de expresión, sino que se 
la admite reglada en el marco de la función, tal como lo esta- 
blece el artículo 58. 


Entendemos que aquí se ha producido, sin duda, una forma 
de actuación que no puede ser tomada como un privilegio 
otorgado a ciertos funcionarios por el hecho de que pertenez- 
can a una institución castrense que si bien muchos entienden 
que tiene un rol excepcional, creemos que no es así y que es 
distinto al que tenía cuando nació la Patria. Actualmente, de- 
bemos tratar que sea el Derecho Internacional el que resuelva 
las cosas y no la fuerza y no vernos en la situación de defen- 
dernos de ella. 
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Cuando se apostó al nacimiento del Derecho Internacional, 
muchas veces se consideró que esto iba a eliminar los proble- 
mas. Lamentablemente, acontecimientos como los de Yugosla- 
via demuestran lo contrario. Sin embargo, el avance del Dere- 
cho Internacional debe ir limitando nuestros cometidos para 
resolver los problemas por la vía de la defensa de la agresión. 


Entonces, sería un cometido de la misma jerarquía que otros 
del Estado y tendríamos que aplicar, en base a un principio de 
igualdad, las mismas condiciones que se le exigen a otros fun- 
cionarios. 


Es por estas razones que nosotros creemos que habrían 
tenido que ser observadas esas expresiones. Además, el hecho 
de que esto se produzca una vez, puede generar otros hechos 
similares, debilitándose así la estrictez de que el rol tiene que 
estar reservado a lo técnico. Si hoy se admite una situación de 
este tipo, es posible que mañana se produzca nuevamente y así 
iremos perdiendo el cauce en el sentido de que todas estas 
actividades del Estado están planteadas en el marco de los 
ministerios de la actividad civil y nadie debe tener más faculta- 
des que las que poseen los funcionarios de los respectivos 
servicios. Entonces, si algo tiene que canalizarse, debe ser a 
través del Ministro del ramo. Digo esto porque la interpreta- 
ción de los temas fundamentales en un sistema democrático es 
política, y para ello los datos técnicos que aporte el Ministerio 
de Defensa Nacional tienen que pasar a través del matiz de la 
fuerza que, cuando logra el poder, tiene el derecho de orientar 
y de dirigir todas las áreas de la actividad, como la salud, la 
educación, y también todo lo que tiene que ver con la seguri- 
dad en el exterior, en ese plano técnico-militar. En definitiva, 
esa es la estructura que nosotros tenemos planteada. 


Por lo tanto, en defensa de esa interpretación necesaria- 
mente civilista de todo el quehacer del Estado, pensamos que 
debería haberse efectuado una observación por haber salido 
del cauce de la función reglada que correspondía al máximo 
jerarca del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑORA ARISMENDI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: debo decir que 
tengo serias dudas sobre la oportunidad política y la conve- 
niencia de este intercambio que pensábamos tener con el Poder 
Ejecutivo acerca de este tema. Estuve meditando sobre el mis- 
mo y llegué a la conclusión, una vez más, de que le hace bien a 
la democracia el hecho de que el Poder Ejecutivo, ya sea por 
uno o varios de sus Ministros, concurra al Parlamento, donde 
se le interroga y brinda respuestas sobre diversos aspectos. 


Aparentemente -esa sería la intención- la opinión pública, 
la ciudadanía, el pueblo en su conjunto, toma conocimiento así 
de las ideas que se ponen de manifiesto, de las razones que 
llevan a tal o cual actitud, de las bases que conducen a actuar o 
estar omisos ante determinados hechos. 
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Como es sabido, no soy abogada y, por lo tanto, no voy a 
incursionar en aspectos jurídicos. Diversos señores Senadores 
de mi Bancada y de otros partidos interpretaron y formularon 
hipótesis que, en cada caso, parece que van cambiando. Al 
respecto, a los que no somos abogados nos asalta una cierta 
curiosidad cuando escuchamos interpretar los mismos numera- 
les de iguales artículos de la Constitución o de las leyes según 
de quién estemos hablando o de qué hecho estemos analizan- 
do. Por todo esto, repito, no voy a hablar como abogada. 


Sin embargo, siento la necesidad de expresarme de una 
manera distinta, como ciudadana, como mujer y como parte de 
un mundo cotidiano con el que siempre estamos vinculados y 
del que formamos parte, aún cuando entramos a este Recinto. 


Me pregunto: ¿podemos -con todo el respeto que me mere- 
ce el señor Ministro- con la respuesta y la fundamentación que 
hemos escuchado, dar vuelta la hoja? ¿Somos un país sin his- 
toria, sin memoria y sin piel? Digo esto porque hay un tema 
que quiero incorporar, que no es jurídico y que podría formar 
parte de algunas elaboraciones o desarrollos del pensamiento, 
con aspectos psico-sociales en los que no quiero profundizar 
pero que tienen que ver con la epidermis de todos nosotros, los 
uruguayos, frente a determinados hechos. Quien habló, no fue 
cualquier funcionario público, ni tampoco cualquier jerarca de 
los que abarca el numeral 4) del artículo 77, aunque, de repen- 
te, desde el punto de vista jurídico -y mis compañeros aboga- 
dos me corregirán si me equivoco- todos están en el mismo 
rango con respecto al citado artículo, que ha sido tan meneado 
en estos cinco años. 


Ante este hecho, me pregunto para quién habló el Coman- 
dante en Jefe del Ejército. ¿Lo hizo para los medios de comu- 
nicación? ¿Fue para ejercer presión sobre ese aspecto? ¿Fue 
para generar opinión en la ciudadanía? Digo esto porque pien- 
so que todos estamos de acuerdo en que este fue un acto y un 
pronunciamiento político, además de una toma de posición. Lo 
que se dijo se puede compartir o no, pero esa es otra discusión. 
Pero, en definitiva, cuando se expresa públicamente una posi- 
ción, se intenta -con suerte o sin ella- ejercer el derecho de 
expresarse, como se ha dicho en Sala, pero también se preten- 
de generar determinada opinión. Ahora bien; ¿se pretendió ge- 
nerar la opinión de quién? ¿De la ciudadanía? ¿O se quiso 
promover una opinión dentro de las Fuerzas Armadas? Si fuera 
así, ello me preocuparía aún más. Aquí se ha dicho que el 
señor Comandante es el portavoz del Ejército y, ante esto, mi 
compañero, el señor Senador Korzeniak, preguntaba si se ha- 
bía consultado a toda la Fuerza a ese respecto. ¿Tenemos la 
seguridad de que, efectivamente, sea así y que esté represen- 
tando el pensar y el sentir de todos los funcionarios que estén 
bajo su mando? Sinceramente, no lo sé. 


También es verdad que, desde el lugar que ocupa y con el 
peso que tiene, a ninguno de los que estamos acá -ni a ningún 
uruguayo- se nos escapa que su opinión no es la de cualquiera, 
como tampoco lo es para sus subordinados. Además, para la 
formación que se desprende de cada acto político -porque to- 
dos estos lo son- y para la conciencia democrática de las Fuer- 
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zas Armadas de este país, no es poco importante que su Co- 
mandante en Jefe realice este tipo de afirmaciones. 


Han habido distintas interpretaciones, algunas desde el punto 
de vista de los sentimientos, otras teniendo en cuenta las lectu- 
ras que se hacían de esas expresiones, sobre qué quiso decir e, 
incluso, se vinculó estas palabras con discursos anteriores. Sin 
embargo, hay algo escrito «negro sobre blanco» que es que, 
cualquiera que haya cursado primaria en este país y tenga un 
cierto nivel de comprensión lectora, sabe a quién se dirige 
cuando habla de determinadas cosas. 


Entonces, podemos discutir sobre la libertad de pensamien- 
to y de expresión, pero el tema sigue preocupándome. He es- 
cuchado versiones -no en este Recinto, sino fuera de él- en el 
sentido de que el Comandante en Jefe habló para las Fuerzas 
Armadas, en una forma «didáctica» desde el punto de vista de 
su posición frente a dichas Fuerzas, orientando y dando tran- 
quilidad. 


Me preocupa que incursionemos -y así lo hacía el señor 
Ministro- en señalar que no hay censura previa y otra serie de 
cosas. Quizás podríamos debatir ese tema en otra oportunidad 
en el sentido de cuán libre es la libertad de expresión y de 
comunicación y cuáles son los caminos por los que uno tiene 
que transitar para poder comunicarse con los demás; pero so- 
bre lo que ninguno de nosotros tiene dudas es que si habla el 
Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas y dice determina- 
das cosas, el poder de comunicación es muy grande. Aquí se 
dijo con mucha razón que no fue sólo para dentro del país, 
sino que para fuera también. 


A veces nos cuesta situarnos a la altura de esta época verti- 
ginosa, con un desarrollo maravilloso de la tecnología, y deba- 
timos temas como la reproducción humana asistida, sobre el 
que a algunos les cuesta ponerse a ritmo. En este Cuerpo se ha 
dicho que no debemos politizar tal o cual tema; esto lo he 
escuchado por parte de numerosos señores Senadores, como si 
lo que hiciéramos nosotros acaso no fuera político. Entonces, 
quizás me afiliaría al desarrollo que hacía el señor Senador 
Iturria, pero como no soy jurista me preocupa otro aspecto. 
¿Qué le estamos diciendo a la población? ¿Qué le estaba di- 
ciendo el Comandante en Jefe del Ejército? 


Por otra parte, aquí se planteó el problema de no enrarecer 
el ambiente, de no arrojar dudas. Entonces, yo me pregunto: 
¿quién enrarece? ¿Quién arroja dudas? ¿El que pregunta por 
qué se permitió hacer esto, como lo dijo el señor Miembro 
Interpelante? ¿El que pregunta si se tomaron medidas frente a 
esto que se considera fuera de lo que la Constitución marca? 
¿El que pregunta si el señor Presidente de la República está de 
acuerdo? 


He leído en la prensa -tal vez también tenga problemas de 
comprensión lectora y de profundización en el pensamiento y 
en los sentimientos del doctor Julio María Sanguinetti- algunas 
manifestaciones del señor Presidente de la República, que aho- 
ra me plantean la interrogante de si realmente quiso decir eso o 
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no, por lo que deberé leerlas nuevamente en su contexto. Qui- 
zás no quiso decir eso, pero me pareció que estaba de acuerdo. 


Además, en cuanto a esa paz interna que aquí se señalaba, 
debo decir que a mí me surgen preocupaciones. Yo leí y escu- 
ché las manifestaciones del señor Ministro, y aclaro que me 
pareció bien que no estuviera tan de acuerdo. Eso me dio 
tranquilidad. Pero luego escuché fundamentaciones, algunas 
muy interesantes y otras, desde el punto de vista intelectual, 
que son juegos retóricos que me preocupan. Sé que esta es una 
pregunta que no me van a contestar o que quizás la van a 
responder votando algo que no refleja lo que estoy preguntan- 
do. A los señores Senadores de los distintos partidos que van 
expresando su opinión, ¿realmente les parece bien esto? ¿Real- 
mente creen que está bien que el Comandante en Jefe de las 
Fuerzas Armadas diga estas cosas? No puedo creerlo. ¿Real- 
mente el señor Ministro piensa que eso estuvo bien, que le 
hace bien a la paz del país, al desarrollo democrático, a una 
campaña electoral en la cual estamos sumergidos? ¿O no esta- 
mos sumergidos? ¡Vaya si tiene que ver con esto el artículo 
77, numeral 4), y con el artículo 538, al cual se refería el señor 
Senador Sarthou y la interpretación que tiene que ver con el 
proselitismo estricto partidario en el sentido de hacer propa- 
ganda en medio de una campaña electoral! Estamos en campa- 
ña electoral desde el año pasado. No fue en cualquier momen- 
to no fue atemporal ni en cualquier espacio que sucedió esto. 
Pienso que eso que el señor Senador Santoro designa pudoro- 
samente como «pausa constitucional» -que fue la dictadura que 
hubo en este país y que está demasiado presente en la memo- 
ria, en la búsqueda y en el dolor de las familias uruguayas- está 
fresco y presente. Por lo tanto, no se puede hacer cualquier 
manifestación, no se puede decir que se trata de un pecadillo 
que debemos dejar pasar y dar vuelta la hoja. 


Días pasados hice una denuncia en el Senado acerca de un 
interrogatorio incalificable al que se sometió a un funcionario 
en un sumario, y decía que si se trataba de un hecho aislado 
había que castigarlo; pero, en cambio, si era la punta de algo 
que se comenzaba a desarrollar y a manifestar, eso era aún 
mucho más preocupante. 


Entonces, ¿este es un hecho aislado? ¿Es un traspié? Me 
pregunto si se trata de un momento en el que el Comandante 
en Jefe del Ejército, como decía el señor Senador Bergstein, 
estaba disgustado, dolido, decepcionado y entonces se le esca- 
paron estas manifestaciones. No lo creo. Y no lo creo por una 
razón, señor Presidente: cuando se habla del famoso artículo 
77, numeral 4), uno de los hechos que presupone -como acá se 
dijo incluso vinculado a la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia respecto al Capitán Silbermann- tiene que ver con con- 
ciencia de lo que se hace, con conocimiento de la significación 
y de la juridicidad o no de lo que se hace. Entonces, si el 
Comandante en Jefe del Ejército no tiene conciencia de esto, 
también es preocupante. 


Creo, entonces, que desde cualquier punto de vista que lo 
abordemos, no podemos decir que se trata de cualquier expre- 
sión, y hablo en función de una convicción muy profunda. 
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Estoy absolutamente convencida de la necesidad permanente 
del intercambio del conjunto de la sociedad con una parte de 
ella: me refiero a la institución Fuerzas Armadas como tal, 
pero además a sus integrantes como parte del pueblo uruguayo 
que nunca debieron sentirse otra cosa y así deben seguir sin- 
tiéndose. Hay muchos caminos para ello y, por lo tanto, en mi 
caso personal y en el de nuestra fuerza política que aspira a ser 
Gobierno -que pelea y va a trabajar para lograrlo y para que 
haya un cambio en el país- es fundamental que haya un inter- 
cambio sobre una base muy clara, muy nítida. Esto quiere 
decir sobre la base de las reglas de juego de la democracia y 
de la Constitución. Esa base y no otra nos obliga a todos, con 
honestidad intelectual y claridad, a decir que esto no estuvo 
bien. Corrijámoslo. 


Días pasados, en la fundamentación de voto en contra del 
llamado a Sala del señor Ministro, un señor Senador decía: 
«¿Vamos a discutir aquí la disciplina cuando el señor Ministro 
ya se manifestó? ¿Qué es lo que vamos a discutir?» Yo me 
quedé pensando sobre esto y creo que vinimos a discutir o a 
intentar analizar precisamente esto. Estamos convencidos, pre- 
ocupados, escuchando con atención cada una de las manifesta- 
ciones que puedan significar un retroceso, un riesgo o un sesgo 
que no corresponda a lo que hace al desarrollo, a la profundi- 
zación, al avance o a la defensa de esta democracia por la que 
el pueblo uruguayo ha dado tanto. Es para eso que estamos 
hoy acá. Si es para eso, señor Presidente, bienvenido sea el 
llamado a Sala; pero si de aquí lo que va a pasar es algo que 
después -y le pido al señor Presidente que revise la versión 
taquigráfica- sea un apoyo vergonzante a algo que, de no ha- 
berse producido este llamado a Sala, cada uno en su interior no 
hubiera dado su aprobación, creo personalmente que no fue 
acertado este intercambio que estamos teniendo en la tarde de 
hoy. 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MALLO.- Señor Presidente: a esta altura de la 
sesión voy a tratar de ser muy breve. 


Creo que el tema de la interpelación se desenvuelve en dos 
planos. El primero dice relación con la pertinencia de las de- 
claraciones del Teniente General Amado, es decir, si entra o 
no en su competencia el hacerlas y si es o no un acto político. 


Han citado a juristas como a Jiménez de Aréchaga, a quie- 
nes han traído y llevado, y también han citado sentencias de la 
Corte Electoral. Por mi parte, prefiero referirme a qué opinaba 
el partido que hoy defiende la libertad de expresión y conside- 
ra que es potestad libérrima de los jerarcas del Ejército dar su 
opinión sobre cualquier tema. Me voy a referir a antecedentes 
que se dan después que en la Constitución de 1918, por inicia- 
tiva y por impulso del Partido Nacional -porque lo puso como 
una condición del Pacto constitucional- se estableció la prohi- 
bición de actividades políticas para el Ejército y la Policía. 
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Porque mientras el doctor Williman había prohibido la actua- 
ción política de la Policía y había dictado un decreto en tal 
sentido, el señor Batlle, en su segunda presidencia, revocó 
dicho decreto e impulsó a la Policía a actuar en política; inclu- 
so sostuvo que no solamente le era permitido, sino que era 
deseable que interviniera en política. 


Durante la presidencia del ingeniero Serrato, cuando era 
Ministro de Guerra el General Riverós, se presentó un proyec- 
to que alguien calificó de servicio militar. En realidad, se trata- 
ba del establecimiento de una educación física militar, pero 
distaba mucho de tener los caracteres de un servicio militar 
obligatorio. En un primer momento el señor Batlle no tomó 
una posición; luego, adoptó una postura absolutamente contra- 
ria y el Partido Colorado Batllista invocó el artículo 9” de la 
Constitución, que es el que ahora, con otro número, transcri- 
bieron las Constituciones posteriores, es decir, que prohibía 
todo acto público o privado de carácter político. El Centro 
Militar decidió defender el proyecto y convocar a una asam- 
blea. El Partido Colorado, el Batllismo del señor Batlle, exigió 
al señor Serrato que prohibiera ese acto porque entendía que la 
reunión del Centro Militar, para defender el proyecto del Po- 
der Ejecutivo, era un acto político que le estaba prohibido. En 
ese entendido, el Ministro de Guerra prohibió a los Jefes y 
Segundos Jefes de los Regimientos con asiento en la capital 
que firmaran la convocatoria y estableció que en la reunión del 
Centro Militar sólo se podía tratar el problema en forma aca- 
démica, abstracta, pero sin hacer absolutamente ninguna refe- 
rencia a ese proyecto. El Jefe de Estado Mayor prohibió a los 
Oficiales del Ejército la publicación de cualquier tipo de escri- 
to que se refiriera al tema en cuestión. Ya no se trata de lo que 
piense Jiménez de Aréchaga, sino que se le prohibía a los 
Oficiales del Ejército opinar sobre un proyecto que refería al 
Ejército, a la instrucción o a la educación física con cierto 
aspecto militar. Es decir que se trataba de la opinión más res- 
trictiva de la libertad de todas las que se han sustentado. 


Cuando la gran voz de Herrera empezó a sentirse en la 
República, el Ejército era un Ejército con la divisa de un parti- 
do, era un Ejército colorado. Frente a esto, el doctor Herrera 
sostuvo una posición absolutamente contraria, a la que yo me 
siento en el deber de defender y de coincidir. Herrera dijo: 
«He hablado con muchos oficiales y ellos se han honrado ma- 
nifestándome -y yo lo he aplaudido con entusiasmo patriótico- 
que no son ni blancos ni colorados, que pertenecen al país y 
que ellos no atan la divisa en el puño de la espada. Ese es el 
tipo de oficial de honor que yo deseo para mi país. Todos los 
días aumenta el número de oficiales de alta inspiración nativa 
nacional». Por eso luchó el Partido Nacional y esa es la posi- 
ción que estimo debe apoyarse.. 


Y la corriente libertaria que hoy nos expone el señor Sena- 
dor Bergstein tuvo otro episodio y otra manifestación que la 
contrariaba. En el año 1956 hubo una elección en el Centro 
Militar. La Casa Militar del Poder Ejecutivo decidió patrocinar 
una lista y ésta fue abrumadoramente derrotada. A quienes 
integraban la lista triunfadora se los dispersó en el país, se les 
dio destino sin cargo; oficiales con grado de Teniente Coronel 


4 de Junio de 1999 


fueron a servir a reparticiones militares que no tenían cargo 
para ese grado y vinieron a quedar, en los hechos, bajo la 
dependencia de un Capitán. Eso motivó una interpelación en el 
Senado de la República en la cual el Partido Nacional sostuvo 
que el Ejército es una entidad administrativa, es un órgano que 
tiene una función administrativa y que está sujeto a la ley; no 
hay nadie, ningún funcionario, ningún ciudadano, que esté al 
margen de la ley. Y el Senado de la República le dio un voto 
de censura al señor Ministro de Defensa Nacional por la actua- 
ción que había tenido. 


Esto refiere a la pertinencia o no de las declaraciones del 
Comandante en Jefe del Ejército, Teniente General Amado. 
Yo voté en contra de la interpelación porque si bien no puede 
discutirse y a nadie puede extrañar que en el Ejército hayan 
percepciones, hayan concepciones diferentes, lo que lleva a la 
formación de tendencias distintas. No me parece que nadie 
deba extrañarse de eso, ya que en las entidades deportivas, en 
la Iglesia Católica, que es una entidad férreamente disciplina- 
da, hay tendencias. Lo que no me agrada es que esas diferen- 
cias se proyecten al exterior. Esas diferencias deben quedar 
reservadas al ámbito interno, ante el cual los terceros -y en 
especial los integrantes del sistema político- deben permanecer 
totalmente ajenos. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MALLO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- He venido siguiendo con mucha aten- 
ción el debate y no voy a intervenir sobre el tema de fondo 
sobre el cual, como comprenderán los señores Senadores, ten- 
go opinión formada desde el momento en que escuché las pala- 
bras que pronunció el Comandante en Jefe. Celebro que en la 
tarde de hoy el señor Ministro haya dicho que esas palabras 
fueron inconvenientes, nada más, porque pronunciadas ya pro- 
vocaron lo que provocaron. No hay que olvidar eso, porque 
aquí se ha hecho la apología de la libertad de pensamiento y 
demás, pero el propio señor Ministro ha dicho que fueron in- 
convenientes porque, repito, pronunciadas ya generaron un pro- 
blema. Quiero que esto quede claro para que se aprecie que 
hay distintas opiniones. 


En lo personal -y en este momento me dirijo al señor Presi- 
dente- creo que lo que afirma el señor Senador Mallo es cierto. 
El propio discurso del Comandante en Jefe revela que hay 
tendencias, porque indirectamente se refiere a ese tema, dentro 
de las Fuerzas Armadas. Ahora bien, que esto sea bueno es 
otra cosa. Yo pienso que es malo y que no se pueden organizar 
tendencias dentro de las Fuerzas Armadas. ¿Por qué, señor 
Presidente? Porque las Fuerzas Armadas tienen el monopolio 
del uso de la fuerza, derivado del poder político. Y si bien es 
comprensible que en una entidad deportiva o social haya dis- 
tintas maneras de ver las cosas, y puede ocurrir que no sea 
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posible frustrar totalmente la posibilidad de que la fuerza que 
tiene el monopolio del uso de las armas en el país -el poder del 
Estado, para empezar- se creen determinadas corrientes de opi- 
nión, no es bueno que ellas se formalicen en tendencias, que 
operen y que, además, de alguna manera, como lo describía el 
señor Senador Mallo, generen situaciones de carácter político; 
yo no creo que eso sea bueno. 


A mi entender, es un dato político muy firme, integrado a 
mi concepción del sistema democrático, la idea de que el po- 
der político, elegido por la ciudadanía, es el que manda sobre 
las Fuerzas Armadas. En otras palabras, la opinión de las Fuer- 
zas Armadas, es la opinión del Presidente de la República y 
del partido que tiene mayoría en el Parlamento, que son quie- 
nes la conducen. En realidad, las Fuerzas Armadas no tienen 
opinión política independiente. ¡Bueno sería que la tuvieran! 
De ser así serían un partido más. 


Por lo tanto, pienso que es inconveniente que se contribuya 
al desarrollo de esas tendencias dentro de las Fuerzas Arma- 
das. Reconozco que, efectivamente, el discurso del Comandan- 
te en Jefe revela que eso existe. La intervención de otros seño- 
res Senadores también lo afirma en tanto han dado a entender 
que lo malo no está en lo que se haya dicho, sino en lo que 
hacen los que no dan la cara y operan de otra manera. Eso se 
dijo acá y, a mi entender, está muy mal. En verdad, no lo veo 
bien, aun cuando soy de los que sostienen -quizás en contra de 
la opinión de algunos de mis colegas- que la institución Fuer- 
zas Armadas es necesaria para el país, pero concebida como 
dependiendo estrictamente del poder político. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Mallo. 


SEÑOR MALLO.- En cierta medida comparto las afirma- 
ciones del señor Senador Gargano, particularmente en la suje- 
ción de las Fuerzas Armadas al poder civil, pero pienso que es 
inevitable, no la posibilidad de que haya tendencias políticas, 
sino el hecho de que existan distintas percepciones, inclusive, 
sobre la manera que van a cumplir el cometido que se les 
asignan. Ahora bien; por lo que dijo el señor Senador Korze- 
niak, que concuerda con otras informaciones que tengo, creo 
que el señor Teniente General Amado tiene una definida voca- 
ción de orden político y la ha practicado. En cuanto a lo del 
micrófono, hay quienes dicen que hay cintas gravadas en las 
que se registran conversaciones del entonces General Amado 
con personajes políticos pertenecientes al partido hoy gober- 
nante. Sin embargo, pienso que el sentido de la evolución de 
las Fuerzas Armadas es auspicioso y creo que va a acabar 
primando, por sobre la diferencia de opiniones -totalmente com- 
prensible, respetable y hasta en cierta medida plausible- que 
hace que no existan unanimidades, no en materia política que 
le es ajena, sino en cuanto a cómo ejercen sus propios cometi- 
dos. Reitero, esto me parece plausible. No vamos a referirnos a 
De Gaulle, que escribió un libro contra la orientación oficial 
que tenía la defensa nacional en Francia, en el que se demostró 
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en los hechos que era acertada, pero insisto en que me parece 
plausible que existan diferencias, tal como las hay, por ejem- 
plo, entre médicos en cuanto a cómo se conduce la salud públi- 
ca. No obstante esto, pienso que cuando esas diferencias se 
exteriorizan y salen de su ambiente natural, se conspira contra 
la cohesión de las Fuerzas Armadas. Ese es el reproche funda- 
mental y por eso comparto también la opinión del señor Minis- 
tro cuando dice que por lo menos fueron inconvenientes. Esa 
declaración, en cierta medida, me complace y considero que 
está a la altura de la opinión que tengo del señor Ministro. 


De manera que el peor mal del mensaje es la posibilidad de 
estar dirigido hacia adentro. Esa posibilidad resulta de ser el 
mensaje totalmente ambiguo. En verdad, no tenemos claro lo 
que quiso decir o el sentido de las palabras pronunciadas por 
el Teniente General Amado. En lo personal le recuerdo que ya 
que está al frente del Ejército, que es el que debe defendernos 
en una emergencia infortunada, que tenga en cuenta una ver- 
dad tan vieja ya inscrita en la Carta de San Pablo a los Corin- 
tios, que dice: «Si el clarín suena con un tono incierto y ambi- 
guo, ¿quién estará preparado para la defensa?». 


En definitiva, pienso que cuando se habla, es obligación 
hacerlo en forma clara y si la dirección del mensaje no es 
interna es posible que la interpretación que hacemos y que 
insinuó el señor Senador Korzeniak sea errada, que no sea 
como pensamos. Si tiene una orientación externa, es decir, si 
es una defensa o la expresión de un desagrado por la conducta 
de cierta prensa, entonces debería decir de cuál se trata. Si 
dentro de la filosofía del partido gobernante, según la cual los 
dineros públicos, en los avisos oficiales, deben ser dirigidos 
exclusivamente a quienes apoyan al Gobierno -lo expuse acá, 
porque esa fue la tesis que el señor Malaquina sostuvo en 
Salto, cuando al diario «Cambio» por criticar su gestión le 
quitó casi todos los avisos- me pregunto por qué proliferan los 
avisos oficiales en esos periódicos que molestan, calumnian o 
agravian al Ejército según su Comandante en Jefe. 


En cuanto a la libertad de prensa, me parece que el señor 
Comandante en Jefe debería estar mejor informado, porque a 
quien he visto venir a esta Casa a reprochar a la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado que haya aprobado el 
Código del Proceso Penal, son los medios de comunicación. El 
abogado de ANDEBU, doctor Andrés Lerena -que me merece 
mucho respeto- nos reprochó el hecho de que estábamos limi- 
tando excesivamente la libertad de prensa, es decir, «palo por- 
que bogas y porque no bogas palo». Los medios de comunica- 
ción consideran que hemos aprobado un conjunto de disposi- 
ciones que afectan su libertad. 


Por otra parte, se habla de que tenemos una libertad irres- 
tricta, que llega casi al libertinaje. En forma muy simple quiero 
decir lo siguiente: tengo la convicción y la esperanza -porque 
los muchos años que tengo no me han hecho perder el optimis- 
mo- de que la evolución de las Fuerzas Armadas va a tender a 
la armonía y a llevar sus disensiones al sentido natural que 
éstas tienen, en donde se conjuntan hombres libres y con pen- 
samiento propio. 
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Es por estos motivos que no voté la interpelación porque, 
en definitiva, fuera de la laudable y benemérita actuación del 
señor Senador Carvalho -que tiene otra visión también muy 
respetable- me parece que de esto no sale nada que tenga efec- 
tos en la práctica. Tal vez, lo que tenga alcance en la práctica 
sea la posibilidad de dificultar la evolución a esa armonía. 


En la interrupción que me concedió el señor Senador Car- 
valho hice alusión a que me considero con cierta autoridad 
para hablar del problema de las Fuerzas Armadas, porque pue- 
do decir que cuando un Ministro fue en la Legislatura anterior 
a la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de 
Representantes para defender la creación de una guardia nacio- 
nal -lo que opacaba, disminuía al Ejército o, por lo menos, le 
creaba una fuerza paralela- esa Comisión manifestó -no recuer- 
do si por unanimidad o por una mayoría abrumadora de sus 
integrantes- su parecer absolutamente contrario a esa posición. 
Felizmente, de ese proyecto no se habló más, sus promotores 
hoy defienden al Ejército. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador Segovia. 


SEÑOR SEGOVIA.- Señor Presidente: evidentemente, a 
esta altura del debate quedan pocas cosas por agregar. Quizás, 
mucho o la totalidad ya fue dicho, por lo que voy a tratar de 
ser muy breve para no dilatar el trámite de esta sesión. 


El párrafo indudablemente más cuestionado del discurso 
del señor Comandante en Jefe en la fiesta del 17 de mayo es en 
el que habla de la libertad de «información compulsiva e irres- 
tricta» a la vez que un humanitarismo permisivo que, en su 
segunda parte dice: «Es así que frecuentemente algunos me- 
dios de comunicación se hacen eco de fuentes interesadas sin 
rostro, ni responsabilidad, ni honor, cuyas medias verdades y 
calumnias debe esperarse que se consuman en su propia false- 
dad de posibilidades de un justo castigo». Es evidente que no 
podemos tomar este párrafo fuera de contexto del discurso del 
General Amado, pero, de todas maneras, dice muchas cosas. 
Por eso, creo que ha sido un elemento de referencia muy im- 
portante. 


Este párrafo y el propio discurso pueden abordarse desde 
distintas hipótesis y teniendo en cuenta algo que se mencionó 
particularmente acá, que quiero recalcar. Me refiero al com- 
portamiento militar propio de su ámbito, que fue mencionado 
también por el señor Ministro. Quiero decir, en tal sentido y con 
claridad, que no pretendo mezclar ni quiero que se tome esto 
como una vinculación del comportamiento de nuestro Ejército 
con el de sociedades proclives a otro tipos de «shows» informa- 
tivos a través de los medios, lo que se traslada por similitud al 
ámbito militar que difunde arrestos, sanciones, etcétera, hacien- 
do público algo que es de la intimidad del ámbito militar. 


Voy a utilizar una hipótesis que, en parte, ya ha sido men- 
cionada, que es relativamente sencilla y que tiene que ver con 
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que el discurso es un mensaje hacia adentro del Ejército. Si es 
así, es porque está relacionado con hechos anteriores y tensio- 
nes existentes allí. Indudablemente, es una hipótesis favorable 
de abordaje del tema; y fue recibida dentro del Ejército, por- 
que no demoraron en salir opiniones críticas en la interna que 
se sintió aludida. Fue más sentida con respecto a la segunda 
parte del párrafo donde dice: «Es así que frecuentemente algu- 
nos medios de comunicación se hacen eco de fuentes interesa- 
das sin rostro, ni responsabilidad, ni honor, cuyas medias ver- 
dades y calumnias debe esperarse que se consuman en su pro- 
pia falsedad de posibilidades de un justo castigo». 


El Comandante en Jefe, en el discurso, ha dicho que el 
Ejército en su día debe hacer públicas las opiniones, a través 
de su Comandancia, para que no se genere un futuro incierto. 
En tal sentido, no parece ser reflejo de la unanimidad de su 
Ejército, por cuanto aparecieron tensiones. No puede ser tam- 
poco y simplemente una advertencia -lo dijo públicamente- 
hacia los futuros Comandantes del Ejército sobre la situación 
por la que viene caminando nuestro país. Ese tipo de adverten- 
cias debería tener, por lo menos, algún otro tipo de recorrido y 
no hacerlas en las circunstancias en que fueron hechas. No 
parece clara la hipótesis de que sea un mensaje hacia adentro, 
y aparece fortalecida la hipótesis de un mensaje hacia afuera. 
Con respecto a esto, creo que el Ejército debe disponer de 
otros sistemas de trasmisión que no sea el de un acto público. 
El mensaje hacia afuera también llegó porque surgieron postu- 
ras que pusieron mucha distancia como la del señor Ministro 
de Defensa Nacional y el señor Ministro del Interior, Guiller- 
mo Stirling que dijo era «preferible ahogarse en libertad que 
ahogarse en represión». También hubo una rápida toma de 
posición por parte de grupos sociales, y de colectividades polí- 
ticas. 


Por otro lado, sería quitarle jerarquía al señor Comandante 
en Jefe del Ejército decir que no tuvo en cuenta la repercusión 
que iba a tener hacia afuera en la prensa libre sin restricciones. 
Por lo tanto, la hipótesis de que se trató sólo de un mensaje 
hacia adentro no soporta el análisis. 


Parece recurrente que el señor Comandante en Jefe del Ejér- 
cito marque, cada poco tiempo, posiciones reivindicativas o 
críticas que reflejen un estado de ánimo de los militares, como 
opinó otro señor Ministro. Esas posiciones críticas o reivindi- 
cativas tienen sostenes doctrinarios que están siendo estudia- 
dos en este momento en el seno de la institución. Inclusive, por 
esos mecanismos, fue sancionado el propio Comandante en 
Jefe del Ejército en anterior oportunidad por denunciar públi- 
camente un hecho en el que existió la renuncia de un Ministro 
y el relevo de un Comandante en Jefe, el General Juan Rebo- 
llo, quien exigía sanciones ejemplarizantes para el General Arre- 
dondo. 


El Teniente General Amado no pudo ser opinión de su 
Ejército cuando transmitió el mensaje, ante relevamientos que 
se hicieron y los que vinieron presupuestalmente indicando 
que el 94% de sus soldados estaban por debajo de la línea de 
pobreza, diciendo ante estos indicadores económicos, que la 
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pobreza es un estado espiritual -expresión bastante difícil de 
absorber- y, a continuación, manifestó que no hay ningún sol- 
dado que dentro del cuartel se pueda sentir pobre, porque tiene 
comida, vestimenta y un lugar adecuado donde vivir, mientras 
que afuera, con su familia, de repente vive en lugares poco 
adecuados, pero hay que contabilizar otros beneficios que reci- 
be, como el de la salud que, de por sí, lo saca del límite de 
pobreza. No vamos a entrar a discutir este tema, que oportuna- 
mente consideramos en este Recinto, cuando se debatió el pro- 
blema de la sanidad militar. 


El Comandante en Jefe ha manifestado su irrestricta suje- 
ción a la Constitución y a la ley cuando, «quien triunfe electo- 
ralmente, se encuadre dentro de los principios democráticos». 
Lo manifestó ante la pregunta de cuál sería el comportamiento 
de las Fuerzas Armadas en el país, visualizada la posibilidad 
del triunfo de un próximo gobierno progresista. Ese apego a la 
Constitución obliga a su cumplimiento irrestricto, lo que fue 
objetado por otros compañeros de Bancada en esta Sala, y que 
no es del caso repetir. 


Por ese grado de sujeción que el Comandante en Jefe tiene 
y cumple, hemos oído, entonces, la voz del Poder Ejecutivo y 
estamos ante temas doctrinarios de la interna militar. 


Ese es otro camino para interpretar el discurso del Tenien- 
te General Amado. Nos interesa profundamente el tema mili- 
tar, en el que hemos sido recurrentes y que está pendiente de 
estudio en este Senado. El señor Senador Santoro, como lo 
hizo otras veces, apuntó al contenido de defensa nacional como 
base doctrinaria y de presentación del propio discurso. No 
quiero referirme a algo que hemos reclamado en esas bases 
doctrinarias -que podría aparecer en este momento, sobre el 
que hemos hecho consultas en más de una oportunidad y he- 
mos recibido respuestas parciales- y es el necesario asesora- 
miento de que debemos disponer en este Senado para los te- 
mas militares, de propios integrantes del Ejército. En otros 
Ejércitos cercanos o lejanos, hay representantes políticos que 
asesoran a los Senadores. A veces se da la situación del pase 
en comisión de un integrante del Ejército para esos asesora- 
mientos. Aunque no es el tema que nos convoca esta noche, 
quiero hacer algunas puntualizaciones sobre los conceptos de 
defensa nacional que se expusieron y los que se vienen mane- 
jando por los grupos de estudio en el Ejército uruguayo. En el 
documento se dice que «la defensa nacional se concibe, genéri- 
camente, como una gran tarea de la Nación y, en particular, del 
Estado». «La defensa nacional es la disposición, conjunción y 
acción coordinada de todas las energías y fuerzas morales y 
materiales de la Nación con el objetivo de garantizar en todo 
tiempo, en todas las circunstancias y contra todas las formas de 
agresión, la seguridad y la integridad de su territorio, de sus 
instituciones y de sus habitantes». Este es un extracto de las 
palabras expresadas en la Comisión de estudio de la Ley Orgá- 
nica, en 1986, referidas a la doctrina de empleo del Ejército 
nacional. Allí aparecen los factores del poder nacional y el 
propio factor militar, que es necesario abordar también en la 
continuidad de su presencia. 
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La misión fundamental del Ejército -ya que de misiones se 
trata- es defender la independencia, la soberanía, la paz de la 
República y su vigencia institucional. El Ejército aborda en 
este estudio una cantidad de roles complementarios que no 
necesariamente son apoyados por nuestra colectividad política, 
pero es conveniente repetir porque también se transmitieron en 
esta sesión. El Ejército debe mantener intacto, en cuanto al 
marco de la política y estrategias de defensa nacional, el poder 
de disuasión, como instrumento psicológico militar que lo cons- 
tituye en la máxima expresión del recurso armado legítimo de 
la Nación. Algo que es complementario, y de lo que se habló 
esta noche, es que el Ejército instruido, equipado y entrenado 
de manera acorde con las posibilidades del país y las necesida- 
des de la defensa nacional, es el camino para ir integrándonos 
al Ejército al que podemos aspirar. 


En este estudio, aparecen los conflictos de todo tipo que va 
a enfrentar el Ejército, o que está dispuesto a enfrentar, es 
decir, conflictos violentos militares y no violentos. Esto nos 
lleva a la intervención que puede tener el Ejército Nacional en 
los casos de guerra, donde aún tiene compromisos que apare- 
cen como muy lejanos a las necesidades de un Ejército Nacio- 
nal como, por ejemplo, los que mantiene en la propia Carta de 
la OEA y el compromiso del TIAR. 


Obliga indudablemente -y así lo dice el documento- a un 
planteo que reflejaría declaraciones que se han hecho públicas 
últimamente. 


Me he referido a estos temas y a algunos mencionados por 
el señor Senador Santoro, porque en su parte doctrinaria el 
Ejército se manifiesta como un factor de ocupación nacional, 
como una institución que absorbe una cantidad de mano de 
obra, que de otro modo no se absorbería en el país, que incor- 
pora a su conocimiento tecnología y preocupaciones por el 
manejo eficiente -inclusive- de empresas. Por lo tanto, hay un 
mayor número de mano de obra ocupada y el Ejército aparece 
en un Estado que no ha podido sustraerse al hecho de que tiene 
un muy importante papel empleador. 


No sé si otros integrantes del Senado estarán de acuerdo 
con esta estructuración doctrinaria, pero cabe la necesidad de 
dedicar una profunda discusión al tema militar -si hubiéramos 
tenido antes esta discusión, tal vez habrían sido mucho meno- 
res los tiempos de este llamado a Sala- para así aclarar los 
roles del Ejército, que pueden ser sostenibles o no. 


No pretendía utilizar más tiempo, y deseaba hacer sola- 
mente estas precisiones porque, en estudios realizados por el 
CALEN se dice abiertamente que hay situaciones que en el 
ejército hacen abrigar sentimientos de abstención, y hasta re- 
pulsión, de todo lo político y su entorno en nuestro ámbito. 


No es poco lo que se dice aquí, y no lo es, tampoco, lo que 
puede transitar en la discusión del tema militar. Tal vez, las 
cadenas de mando serán las encargadas de hacerlo y, para 
sustentar esto, se manejan actualmente nuevos conceptos doc- 
trinarios, con una definición absolutamente precisa de la doc- 
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trina militar. Se dice que «la propia profesión militar desarrolla 
una doctrina militar» y se define -repito, con precisión, que 
podemos compartir o no, pero que es muy clara en cuanto a 
cuál es la profundidad con que el Ejército quiere abordar el 
tema- que: «la doctrina militar es la lógica de su conducta 
profesional emanada de una variedad de textos que conforman 
la misma o en la unidad de una esencia que, a manera de 
grandes directrices, traduce y sintetiza las metas a alcanzar. Es 
una síntesis de conocimientos científicos, técnicas específicas 
y tradicionales y premisas políticas». Tampoco es poco lo que 
se dice dentro de esta definición de doctrina militar. 


Sin duda alguna, institucionalmente, el Ejército adhiere a 
valores superiores y, por lo tanto, no a una fracción política. 
Es un tema a profundizar. 


Creo que en la tarde y en la noche de hoy han quedado 
aspectos pendientes, porque no es clara la absoluta sujeción 
del discurso a lo que establecen los artículos de nuestra Cons- 
titución. Personalmente, esperaba que se diera, por lo menos, 
un desarrollo mucho más profundo que el que tuvimos. Por 
ello hablamos de ámbitos militares y de por dónde transita esta 
actividad, para saber hasta dónde podemos recibir los aportes 
que en la noche de hoy trató de hacernos llegar el señor Minis- 
tro, que hubieran sido muy distintos si dispusiéramos de otras 
doctrinas. 


Pienso que el discurso del Comandante en Jefe del Ejército 
fue, por lo menos, impropio e inoportuno; la propiedad y la 
oportunidad de ese discurso estarán sujetas a la discusión del 
tema militar. Entiendo que lo que el señor Senador Carvalho 
incorporó en este llamado a Sala al señor Ministro fue el tema 
militar, que nos importa a todos: los que están en el Gobierno 
y los que estaremos a corto plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Voy a ser muy sintético porque, prác- 
ticamente, estamos culminando este llamado a Sala. Pero este 
llamado a Sala no se terminó, ya que todavía quedan conside- 
raciones. Si culminara en este momento me sentiría frustrado, 
porque vine aquí a escuchar muy atentamente al señor Ministro 
de Defensa Nacional. Vine a oírlo, leí las declaraciones que se 
hicieron en la prensa y todavía quedan -por lo menos, en lo 
que me es personal- muchos puntos oscuros aunque, probable- 
mente, es factible que en una última intervención el señor Mi- 
nistro nos los pueda aclarar. Si así fuera, en lugar de no estar 
conformes, estaríamos satisfechos y, por ello, esperamos un 
último discurso del titular de la Cartera de Defensa Nacional. 


Creo que la temática que está planteada se puede analizar 
en tres niveles: existe un problema jurídico, uno administrativo 
y uno político. El primero de ellos tiene que ver con dos tipos 
de manifestaciones que realizó el Teniente General Amado: 
una, vinculada a la prensa y otra, a una especie de retorno 
sobre la doctrina materialista y a acontecimientos de las déca- 
das de 1960 y 1970. 
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Estoy en condiciones de poder fundamentar la razón de 
estas declaraciones, pero no con la jerarquía y el conocimiento 
que pueden tener los juristas para explicar por qué se ha viola- 
do o no la Constitución. Me alcanzaron -lo digo con toda 
franqueza- las exposiciones del señor Miembro Interpelante y 
de los señores Senadores Sarthou y Korzeniak y, de alguna 
manera, me llamó mucho la atención la posición del señor 
Ministro que la justificó, en última instancia, en la libertad de 
expresión del propio acusado, Teniente General Amado. Por 
ello, bien dijo el miembro interpelado que había venido prepa- 
rado para una discusión sobre actos o dichos, pero ni tan si- 
quiera eso. Por lo menos, personalmente, me siento frustrado 
en este ámbito. Muchas veces me ocurre esto, señor Presiden- 
te, y a menudo siento que desde que entré al Parlamento tengo 
menos certezas sobre el estado de Derecho. Creo que en repe- 
tidas oportunidades éste se convierte en « chicle» y lo mismo 
ocurre con la Constitución, que se alarga y se acorta. Me llama 
profundamente la atención que siempre hay argumentos para 
cualquier tipo de posición. Esto me hace acordar a las discu- 
siones que se dan en las ciencias sociales o en la economía. En 
esta última uno puede decir que el déficit fiscal es la causa de 
la inflación; hay libros que dicen esto y otros que expresan 
exactamente lo contrario. Es decir que existe una realidad, 
pero esas son las ciencias sociales y allí existen opiniones e 
interpretaciones diversas. Siento que en el estado de Derecho 
las leyes y la Constitución deberían tener un mayor rigor, pero, 
reitero, veo esto como una especie de «chicle». 


Se ha planteado un tema en el que suponemos que todos 
tenemos puntos de vista similares y es el de la necesidad de la 
libertad de expresión, de la libertad de prensa. 


Este es un mundo, señor Presidente, donde los medios de 
comunicación tienen gran poder. Hace poco tiempo, en un se- 
minario en Santiago de Chile expuse sobre el poder que 
tienen los medios de comunicación. Estaba allí el ex Presiden- 
te de España, Felipe González, quien me interrumpió para de- 
cirme que si había un acontecimiento en Africa y la CNN no lo 
informaba, éste no existía. Este es el gran poder que tienen hoy 
los medios de comunicación. Estos vinieron para quedarse y 
no se van a ir. Hoy tenemos una especie de globalización 
comunicacional con gran poder que, a veces, sustituye a los 
partidos y son ellos, y no las colectividades políticas, los que 
generan la opinión pública. Inclusive, en ciertas ocasiones, son 
capaces de crear figuras políticas, como ha sucedido en Améri- 
ca Latina. Asimismo, pueden tener poder como para destrozar- 
las; sin duda, pueden hacerlo. Por ello, desde mi punto de 
vista, la libertad es básica y aunque no tengo empacho en decir 
que los medios de comunicación prevalecientes en el Uruguay 
no nos son favorables, opino que requieren la libertad. 


Esto es absolutamente fundamental; no quiero ningún tipo 
de restricción a la libertad de prensa, pero sí la quiero demo- 
cratizar. Las quiero democratizar en el sentido de que haya 
igualdad de oportunidades para todo el sistema político y para 
que toda la sociedad uruguaya pueda expresarse en igualdad 
de condiciones. Esto no lo tenemos por la forma en que se 
determinan las autorizaciones a los medios de comunicación. 
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Por lo tanto, los medios de comunicación -lo dijo el señor 
Miembro Interpelante- se saben defender solos. Sin embargo, 
yo quiero expresar este pensamiento y aludir al enorme poder 
que tienen. Digo esto por la necesidad que tienen de libertad al 
máximo; ahora bien, cuando se pasan de esa libertad es el 
Poder Judicial el que tiene que intervenir. Más allá de esto está 
la necesidad de democratizar. Estos son los ámbitos jurídicos 
en los que me quedé con grandes dudas con relación a los 
fundamentos que dio el señor Ministro. 


SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO.- Termino de escuchar una afirmación 
que, en definitiva, me crea una confusión y quisiera que el 
señor Senador me la aclarara. Se ha hecho esta interpelación 
para la defensa de la libertad de expresión y el señor Senador 
Couriel termina de decir que quiere democratizar los medios 
de información en el país. Si los quiere democratizar es porque 
no son demócratas, y esa acusación, si el señor Senador fuera 
Ministro de Defensa, le podría provocar un pedido de interpe- 
lación. Esto no lo puedo entender, señor Senador. ¿Usted me 
lo podría explicar? 


SEÑOR COURIEL.- Con mucho gusto. 


En primer lugar el tema de la libertad es un tema clave -en 
eso estamos todos de acuerdo- y ella debería implicar que 
todos tuviesen la chance de contar con la autorización para 
tener radios, de participar en la televisión abierta y de tener la 
televisión por cable. Aquí es, entonces, donde no se ha demo- 
cratizado; me refiero a la forma cómo se han otorgado los 
permisos de las radios. Precisamente, hoy hay una gran discu- 
sión con respecto a los permisos que se otorgan a las radios y 
también la hubo en el período pasado sobre la forma en que se 
los otorgó a determinadas instituciones el derecho a la TV 
cable; en ese momento se pudo haber dado la libertad de que 
todos participaran y no fue así. Acá es donde yo siento límites 
y que hay que abrir el juego, dándoles chance, por ejemplo, a 
todas las formas de televisión y a las radios. He asistido a 
algunas radios del interior y he advertido que las autorizacio- 
nes las tienen, de pronto, personas cercanas o amigas del Presi- 
dente o del ex-Presidente. Eso no me parece muy democrático. 


El segundo elemento al que quería referirme es el problema 
jurídico y administrativo. Me refiero, en concreto, a que el 
General Amado -según nuestra interpretación- violó el artículo 
77 de la Constitución. Tal vez a interpretación del señor Mi- 
nistro de Defensa no lo hizo, pero dijo que hubo una declara- 
ción inconveniente. Según leí en la prensa el titular de esta 
Cartera declaró que si le preguntaban en el Parlamento si el 
General Amado había sido sancionado, era un problema que él 
lo iba a decir en el Parlamento y no a los medios de comunica- 
ción. Entonces, como parlamentario, quiero saber, en pro de 
que el Poder Legislativo tenga la fuerza, el conocimiento y la 
transparencia necesaria, si hay algún tipo de sanción al Gene- 
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ral Amado. Quiero saber exactamente si el Ministro de Defen- 
sa lo sancionó o no. En lo que me es personal no me quedó 
clara la respuesta del señor Ministro frente a la pregunta del 
Miembro Interpelante. De pronto, el tono de la interpelación, 
sus características y las resoluciones que tomemos se pueden 
cambiar. Sin embargo, el señor Ministro no contestó a este 
Senado de la República si sancionó o no, si lo observó, qué 
tipo de sanción se le aplicó o, de lo contrario, si no dispuso 
ninguna medida. Repito que a la prensa le había comunicado 
que en el Parlamento sí iba a exponer qué medidas había toma- 
do. 


En tercer lugar quiero referirme al tema político, que ya fue 
aludido por algunos integrantes de nuestra Bancada. El proble- 
ma político, en el fondo, es la oportunidad en que nos empeza- 
mos a retrotraer otra vez a la década del 60 y del 70 y al hecho 
de hablar sobre una doctrina determinada. Supongo que hay 
libertad de doctrinas en la democracia, salvo aquellas que es- 
tán afectando sus principios básicos. Las que no los afectan, 
pueden mantenerse perfectamente como doctrinas, así como 
hay religiones, concepciones o teorías. Esto sucede en un año 
electoral, en un momento, señor Presidente, en que estamos 
pasando una etapa de novedades. Me refiero a que el país no 
conocía las elecciones internas, ya que las tuvimos por primera 
vez. Así, el país no conoce lo que es el balotaje y seguramente 
lo vamos a tener por primera vez. ¿Qué es lo que va a pasar en 
esos veinticinco o veintiocho días que van desde la termina- 
ción de la elección de octubre hasta la definición del balotaje? 
¿Cómo vamos a funcionar en esos días? Estoy inquieto porque 
antes que nada quiero salvar la democracia y esta se salva 
asegurando los principios básicos de la democracia política. 
La democracia requiere también rasgos de tolerancia, caracte- 
rísticas estas fundamentales. Entonces, la declaración del Ge- 
neral Amado se da en la culminación de una elección interna y 
ante la chance y la posibilidad de un balotaje. Ahí es donde se 
inscribe. 


El señor Ministro de Defensa declaró que no conocía pre- 
viamente las palabras que iba a pronunciar el General Amado. 
Precisamente, el señor Senador Korzeniak presentó un artícu- 
lo, el 900, del Reglamento General de Servicios, donde se 
explicita que cualquier discurso de esta naturaleza tiene que 
ser conocido con anterioridad por el mando superior. Enton- 
ces, ¿el mando superior lo conoció o no? ¿El Presidente de la 
República lo conoció o no? 


SEÑOR POZZOLO.- Dijo que no. 


SEÑOR COURIEL.- Yo no lo oí, señor Senador. El Minis- 
tro no lo oyó. Yo le entendí al Ministro que él no lo conocía. 
Pero sobre el Presidente de la República no sé. Además, señor 
Presidente, algunas declaraciones como las que hacen referen- 
cia a la doctrina materialista y cruel son muy cercanas y muy 
parecidas a las que a veces hace el Presidente de la República 
sobre todo en el exterior. Por las informaciones de prensa que 
no sabemos si son ciertas o no, mientras a algunos Ministros 
les parecieron bien -como al Ministro de Educación y Cultura- 
y a otros inconvenientes -como a los Ministros de Defensa 
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Nacional y del Interior- al Presidente de la República las mani- 
festaciones del General Amado le parecieron fenomenales. En- 
tonces, ¡claro que hay un hecho político y una situación políti- 
ca que no podemos dejar de lado, que no podemos olvidar y 
que de alguna manera explican, en buena medida, la existencia 
de esta interpelación. Me refiero a las palabras del General 
Amado pero también a las características de un año tan espe- 
cial como el que estamos viviendo en estos momentos. 


Termino, señor Presidente, diciendo que lo que más me 
importa resaltar es que este tipo de manifestaciones -que quie- 
ro saber si fueron o no sancionadas- violan la Constitución y 
limitan, dificultan, por un lado, principios básicos de la demo- 
cracia como es el Estado de Derecho y, por otro, ciertos ele- 
mentos de tolerancia y el hecho de que los medios de comuni- 
cación puedan trasmitir lo que deseen dentro de los términos 
de la libertad de expresión. Esto es lo que tenemos que salvar 
y, para poder hacerlo, hay que sancionar a quien violó -si es 
que violó- y a quienes en el cumplimiento de sus funciones, no 
acatan las disposiciones básicas de la Constitución y las leyes. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Pido disculpas a mis colegas, a los 
asistentes y al señor Ministro por esta interpelación. 


En los corrillos se rumoreaba que no había que hablar; no 
pensábamos hacerlo, pero una vez más el señor Senador Couriel 
ha tenido la virtud de invitarnos a participar de un debate en el 
que, en mi modesta opinión, ya está agotado, por las mismas 
razones que expusimos cuando se planteó el tema de realizar 
esta interpelación. Para nosotros ésta resulta una exorbitancia 
frente al tema que se está planteando. A pesar de ello, hemos 
escuchado respetuosamente las manifestaciones de todos los 
señores Senadores y no hemos solicitado ninguna interrupción. 


Aquí se ha vertido una serie de conceptos que presumible- 
mente se resume en la última intervención y que nos obliga a 
participar de este debate. Y vamos a aprovechar la oportunidad 
para hacer algunas aclaraciones que de repente tendríamos que 
haberlas realizado en el momento en que fueron planteadas las 
dudas. Pero no lo hicimos debido a que esta interpelación no 
tuvo casi interrupciones. Estuvimos a punto de solicitarle una a 
la señora Senadora Arismendi sabiendo que nos la iba a conce- 
der, pero no quisimos hacerlo, aunque fue la tercera vez que se 
puso en tela de juicio algo que afirmamos. Me refiero al hecho 
de que el Comandante en Jefe del Ejército estaba hablando en 
nombre del Ejército. Esto se efectuó en, por lo menos, tres 
oportunidades ya que lo hizo el señor Miembro Interpelante, el 
señor Senador Korzeniak y la señora Senadora Arismendi, cuan- 
do preguntó si el Comandante en Jefe del Ejército, para hablar 
en un acto en el cual se celebra el 188” Aniversario del Ejérci- 
to Nacional, había consultado a éste en lo que tenía relación 
con las palabras que iba a pronunciar. 
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En mi opinión, estamos partiendo de un concepto equivo- 
cado. Parecería que algunos señores Senadores ignoran, pero 
sin mala intención, de que estamos hablando de un cuerpo 
piramidal y vertical; el Ejército Nacional no es una Asamblea 
deliberante. Pero además de eso, no está integrado por ocasio- 
nales ni por improvisados, sino por personas que se formaron 
en la Institución Militar. El señor Ministro, en una apretada 
síntesis, dio cuenta de la carrera militar del Comandante en 
Jefe del Ejército, Teniente General Amado. Como todos sabe- 
mos, ellos inician su carrera en la Escuela Militar y luego 
hacen un periplo por todos los grados, no cualquiera llega a 
General y menos a Comandante en Jefe del Ejército. Esa es la 
consulta, señor Presidente, o sea, la formación que durante 
toda una vida de servicio tiene el soldado de la patria. 


Entonces, pienso que debemos tener claro estos conceptos. 
No estamos hablando de una organización deliberante que se 
rige a través de Asambleas ni de una organización integrada 
por improvisados, por personas designadas con criterio políti- 
co que sirven tanto para un fruncido como para un zurcido. Se 
trata de gente formada en una Institución que puede errar de 
pronto en el concepto, pero difícilmente lo haga un Comandan- 
te en Jefe del Ejército. 


En síntesis, sostengo que el Comandante en Jefe expresó el 
sentir de todo el Ejército Nacional. 


En lo relativo al tema de si violó o no la Constitución, 
evidentemente, existen dos bibliotecas. Personalmente, me afi- 
lio a la tesis que han sustentado de manera muy clara el señor 
Ministro y los señores Senadores Santoro, Bergstein e Iturria. 
En este sentido, quiero destacar un pasaje de la intervención 
realizada por el señor Senador Iturria que no se relaciona con 
el aspecto jurídico. Me alegra que haya sido él, quien retorna 
al Senado luego de cuatro años de ser Ministro de Defensa 
Nacional, el que haya puesto un freno a una expresión que sigo 
sin entender: la necesaria reinserción de las Fuerzas Armadas 
en el quehacer nacional. Reitero, me alegra que haya sido él, 
un civil que dirigió durante cuatro años el Ministerio de De- 
fensa Nacional, quien haya aclarado que no es necesario rein- 
sertar nada, porque las Fuerzas Armadas forman parte del que- 
hacer nacional y porque hay que terminar con esta suerte elíp- 
tica de separación, en la que queriendo decirse lo contrario, en 
realidad, lo que se está haciendo es establecer una frontera o 
una barrera entre la sociedad civil y las Fuerzas Armadas. 
Repito que no es necesario reinsertarla porque están integran- 
do el quehacer nacional desde los tiempos más remotos. 


Como ya dije, el discurso pronunciado por el Teniente Ge- 
neral Amado me pareció una obra magistral, una pieza que 
merece integrar la versión taquigráfica de esta interpelación. Y 
digo esto porque tiene un resumen de lo que ha sido la historia 
nacional, que podrá molestar a algunos, pero que no puede 
cambiarse. El Ejército nació antes que la patria; ésta nace como 
consecuencia de la existencia de un Ejército. Otros países ha- 
brán surgido de otra manera pero, ¿quién puede negar que en 
el Uruguay primero apareció el Ejército y después la patria y 
que sin Ejército no hubiera habido patria? ¿Quién puede negar 
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la certeza de la frase que pronunciara el Teniente General 
Amado cuando dice «surgido como primera expresión de la 
patria para construirla con las armas en la mano»? ¿Cómo se 
construyó la República Oriental del Uruguay? Con las armas en 
la mano, peleando y muriendo en aras de un país, de lograr una 
independencia y una soberanía. Pero la patria vino después. 


Cuando el Teniente General Amado -quien en todo su dis- 
curso se somete a los poderes legítimamente constituidos, a la 
Constitución y a las leyes- hace referencia, en esa recreación 
histórica, a ese Ejército que surge antes que la patria y que le 
da origen a ella, habla del mando superior ejercido desde siem- 
pre por las fuerzas políticas tradicionales representadas demo- 
cráticamente en la voluntad popular. La historia no puede cam- 
biarse. ¿De dónde salen los fundadores de los dos partidos 
tradicionales que hicieron el país cuando no existían otros? 
¿Salieron de la universidad? No, provienen del Ejército Nacio- 
nal. Los Generales Oribe, Rivera y Lavalleja surgieron del 
Ejército Nacional, fueron herederos de las armas de Artigas, 
con quien se formaron militar y doctrinariamente. Luego, cuando 
el Uruguay se conforma como nación dieron origen a los parti- 
dos tradicionales, que son los que fueron construyendo el país. 
Reitero que puede no gustar esta visión de la historia, pero ésta 
no puede cambiarse. Y a eso se refiere el Teniente General 
Amado cuando hace mención a ese mando ejercido por las 
fuerzas políticas tradicionales de los orígenes del país. 


También dije que me parecía una pieza magistral porque, a 
su vez, incluye un homenaje a lo que significa el soldado como 
ser humano, con todas sus privaciones -tema que fue analizado 
muchas veces en el Parlamento- a lo que significa ese gaucho 
que se entrega al país pura y exclusivamente por su vocación 
de sacrificio y de servicio a la patria, a lo que significa toda 
esa descripción de actividades que el Ejército desarrolla al 
margen de las funciones militares. A mi entender, en la pieza 
oratoria hizo alusión a lo que representa el sometimiento a la 
Constitución y a las leyes, pero no en el momento en que 
estaba haciendo uso de la palabra; él menciona a los caudillos 
y yo diría «caudillos militares», respetuosos en 1830 de la ne- 
gativa de la Asamblea General Constituyente para que pudie- 
ran ser representantes. 


Creo que esta pieza oratoria está siendo desmerecida -no 
creo que esa sea la intención de quienes promueven esta inter- 
pelación- desde el momento en que se circunscribe a ese párra- 
fo en el que se pretende interpretar algún ataque a la libertad 
de prensa y de comunicación. Se nos habla de lo inoportuno de 
las palabras pronunciadas por el Teniente General Amado por- 
que estamos en un año electoral y esta atribución de intencio- 
nes me da derecho a hablar del oportunismo de esta interpela- 
ción, precisamente, porque estamos en año electoral. En defi- 
nitiva, ¿qué fue lo que hizo el Teniente General Amado? ¿Sen- 
tó una doctrina nueva respecto a cuáles son los límites de la 
libertad de expresión o de un derivado de ella, que es la liber- 
tad de comunicación y que no es lo mismo? 


Insisto en que sentó una doctrina nueva o reiteró conceptos 
que se vienen debatiendo en el mundo desde que existe la 
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prensa. Me parece que lo único que hizo fue establecer un 
eslabón más de una vieja discusión. Al hacer referencia a los 
derechos constitucionales se habla de la propiedad, de la vida, 
de la libertad y del honor, poniéndose en un pie de igualdad y 
no se trata de hacer una categorización de importancia de los 
derechos del ser humano. Sin embargo, sin relegar el derecho a 
la vida, sin relegar el derecho a la libertad, sin relegar el dere- 
cho a la expresión del pensamiento y sin relegar otros dere- 
chos, sostengo que el derecho al honor no es el más importan- 
te, pero sí el más perdurable. Es el único que sobrevive al 
hombre; todos los demás terminan cuando éste muere. A partir 
de que el hombre muere, la libertad ya no tiene sujeto; y en lo 
que hace a la propiedad, a partir de ese momento se instrumen- 
tarán los mecanismos sucesorios, pero ya no existe el propieta- 
rio. El derecho a la vida termina con la muerte del individuo. 
Lo único que sobrevive al hombre, entonces, es el derecho al 
honor. No digo que sea el más importante de los derechos, 
sino que, reitero, es el más perdurable de todos. 


¿Qué hizo el Teniente General Amado en esto que se ve, a 
veces, como un mensaje político, y otras, como un ataque a la 
libertad de prensa? El Comandante en Jefe del Ejército incur- 
sionó en una discusión muy antigua sobre la contraposición de 
dos derechos: el derecho de comunicación y el derecho al ho- 
nor. No ha hecho nada nuevo. 


El doctor Cassinelli Muñoz -es una de las personas que voy 
a citar, pero la lista podría ser muy extensa- decía que puede 
ocurrir que «un discurso se transcriba trunco o que se relate lo 
que dijo sin transcribirlo entre comillas, en forma tendenciosa. 
De esa manera, se perturba el ejercicio de la libertad de infor- 
mación. Una persona resulta engañada acerca de cómo fueron 
los hechos en realidad y no hay ningún procedimiento preven- 
tivo o represivo contra eso. No se considera delito decir menti- 
ras». Esto lo dijo el doctor Cassinelli Muñoz, justamente, in- 
cursionando en la discusión histórica entre el derecho, no a la 
expresión de pensamiento, sino a la comunicación -que es un 
derivado de aquél- y el derecho al honor. 


Por su parte, Juan Pablo II explicaba que «la verdadera 
libertad no es promovida en la sociedad permisiva» -¡qué ca- 
sualidad!, aquí se habla «sociedad permisiva», la misma expre- 
sión que tanto molesta utilizada en el discurso el Teniente 
General Amado- «que confunde la libertad con la licencia de 
hacer cualquier oposición y que proclama, en nombre de la 
libertad, una especie de amoralidad general. Es proponer una 
caricatura de la libertad pretender que el hombre es libre para 
organizar su vida sin referencia a los valores morales y que la 
sociedad no está para asegurar la protección y promoción de 
los valores éticos. Semejante actitud es destructora de la liber- 
tad y de la paz». Esto lo dijo el hombre por el cual siento más 
admiración entre todos los seres humanos. 


No creo que Juan Pablo Il esté atacando la libertad de 
prensa, como tampoco creo que el doctor Cassinelli Muñoz lo 
haya hecho en los conceptos a que anteriormente me referí. 
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Tampoco creo que nuestro Carlos Maggi, desde nuestro 
principal diario, el matutino «El País», cuando hace poco tiem- 
po escribió que «cualquier mal intencionado puede enturbiar 
las aguas» y que el «juego de armar un cualquiergate está al 
alcance de cualquiera», esté atacando la libertad de prensa. 
Está incursionando en la vieja discusión de cuál es el límite de 
la libertad de comunicación y cuál es el alcance del derecho al 
honor. 


Estos son extractos de un trabajo de reciente publicación, 
pero también tengo en mi poder un fenomenal trabajo del doc- 
tor Miguel Angel Semino -que creo que en aquel momento era 
Profesor Agregado de la Cátedra- editado en la Revista de 
Derecho, Jurisprudencia y Administración de 1963. Citando a 
Burdeaux decía que «la libertad de información no puede me- 
noscabar los atentados a la verdad». No creo que Burdeaux 
esté atacando la libertad de prensa cuando señala que la liber- 
tad de información no puede autorizar el derecho a que la 
gente conozca la verdad. 


También voy a traer aquí una cita del profesor londinense 
Laski. Aclaro que vamos a sacar frases de contexto, porque 
refiere a un episodio del año 1958, en donde está involucrada 
una huelga de mineros, problema que en ese momento se plan- 
teaba en Inglaterra. Hablaba Laski de «la necesidad vital que 
tiene el hombre de confiar en las informaciones que le brindan 
a fin de formular un juicio exacto sobre los hechos, porque se 
consideraba de vital importancia». Y agregaba que «un público 
no es libre si tiene que juzgar, no entre teorías antagónicas que 
versan sobre el significado de un grupo de hechos, sino entre 
tergiversaciones antagónicas de algo que, del principio hasta el 
fin, no es más que mitología inventada y poco edificante». No 
me parece que Laski haya atacado la libertad de prensa; creo 
que estaba incursionando una vez más en esa vieja polémica 
entre el derecho a comunicar y el derecho al honor, y el dere- 
cho a recibir la verdad. 


No es mi intención crear una polémica dentro de otra, pero 
creo necesario invocar a Lamennais que, en 1848, 150 años 
atrás, dijo que sacar un medio de prensa era carísimo y que tal 
vez en ese costo el derecho de poder expresarse a través de 
ella fuese un derecho de los que tuvieran dinero. Agregaba en 
una frase histórica: «Silencio para los pobres». Entonces, qué 
podemos dejar para ahora, en donde todo resulta obviamente 
más caro. 


Lo que hace el Teniente General Amado es precisamente 
eso: introduce en una frase, dentro de un discurso magistral, un 
nuevo elemento de una polémica que no se termina esta noche. 
Me refiero a, en primer lugar, la libertad de comunicar; en 
segundo término, al derecho de la gente a recibir la verdad no 
distorsionada por el otro; y, por encima de todas las cosas, al 
derecho más perdurable de todos, que es el derecho al honor. 


Eso es lo que el Comandante en Jefe del Ejército está seña- 
lando en su discurso, lo cual no supone ningún ataque a la 
prensa. 
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Hago un breve paréntesis. Tengo el honor de conocer perso- 
nalmente al Teniente General Amado. Yo puedo dar fe de que si 
hay una persona alejada del sentimiento de restringir la libertad 
de prensa, ésa es el actual Comandante en Jefe del Ejército. 


Desde que asumió el Comandante en Jefe que hoy tenemos 
hubo -y las tengo en mi poder- 66 invitaciones a la prensa para 
concurrir a diferentes actos, acontecimientos, en la mayoría de 
los cuales hubo discursos por parte del Comandante en Jefe o 
del militar encargado de la repartición en la que se llevaban a 
cabo este tipo de ceremonias. Me permito mencionar la última, 
previa al 17 de mayo: «Sea soldado por un día» que, lamenta- 
blemente, tuvo tan poca difusión. En esa oportunidad de «Sea 
soldado por un día» -perdóneseme la reiteración- 20.000 guri- 
ses de todo el país visitaron los más diversos cuarteles o reco- 
rrieron sus instalaciones, en una práctica que no es nueva, pero 
que este año se reiteró. Ellos sintieron un poco el sueño de 
chiquilín de ser soldado por un día; pero de ser soldado en el 
buen sentido de la palabra, que es el único correcto, esto es, al 
servicio de la patria, con vocación de servicio y dispuesto a 
dar la vida por la patria y por el honor que, reitero, es el único 
bien que sobrevive al ser humano. Estas cosas no son noticia. 


Lamentablemente, tampoco he visto que se haya difundido 
mucho algo que no empieza con el Teniente General Amado, 
pero que se intensifica con él, algo que empieza con otro exce- 
lente Comandante en Jefe del Ejército, que fue el Teniente 
General Raúl Mermot. Estoy hablando de los cursos de corres- 
ponsales del Ejército. Año a año, 30 ó 40 periodistas de los 
más diversos medios del Uruguay son invitados a realizar los 
cursos de corresponsales del Ejército. Ellos recorren las insta- 
laciones castrenses y están en contacto con los militares. Esto 
empieza con la Comandancia en Jefe del Teniente General 
Mermot y es profundizado en los dos últimos años por el Te- 
niente General Amado, que no es una persona que le pase por 
la mente la más mínima restricción a la libertad de prensa. 


Lo que él sostiene es si la libertad de comunicación no 
tiene un límite y si ese límite no es, por un lado, la verdad y, 
por otro, el derecho al honor de las personas y de las institu- 
ciones. En este punto, le agradezco al señor Senador Bergstein 
que haya traído a colación el tema del honor militar. Personal- 
mente, no creo que haya categorías de honor. Pienso que algu- 
nas instituciones se alimentan de una manera distinta a otras. 
Para aquellas instituciones como las Fuerzas Armadas, llama- 
das al silencio, sin posibilidad de réplica, con una vocación de 
servicio permanente, sometidas a una disciplina a la cual no 
están sometidos los civiles, el honor tiene un concepto mucho 
más importante que lo que puede tener para un simple civil. 
No digo que sean más honorables, sino que el honor es para 
ellas tremendamente importante, pero tampoco son innovado- 
ras. Cuando digo que el honor es el único derecho que sobrevi- 
ve al ser humano, quiero aludir al hecho de que hay culturas en 
las cuales es preferible morir que vivir sin honor. Me parece 
que es por ese lado que tenemos que analizar las expresiones 
del Comandante en Jefe cuando habla de algo que nosotros, 
los políticos, debemos empezar a examinar con un poco más 
de detención, y a esto quería ir, señor Presidente. 
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En definitiva, el Comandante en Jefe del Ejército está ha- 
blando de un fenómeno que a veces se da o se pretende pare- 
cer que se da en las Fuerzas Armadas, pero que sistemática- 
mente se produce en nuestra sociedad política, entre nosotros, 
los integrantes de los partidos políticos: el cobarde que no 
quiere ser identificado, el informante que hace afirmaciones 
desde su posición de privilegio. Vamos a olvidarnos del Ejér- 
cito. Un integrante de un partido político tiene una posición de 
privilegio frente a la prensa y como tal tiene que estar informa- 
do. Sin embargo, el informante dice lo que se le antoja, el 
periodista publica, con derecho, lo que la persona autorizada le 
dijo que tenía que publicar, pero ahí viene el pacto de silencio. 
Entonces, el «soplón», el informante, el anónimo, el cobarde 
que no quiere dar el rostro, pide la benevolencia del anonimato 
y aparece como la alta fuente que no quiere ser identificada, el 
alto vocero que no quiere que se dé a conocer su nombre. A 
partir de ahí, se produce cualquier infamia. He llegado a la 
conclusión, señor Presidente, de que entre nosotros, lamenta- 
blemente, hay dos clases de personas. Algunas hemos pagado 
un precio muy caro por declarar siempre con nombre y apelli- 
do, a veces equivocándonos, pero siempre ateniéndonos a las 
consecuencias. Por otro lado -no podemos identificarlos por- 
que son voceros que no quieren que se conozca su identidad- 
están los que declaran a través del sistema de las altas fuentes 
que exigen el anonimato, y contra esas altas fuentes, señor 
Presidente, muchas veces he sentido la misma impotencia que 
trasunta al Teniente General Amado y el mismo arrepentimien- 
to -y lo digo por primera vez- de haber votado la derogación 
de la ley de duelos. Yo la voté convencido, porque parto de la 
base de que en una sociedad civilizada no puede existir la ley 
de duelos que, en definitiva, es la justicia por mano propia. 
Pero desde que derogamos esa ley, han aparecido tantos va- 
lientes, que antes yo no veía, de boca o de pluma, amparado en 
el hecho de que no hay forma de réplica. De esta forma, se 
puede decir cualquier infamia y enchastrar lo único que sobre- 
vive al ser humano: el honor, que también es lo único que se le 
deja a la familia. Entonces, siento la impotencia que expresa el 
Teniente General Amado. Si un día participo de una reunión, 
por el Partido, por el Estado o por la causa, secreta o discreta, 
y al otro día me encuentro con una versión tendenciosa de lo 
que allí pasó, proveniente de un alto vocero que no quiere ser 
identificado, me llaman todos los periodistas para que siga el 
escándalo agregando otra versión tendenciosa, pero me quedo 
callado la boca porque me atengo a mis propias reglas éticas y 
morales, aunque siento la misma impotencia que expresa el 
Comandante en Jefe del Ejército, y agrego el arrepentimiento, 
repito, de haber votado la derogación de la ley de duelos. 
Honestamente, si hubiera sabido que esa derogación -que para 
mí era un paso hacia la civilización- acarrearía estos altos vo- 
ceros y estos valientes que aparecieron de golpe y plumazo, no 
la hubiese votado, sino más bien la modernización de las ar- 
mas con que al duelo tenían que ir aquellos que no habían 
tenido oportunidad de aprender esgrima o partíamos de la base 
de que con un trabuco no le pegaban ni al arco iris, porque en 
definitiva la voté por eso. 


Hace unos días pedían ejemplos de cómo a veces se manci- 
lla el honor de una institución. Tengo una carpeta llena de 
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ejemplos, pero sucede que algunos son tan polémicos que he 
tenido que hacer una selección muy cuidadosa. De lo contra- 
rio, provocaría una polémica dentro de otra. De modo que sólo 
voy a mencionar dos casos. ¿Cuánto hace que se está hablando 
en el Uruguay de que integrantes de las Fuerzas Armadas han 
estado en contacto con los tupamaros para solucionar el tema 
de los etarras? ¿Cuántos artículos se han escrito? La verdad 
oficial la dio el Comandante en Jefe del Ejército, quien, con la 
responsabilidad por delante, dando la cara y no escudándose 
en el anonimato, dijo que eso no era verdad. Sin embargo, se 
insiste con que integrantes del Ejército han estado en contacto 
con los tupamaros y con los etarras. ¿Por qué vale menos la 
verdad oficial expresada por quien da la cara y asume la res- 
ponsabilidad -en este caso concreto, el Teniente General Ama- 
do- que la verdad de un «soplón» que se escuda en el anonima- 
to y que por exigir el anonimato no tendría que ser creíble? Sin 
embargo, acá tenemos un caso donde vale más la fuente anóni- 
ma o el vocero oficial que no quiere ser identificado, que la 
verdad oficial, aunque ella provenga del Comandante en Jefe 
del Ejército o del Ministro de Defensa Nacional. A pesar de 
que el Ministro de Defensa Nacional da la cara y dice que el 
Ejército Nacional no está en contacto con los etarras, vale más 
la alta fuente que no quiere ser identificada. Ese es un ejemplo. 


Otro caso que quiero citar es el relativo al colector que 
tenía que pasar por las instalaciones del Batallón N* 13. Aquí 
tengo en una breve selección 42 artículos que se escribieron 
sobre el colector que tenía que pasar por el Batallón N* 13. 
Este asunto -y rindo mi homenaje al señor Intendente de Mon- 
tevideo- se había arreglado en silencio entre las Fuerzas Arma- 
das, el Ministerio de Defensa Nacional y la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, pero un día este tema hizo explosión y se 
dijo de todo. Por ejemplo, se expresó que allí estaban los 
desaparecidos, razón por la cual el Ejército no quería que pa- 
sara el colector. También se dijo que, precisamente, como allí 
estaban los desaparecidos, no tenía que hacerse el colector 
para que no se destruyeran las pruebas. Repito que se dijo 
absolutamente de todo. En la sociedad moderna, los grandes 
escándalos al poco tiempo dejan de ser noticia, por lo que se 
pasa inmediatamente a otro gran escándalo. Entonces, hay mo- 
mentos en que los temas desaparecen de golpe de la escena 
pública. Hoy el colector se está por terminar y se hizo en la 
forma en que debía realizarse, con la participación de los inge- 
nieros militares -porque, en definitiva, la prevención del Ejér- 
cito era que el túnel pasaba muy próximo a los explosivos y a 
toda la logística que hay en su servicio de mantenimiento- de 
los funcionarios de la Intendencia Municipal, de la empresa 
privada que ésta había contratado y también de los periodistas 
que quisiesen ir a ver cómo se estaba construyendo el colector. 
Pero no apareció nada y, entonces, eso no fue noticia, no estu- 
vo en la gran tapa. Todo lo que se dijo sobre lo que había 
debajo del Batallón N* 13 eran macanas y el colector se hizo 
con la presencia de civiles, de periodistas, pero eso no es noti- 
cia. De pronto, esa es la impotencia que siente el Comandante 
en Jefe del Ejército. Repito que sólo he citado dos casos para 
no introducir temas que pueden ser mucho más polémicos. 
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Cuando retornó la democracia -no en la década del 60- en 
los Boletines N* 20 y N* 23 de los miembros del Movimiento 
de Liberación Nacional «Tupamaros» se dice que hay que «me- 
noscabar y estigmatizar a las Fuerzas Armadas a los ojos del 
pueblo, en aras de futuros enfrentamientos». 


Es eso, y algunos sin quererlo incurren en ese menoscabo y 
en esa estigmatización, tal vez por el afán de vender o por la 
necesidad de tener la primicia que no es tal, porque aquella 
que brinda alguien que se escuda en el anonimato, no es primi- 
cia sino inmundicia, que no es lo mismo. El cobarde, el que no 
se atreve a dar su nombre para brindar una información impor- 
tante, no está dando ninguna primicia, sino que está manifes- 
tando una cobardía que no es digna de ser recogida por el 
periodismo libre de mi país. 

SEÑOR IRURTIA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 

SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 

SEÑOR IRURTIA.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 

SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción presentada. 

(Se vota:) 

-29 en 30. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Millor. 

SEÑOR MILLOR.- Agradezco al Senado. 

En realidad, a lo que deseaba ir -y es lo que en definitiva 
motiva esta intervención- frente a esta tormenta que se ha he- 
cho en torno a una frase de una magistral pieza oratoria, digna 
de las mejores tradiciones de nuestro Ejército Nacional, como 
fue ésta del Teniente General Amado, es a que él manifiesta su 
impotencia, eso que muchas veces los civiles hemos sentido en 
nuestro ámbito civil y político. Concretamente, señala ese pun- 
to de vista sobre cuál es el límite del derecho a comunicar y si 
ese límite no está en el honor de cada persona. Además, de- 
fiende su Ejército, no porque le pertenezca, sino porque forma 
parte de él, y tampoco se trata de que tenga el derecho de 
defenderlo, sino que está obligado a hacerlo como Comandan- 
te en Jefe. Sin embargo, ni en ese discurso ni en ninguna 
manifestación del General Amado, jamás encontré que se pro- 
pusiese una ley de prensa. Tengo en mi poder prensa del Uru- 
guay que establece que el 17 de enero de 1996, luego de que 
durante el año 1995 se enchastró a un montón de gente con 
grandes titulares -aunque después, prácticamente el 90% de 
estos casos se diluyeron en la justicia y no vinieron los des- 
mentidos, ni el pedido de disculpas- cuando algo así le tocó al 
señor Tabaré Vázquez -en un episodio que no quiero reeditar, 
pero que se vinculaba a la venta de determinado instrumental 
médico al Instituto que él dirigía- él mismo reclamó una nueva 
ley de prensa. Y lo hizo porque la mayoría de la prensa le 
había dado a su caso «un tratamiento sesgado, manipulado; 
han mentido y han tratado de sembrar lodo». El señor Tabaré 
Vázquez expresó que consideraba realmente imprescindible la 
sanción de una nueva ley de prensa porque «el pueblo merece 
tener una prensa libre, independiente, que forme y no defor- 
me». A su juicio, «la prensa uruguaya no reunía las condicio- 
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nes necesarias para garantizar la imparcialidad y neutralidad 
en la información», agregando además que eso «le hacía cues- 
tionar su apoyo al sistema de balotaje en las elecciones que los 
Partidos estaban previendo para 1999». También señaló que 
«una cosa es la reforma de la Constitución con reglas de juego 
claras, imparciales y bien cristalinas, y otra diferente la refor- 
ma de la Constitución que se plantea con la realidad política y 
periodística de este país». Al mismo tiempo se preguntaba «qué 
cristalinidad puede haber si al balotaje llegan dos fuerzas polí- 
ticas, una de los partidos tradicionales y otra progresista, en el 
tratamiento que a esa disputa entre las dos fuerzas le puedan 
dar la mayoría de los medios de prensa». «¿Qué seguridad nos 
pueden dar?», se pregunta una vez que le tocó a él, por un 
hecho que no juzgo, porque también tengo aquí todo lo que le 
pasó al semanario «Brecha». Me refiero a las llamadas y a las 
amenazas que recibieron y la réplica del periodista Guillermo 
Waksman, cuando se ataca a este semanario por haber dicho 
aquello de «metió la pata» y de que se estaba dando pasto a la 
derecha. El periodista replica que «la propia izquierda siembra 
pasto para las fieras cuando, ante un cuestionamiento en un 
ámbito de gobierno, niega el tipo de investigaciones que per- 
manentemente reclama en otro, o cuando ante la puesta en 
duda de una conducta, forma una comisión de correligionarios 
que se expide a toda máquina y declara solemnemente que el 
acto en cuestión, lejos de ser irregular, se inscribe en las más 
nobles y arraigadas tradiciones del socialismo». También le 
sucedió a «Brecha», pero una vez que algo así le tocó al doctor 
Vázquez, pidió una nueva ley de prensa. Sin embargo, no ha 
hecho eso el Comandante en Jefe del Ejército; no ha pedido 
una nueva ley de prensa, ni tampoco ha solicitado restriccio- 
nes. Y si hablo de restricciones, es porque en una información 
que tampoco fue desmentida, el propio General Seregni, el día 
lunes 22 de enero de 1996, comunicó a la Mesa Política de la 
coalición de izquierda que el doctor Tabaré Vázquez estaba 
preparando un proyecto de ley de prensa y que él no compartía 
las insinuaciones que sobre el contenido de esa iniciativa le 
había hecho el doctor Vázquez en una conversación privada. 


Entonces, señor Presidente, despacito por las piedras, por- 
que si nos agraviamos por una paja que no existe en el ojo 
ajeno, y soslayamos la aspiradora que sí ha existido en el ojo 
propio, me parece que no vamos por buen camino. No vamos 
por un buen camino y armamos un circo tremendo porque 
aparentemente, el General Amado, defendiendo el honor de las 
Fuerzas Armadas -que, reitero, son el origen de la patria- y el 
derecho a que la gente esté informada con la verdad y no con 
tergiversaciones -o en todo caso defendiendo el derecho a que 
la gente esté informada, sabiendo quién es el que maneja la 
información- manifiesta lo que finalmente expresó. Esas expre- 
siones sólo insumen cuatro o cinco renglones de un discurso 
de cinco carillas y, sin embargo, se dice que estamos frente a 
un ataque a la libertad de prensa o volviendo a lo previo al 
golpe de Estado. No es así; acá estamos frente al desahogo o a 
la puntualización muy oportuna de un Comandante que asume 
su responsabilidad de cara al país, de cara a sus jerarquías 
naturales, que son el Ministro de Defensa Nacional y el Presi- 
dente de la República, y de cara a su subordinado, que es el 
Ejército Nacional. También lo hace de cara a todos nosotros, 
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al menos a los que tenemos memoria y vamos a estar eterna- 
mente agradecidos de que nos hayan salvado en determinado 
momento de la agresión sediciosa. 


De todos modos, acá no hubo ninguna propuesta de cerce- 
nar, de ley de prensa, ni de que «como ahora me tocó a mí», 
vamos a cambiar las reglas de juego que hasta ayer nos pare- 
cían fenómenas y aplaudíamos cuando se enchastraba a cual- 
quiera, incluso a un ex Presidente de la República, a quien en 
definitiva no le pudieron probar nada y termina ganando las 
internas de su propio Partido. Quiere decir que hasta ahí me 
parecía bárbaro, pero cuando me hacen una insinuación de que 
yo puedo estar involucrado en la compra de determinados artí- 
culos y de que intenté favorecer la empresa que dirige mi hijo, 
ahí sí hay que cambiar la ley de prensa. ¡Mire si habría que 
cambiar la ley de prensa, señor Presidente, que este fue el 
primer argumento para comenzar a oponerse a la reforma cons- 
titucional! No fue simplemente un desahogo. Es más, esta fue 
la primera razón que esgrimió el doctor Tabaré Vázquez para 
oponerse a una reforma constitucional que consagraba todos 
los reclamos históricos de la izquierda uruguaya, por ejemplo, 
separación en el tiempo de las elecciones nacionales y departa- 
mentales, posibilidad de elegir Partidos políticos distintos, no 
acumulación por sublemas, e incluso, a pesar de que algunos 
se olvidan, también el balotaje. Precisamente, cuando quien 
habla era dirigente gremial en preparatorios, y la diferencia 
entre los Partidos Colorado y Nacional era el equivalente, más 
Oo menos, a la suma del Partido Comunista y del Partido Socia- 
lista, también pedían el balotaje para ser el fiel de la balanza. 
Después, lamentablemente cambiaron las ecuaciones electora- 
les en este país. 


En consecuencia, parece ser que cuando me toca a mí, 
tengo que cambiar todo, y hasta tal punto me agravio con la 
prensa que, por esa versión que dio, siento que ella no me 
ofrece garantías ante una contienda electoral y decido no votar 
la reforma constitucional porque, reitero, la prensa -y no la 
reforma- no sirve. Si tuviese otra prensa, quizás el balotaje me 
podría servir, pero como tengo una que no sirve desde mi 
óptica, no sirve el balotaje. A propósito de esto, quiero citar 
algo que creo escribió un periodista de apellido Orlando que 
dijo que Vázquez les había levantado un monumento y que me 
hizo mucha gracia. El decía «hasta ahora los periodistas éra- 
mos personas mal remuneradas que teníamos que trabajar en 
cuatro empleos y de vez en cuando asistir a alguna conferencia 
de prensa medio plomo para ver si había algo, pero a partir de 
este momento somos tan importantes en la vida institucional 
del país que a raíz de nosotros, o por causa de nosotros, un 
Partido Político que representa la tercera parte del electorado, 
no va a votar una reforma constitucional, no porque le parezca 
mala, sino porque la prensa no sirve». Esto está dicho, reitera- 
do y repetido y casi esbozado en un proyecto de ley de prensa 
que, al menos al General Seregni, no le causó mucha gracia. 


Que me disculpen los señores Senadores -lo comenté con el 
señor Senador Ricaldoni- porque, tal como venía el tono de la 
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interpelación, no pensábamos intervenir, pero hay cosas ante 
las cuales es difícil permanecer en silencio después de siete 
horas de escuchar manifestaciones que uno puede compartir o 
con las que puede discrepar profundamente; nos sentimos, pues, 
en la obligación de decir algo. 


Reitero que para mí esta pieza fue magistral; representa el 
sentir de una amplia mayoría de ciudadanos de este país y 
significa una excelente recreación de las partes más hermosas 
de la historia del Uruguay, del que fueron formando los gau- 
chos que seguían esa vocación de patria libre y soberana, o la 
nobleza de un caudillo con un desinterés que ojalá se pudiese 
reconquistar para las actuales generaciones. Es más; representa 
un acatamiento, desde el principio al fin, a la Constitución, a 
las leyes y a las autoridades legítimamente constituidas. Y en 
lo que a este civil refiere, ese parrafito de cinco renglones, 
donde el señor Comandante en Jefe del Ejército delimita las 
barreras entre la libertad de comunicar y el derecho al honor 
de las personas, representa algo con lo que yo me sentí plena- 
mente identificado. Digo esto porque ese agravio, del cual pa- 
rece manifestarse el Comandante en Jefe del Ejército, muchas 
veces ha sido el mismo que hemos recibido nosotros, y cuando 
digo «nosotros» me refiero a quienes desde el quehacer políti- 
co, en el acierto o en el error, equivocándonos mucho o acer- 
tando algunas veces, cuando decimos algo, lo hacemos dando 
la cara con nombre y apellido y ateniéndonos a las consecuen- 
cias. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR CARVALHO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Ante el silencio del señor Minis- 
tro, me gustaría resumir lo que interpreto o las conclusiones 
que extraigo del acto que estamos culminando. 


Quiero señalar que las explicaciones -si así podemos lla- 
marlas- que nos han sido proporcionadas, nos resultan total- 
mente insatisfactorias porque, en realidad, no nos han explica- 
do nada. Nos ha expuesto una tesis -que, reitero, me resulta 
sorprendente- sobre la libertad de expresión de los integrantes 
de las Fuerzas Armadas. No nos ha explicado en qué se funda- 
menta el súbito cambio de criterio del Poder Ejecutivo, que no 
aplicó esa tesis en casos muy recientes a los que me he referi- 
do. No encuentro coherencia en ese cambio de criterio, así 
como tampoco un examen de las perspectivas a que podría 
conducir la tesis, en alguna medida -o en gran medida- nove- 
dosa que se ha expuesto aquí, si fuera generalizada y se preten- 
diera aplicarla al conjunto de las Fuerzas Armadas. 


El señor Ministro no nos ha dicho si el señor Presidente 
conocía o no el contenido del discurso que se proponía pro- 
nunciar el Comandante en Jefe del Ejército. Nos ha dicho que 
éste le dijo que el señor Presidente no lo conocía, pero nos 
iremos de aquí sin saber realmente cómo ocurrieron estos he- 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Junio de 1999 


chos porque, aparentemente, el señor Ministro no consideró 
del caso confirmar u obtener la confirmación del señor Presi- 
dente de la República. 


Nos iremos de aquí con una alusión muy definida y detalla- 
da al Reglamento de Disciplina de las Fuerzas Armadas -espe- 
cíficamente del artículo 61, relativo a la sanción de apercibi- 
miento- y, en relación con los trascendidos de prensa que se 
han mencionado aquí, así como con una interpretación según 
la cual el Senado era el ámbito correcto en que se iba a dar a 
conocer determinada información, podemos decir que ésta no 
ha sido proporcionada. 


De las palabras del señor Ministro se podría deducir tanto 
que se sancionó al Teniente General Amado, como que no. 
Lamento que no se diga claramente porque las inducciones, 
tanto en un sentido como en otro, mantendrán este tema en una 
ambigiedad que no me parece propicia desde el punto de vista 
político. 


Creo, además, que las llamadas explicaciones del señor Mi- 
nistro nos permiten extraer un par de conclusiones, que trataré 
de hacer lo más brevemente posible dado lo avanzado de la 
hora. Parecería deducirse de ellas que el Poder Ejecutivo está 
dispuesto a permitir declaraciones políticas de mandos milita- 
res entendiendo que están amparadas por la libertad de expre- 
sión, consagrada en el artículo 29, en el caso de que estén de 
acuerdo o cumplan una función útil para las políticas que él 
impulsa. No se nos ha dicho que se van a dejar de aplicar 
sanciones en el caso de que se reiteren situaciones como las 
que me permití comentar en detalle. De modo que me permito 
extraer esa conclusión. 


Considero que este concepto sobre la libertad de expresión 
de los jerarcas militares y, sobre todo, la forma en que aparen- 
temente se piensa aplicarlo, se opone radicalmente a la tesis 
correcta, que es propia de las sociedades democráticas y de los 
estados de derecho, según la cual las Fuerzas Armadas, como 
cuerpos al servicio de la comunidad nacional, deben mantener 
un riguroso sentido profesional, por lo que es absolutamente 
negativo que el Poder Ejecutivo interfiera con la plena vigen- 
cia de esa profesionalidad alentando manifestaciones particula- 
ristas o grupales que sólo pueden terminar afectando la impres- 
cindible unidad y profesionalidad de las Fuerzas Armadas. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Han lle- 
gado a la Mesa dos mociones, que serán leídas por su orden de 
presentación. 


Léase la primera. 
(Se lee:) 
«Oídas las explicaciones del señor Ministro de De- 


fensa Nacional, las mismas se declaran satisfactorias. 
Luis Alberto Heber, Carlos Garat, José Andújar, Sergio 
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Chiesa, Nahum Bergstein, Alvario Bentancur, Fernando 
Quarneti, Raúl Iturria, Pablo Millor, Dante Irurtia, Amé- 
rico Ricaldoni, Wilson Sanabria, Guillermo García Costa, 
Ronald Pais, Luis B. Pozzolo, Alejandro Atchugarry, 
Orlando Virgili, Walter Santoro y Jorge Gandini. Sena- 
dores.» 


-Léase la segunda. 
(Se lee) 


«Oídas las explicaciones brindadas por el Sr. Minis- 
tro de Defensa Nacional, Dr. Juan Luis Storace, la Cá- 
mara de Senadores resuelve: Declarar insatisfactorias 
las explicaciones del Sr. Ministro de Defensa Nacional. 
Marina Arismendi, Alberto Couriel, Edgardo Carvalho, 
Albérico Segovia, José Korzeniak, Reinaldo Gargano, 
Danilo Astori, Milton Antognazza, Alberto Cid y He- 
lios Sarthou. Senadores.» 


-Se va a votar la moción leída en primer término. 

(Se vota:) 

-19 en 30. Afirmativa. 

SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Me remito a lo que dije oportuna- 
mente. 


En cuanto a las palabras del señor Senador Millor contra el 
Frente Amplio, les doy el valor que tiene el hecho de que 
pertenecen a una persona que colaboró con la dictadura y fue 
Consejero de Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
recuerda que no se pueden hacer alusiones políticas. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: he votado nega- 
tivamente la moción por las razones mencionadas en la exposi- 
ción pero, sobre todo, porque no escuchamos respuestas a dos 
preguntas absolutamente concretas, y el Parlamento debe sen- 
tirse frustrado. Toda clase de secretos debe desaparecer frente 
a una institución parlamentaria que para ello llevó a cabo esta 
interpelación. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria) .- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: he dicho muchas 
veces que el Poder Legislativo tiene un cierto grado de subor- 
dinación al Poder Ejecutivo y que este último es mucho más 
fuerte. Hoy lo volví a constatar. El señor Ministro vino, y se le 
plantearon al final algunas preguntas concretas que no se dignó 
a contestar. El pertenece al Poder Ejecutivo, donde hay fuerza, 
y nosotros, en el Parlamento, nuevamente nos vamos frustra- 
dos. Creo que esto no es bueno para la democracia. Ojalá haya 
instancias en que el Parlamento se jerarquice y tenga fuerza 
suficiente. 


Mi problema no es la votación, que puede ser perfectamen- 
te favorable al señor Ministro, sino la actitud del Poder Ejecu- 
tivo a través del señor Ministro de Defensa Nacional, que se 
niega a contestar preguntas específicas y concretas que se le 
hicieron en Sala. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Hoy hemos tenido un claro ejemplo de 
lo que quise decir en mi exposición. Me la hubiese ahorrado. 


No consta en la versión taquigráfica, pero mañana es noti- 
cia, porque se dijo. Entonces, a modo de fundamento de voto, 
quiero decir que fui Consejero de Estado para salir a la demo- 
cracia, dando la cara, asumiendo responsabilidades, y no sa- 
liendo de las cloacas a matar por la espalda a ciudadanos inde- 
fensos. 


(Campana de orden) 
6) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se levan- 
ta la sesión. 


(Así se hace a la hora 23 y 1 minuto, presidiendo el señor 
Senador Wilson Sanabria y estando presentes los señores Se- 
nadores Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Carval- 
ho, Cid, Couriel, Chiesa, Gandini, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Korzeniak, Mascheroni, Millor, Pais, Po- 
zzolo, Ricaldoni, Santoro y Segovia). 
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